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MENSAJE DEL DIRECTOR

DR. GUILLERMO GONZÁLEZ O.*

*   Ecuatoriano. Doctor en Jurisprudencia por la Universidad Central del Ecuador; posee 
formación en derechos humanos e integración, administración pública, derecho constitucional, 
democracia, participación política y justicia electoral. Ha cursado estudios superiores en gestión 
ambiental; derecho y gestión de las telecomunicaciones en la Universidad Andina Simón Bolívar; 
es Especialista en Derecho Constitucional por la Universidad Castilla – La Mancha, España. En el 
ámbito electoral desempeñó el cargo de Vocal Principal, Presidente de la Comisión Jurídica (2005) y  
vocal alterno (2008) del ex Tribunal Supremo Electoral; Asesor en el Consejo Nacional Electoral; Juez 
del Tribunal Contencioso Electoral, donde actualmente ejerce las funciones de Vicepresidente. 
Representó al Ecuador como observador electoral internacional en procesos electorales en 
Bolivia, Colombia, EE.UU., México y Venezuela; y como participante o conferencista en múltiples 
foros y eventos internacionales como Protocolo de Quito y Jurisprudencia Electoral. Ha impulsado 
acciones institucionales por la inclusión y la participación democrática: la Agenda de Consulta 
a la Ciudadanía sobre Justicia Electoral y el Curso de Derecho Electoral y Democracia junto con 
autoridades de la Corte Constitucional, Consejo de Participación Ciudadana, académicos y 
docentes universitarios. Participó activamente en proyectos democráticos con otras instituciones 
como “Paredes limpias candidatos honestos” del Consejo de Participación Ciudadana. 
Correo electrónico: guillermogonzalez333@yahoo.com / guillermo.gonzalez@tce.gob.ec

El objetivo de esta revista es ofrecer elementos de discusión para profundizar en temas de 
derechos electorales, de participación; sin embargo, en esta ocasión debo hacer un pa-
réntesis para recordar que la discusión es vana si no encuentra eco en personas capaces 
que además de pensar, actúen en concordancia. Tomo un minuto de su tiempo estimados 
lectores para agradecer al Doctor Francisco Távara Córdova, quien acaba de culminar 
su gestión como Presidente del Jurado Nacional de Elecciones de la hermana República 
del Perú, por el ejemplo que deja a todos quienes tenemos que ver en el ámbito electoral; 
su gestión intachable en un país que comparte muchas de nuestras preocupaciones nos 
debe servir de guía sobre el correcto y sobre todo valiente quehacer de quien no solo pien-
sa sino que actúa en consecuencia, mi saludo y respeto desde este humilde foro a este 
entrañable amigo. Culminado este breve paréntesis retomemos la discusión sobre los temas 
que presenta esta edición.

Hablar de Constitucionalismo es reflexionar sobre derechos y democracia.  La evolución 
del pensamiento jurídico en América Latina ha llevado a nuestros países hermanos al per-
feccionamiento de las técnicas de garantía de derechos fundamentales; este proceso re-
gional constituyente ha provocado el avance en la forma del Estado a un ordenamiento 
democrático más participativo.

Las Constituciones latinoamericanas son favorables respecto a la tutela directa de los dere-
chos fundamentales, se ratifica la supremacía de la Constitución y su respeto se convierte 
en parte indisoluble del Principio de Legalidad.
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En la presente publicación tenemos el agrado de contar con los aportes en materia consti-
tucional de varios expertos nacionales e internacionales, que nos exponen varios y diferen-
tes puntos de vista que nutren la discusión al respecto. 

Wendy Molina, nos lleva a explorar los principales obstáculos que encuentran las mujeres al 
momento de ejercer sus derechos de participación en el Ecuador en su artículo “La Consti-
tución como mecanismo político y jurídico para garantizar  los Derechos de las Mujeres en 
el ámbito electoral”; y, Doris Gallardo, nos presenta un recuento de los eventos sucedidos 
entre el siglo XX y XXI respecto de la participación de la mujer y los avances en el tema de 
representación y paridad, en su artículo: “La Historia Política de las mujeres en Ecuador”.

Soledad Buendía, analiza el financiamiento de las Organizaciones Políticas y las campañas, 
desde la aprobación de la Constitución del 2008 en “El Financiamiento de las Organiza-
ciones Políticas y las Campañas Electorales: Regulaciones constitucionales y legales en el 
Ecuador”. 

Tenemos el aporte de Dunia Sandoval Arenas, con el texto “Participación de las mujeres en 
la democracia boliviana”, que nos muestra la realidad de la participación de las mujeres en 
los espacios políticos en Bolivia, así como la aplicación de la Ley de Paridad y Alternancia 
en ese pais. 

Mauro Andino, reflexiona sobre la importancia de los procesos electorales, el incremento de 
los porcentajes de participación ciudadana y el crecimiento del interés político en su texto 
“La influencia del diseño del sistema electoral en la gobernabilidad”. 

Encontramos el análisis de la situación en la República Mexicana en los textos: “Transpa-
rencia y Fiscalización en México. Las Elecciones de 2015” de Javier Santiago Castillo que 
trata sobre la fiscalización de las precampañas y campañas electorales en México; y, “La 
distritación electoral y las comunidades indígenas en México” de Enrique Andrade quien 
nos relata el proceso de distritación de la República Mexicana y la posible afectación a los 
derechos de las comunidades indígenas.

El sistema de representación en Panamá es analizado por Juan Carlos Pérez en “La repre-
sentación proporcional en el Sistema Electoral Panameño”, con el que realiza un estudio de 
cómo funciona el sistema de adjudicación de escaños en Panamá; a su vez, describe el 
sistema de votación existente y las reglas para aplicar la representación proporcional. 

Finalmente, Marcela Paredes, nos recuerda la evolución del sistema de sufragio en el Ecua-
dor y la inclusión de las personas con discapacidad en el último proceso electoral ecuato-
riano, en el texto “Voto en casa: Un acierto inclusivo para la Democracia”.

Esperamos que el análisis y discusión que generen estos textos sirvan para el crecimiento y 
fortalecimiento de las democracias latinoamericanas.
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La originalidad de los artículos publicados es obligación de sus autores. 
Se exime de responsabilidad a la Revista Justicia Electoral y Democracia 
y al Tribunal Contencioso Electoral por cualquier implicación legal que 
pudiere surgir.

ARTÍCULOS

LA CONSTITUCIÓN 
COMO MECANISMO 
POLÍTICO Y JURÍDICO 
PARA GARANTIZAR 
LOS DERECHOS DE LAS 
MUJERES EN EL ÁMBITO 
ELECTORAL

* Abogada y doctora en Jurisprudencia, por la Universidad Internacional del Ecuador. Master en 
Derecho con mención en Derecho Administrativo y Especialista en Derecho Administrativo por la 
Universidad Andina Simón Bolívar. Recibió el diploma de perfeccionamiento y  el de especialista 
en Justicia Constitucional y Tutela Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales por la Universidad 
de Pisa, Italia.

Entre sus cargos profesionales se destaca el de abogada de la Procuraduría General del Estado; 
asesora de Presidencia de la Corte Constitucional del Ecuador para el Período de Transición y 
actual Jueza de la Corte Constitucional del Ecuador.

Docente de pregrado y maestría en el ámbito constitucional a nivel nacional e internacional y 
ponente invitada en múltiples congresos de derecho nacionales e internacionales. 

Autora de los libros: “La presunción de constitucionalidad de la norma en la Constitución actual” 
y “La Motivación y su desarrollo histórico”; además, de artículos para libros y revistas en materia 
constitucional.

Dra. Wendy Molina Andrade*

RESUMEN:

El presente artículo pretende explorar los principales obstáculos que encuentran las mujeres a 
la hora de ejercer sus derechos de participación, una vez identificados dichos obstáculos, se 
realizará un repaso sobre las diversas teorías que explican su existencia; teorías que nos permitirán 
conocer los mejores medios para erradicar las limitaciones de la mujer en el ámbito político.

Se adoptará un enfoque del problema desde el Derecho, para lo cual se revisarán las disposiciones 
constitucionales tendientes a lograr una igualdad formal y material entre hombres y mujeres. 
Luego de aquello, analizaremos los mecanismos jurídicos que se encuentran a cargo de la Corte 
Constitucional como son  las garantías jurisdiccionales y el control de constitucionalidad para 
finalmente, determinar si dichos mecanismos en la práctica  son capaces de eliminar el trato 
discriminatorio hacia las mujeres en el ámbito público y electoral.
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ABSTRACT:

This article explains women difficulties in demanding their participation rights. Then there is an 
explanation of the reasons because of the appearance of these difficulties. There will be also an 
analysis of the mechanisms to erradicate this limitations.

The problem will be focus over the law, for analyzing constitutonial provisions which goals are to 
achieve material and formal equality between men and women. Then an analysis of the legal 
procedures in charge of the Constitutional Court will be made, such as judicial guarantees and 
constitutional control among others will be analize to determine the posibility of the elimination of 
women discrimination.

Even though the conclusions ensures positive results by the guarantee and rights speech, seems 
not to be enougth, because of women dsicrimination issue about breaking historic preceptions of 
patriarcal philosophy that law can only change.

KEY WORDS:

Political participation/ discrimination/ constitutional law/ equality.

Si bien la igualdad entre hombres 
y mujeres se encuentra recono-
cida en nuestro ordenamiento 

jurídico, a menudo las condiciones so-
ciales no permiten el establecimiento 
de una igualdad real. Las mujeres, ya 
sea como candidatas o votantes, se 
enfrentan a múltiples obstáculos para 
el goce efectivo de sus derechos en las 
diversas etapas del proceso electoral; 
en tal sentido, cabe preguntarse qué li-
mita a las mujeres en el ámbito público 
y qué puede hacer el orden constitu-
cional para derribar dichos obstáculos.

Para analizar qué limita a las mujeres en 
el ámbito público, corresponde hacer 
referencia a los debates que se han 
suscitado históricamente respecto a la 
igualdad de derechos entre hombres y 
mujeres. Los debates contemporáneos 
al respecto al igual que todos los de-
más basados en la discursiva de reivin-
dicación de condiciones de dignidad 
para grupos históricamente discrimina-
dos, consiste en una crítica a la forma 

misma en la que la sociedad funciona 
y la manera en que se estructura y dis-
tribuye el poder político, económico o 
de cualquier otra índole. Es así que han 
sido abordados desde diversas ramas 
de las Ciencias Naturales y Sociales 
con el objeto de desentrañar el cómo 
se construyen, reproducen e impreg-
nan los estereotipos que constituyen 
la categoría denominada “género” y 
posteriormente, sirven de instrumento 
casi imperceptible de prolongación de 
prácticas basadas en la opresión. Por 
tal razón, existen posiciones contrarias 
desde todas las esferas. Bien lo señala  
Roxana Arroyo Vargas (2010):

Podríamos decir sin equivocarnos que 
los diferentes poderes que han surgido 
históricamente coinciden en un pun-
to: la negación o la aceptación par-
cial de lo que significa la violencia y la 
discriminación en la vida de las muje-
res y las consecuencias que esto tiene 
en sus entornos geográficos, políticos, 
sociales y económicos. Estos poderes 

LA CONSTITUCIÓN COMO MECANISMO POLÍTICO Y JURÍDICO PARA GARANTIZAR 
LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN EL ÁMBITO ELECTORAL

Dra. Wendy Molina Andrade

Si bien las conclusiones del estudio aseguran resultados positivos a través del discurso de los 
derechos y sus garantías, sabemos que no es suficiente pues el problema de la discriminación de 
las mujeres tiene que ver con romper concepciones históricas de pensamiento patriarcal que el 
Derecho solo no puede cambiar.

PALABRAS CLAVES:

Participación política/ discriminación/ Derecho Constitucional/ igualdad.
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actúan en la medida en que omiten 
actuar para defender a las mujeres 
de la violencia y la discriminación 
o, peor aún, están en contra de sus 
derechos. Es a partir de esta actitud 
que se transforman en cómplices, 
promueven la impunidad e invisibili-
zan esta problemática y la magnitud 
de la misma. (pág. 423)

Temas como: el acceso de las mujeres 
al ejercicio de los derechos políticos; la 
destrucción del “techo de cristal” que 
les impide el acceso a los cargos direc-
tivos; la real posibilidad de acceso y ad-
ministración de la propiedad; el recono-
cimiento económico de la importancia 
del trabajo no remunerado; la visibiliza-
ción de las más atroces formas de odio 
misógino; la adecuación de las leyes 
civiles, mercantiles, laborales, penales 
y de otra índole a las características de 
todos los sujetos de derecho y no solo 
del hombre como el optimo iure de la 
sociedad contemporánea son algunos 

de los ejemplos de la agenda por reco-
rrer en búsqueda de la igualdad.

En una discusión que propone trans-
formaciones tan radicales en las con-
cepciones que aparecen como “na-
turales” y “obvias”, la utilización del 
cambio constitucional como meca-
nismo político para el tránsito hacia 
un nuevo orden que no únicamente 
se presenta como útil sino como im-
prescindible. Las disposiciones que en 
el Texto Constitucional se encuentran 
son: el reconocimiento público que 
la situación de hombres y mujeres ha 
estado marcada por patrones de vio-
lencia y discriminación, pero se cons-
tata a la vez, que existe una voluntad 
política cada vez más fuerte y basa-
da en un consenso democrático para 
modificar dichos patrones. Por esto, la 
ampliación del reconocimiento si bien 
no sirve directamente a un cambio in-
mediato, sí marca la dirección por la 
que transita la sociedad soñada.

Discriminación de las mujeres en las urnas

Ya  hemos visto que la negación o la 
aceptación parcial de la violencia y la 
discriminación en la vida de las mujeres 
es un punto común en el surgimiento 
de los diferentes poderes, ciertamen-
te es casi imposible negar la existencia 
de discriminación contra la mujer en 
las esferas de la vida y en la gran ma-
yoría de las sociedades a escala mun-
dial. Existen ingentes aportes desde las 
teorías y el movimiento feminista en di-
versas ramas del conocimiento huma-
no como el Derecho, la Filosofía, la So-
ciología, la Psicología Social, entre mu-
chas otras que dan cuenta del génesis 
y desarrollo de un comportamiento 
social mayoritario basado en descrip-
ciones y prescripciones respecto de lo 
masculino y lo femenino, el cual lleva 
implantado durante siglos en la civili-

zación occidental, se reproduce y ge-
nera una inercia que envuelve todas 
las relaciones entre individuos, grupos 
y organizaciones de toda índole.

La discriminación contra la mujer es defi-
nida por la Convención sobre la Elimina-
ción de Toda Forma de Discriminación 
contra la Mujer, del siguiente modo:

A los efectos de la presente Con-
vención, la expresión ‘discriminación 
contra la mujer’ denotará toda dis-
tinción, exclusión o restricción basa-
da en el sexo que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente 
de su estado civil, sobre la base de 
la igualdad del hombre y la mujer, 



6

1  (Rodríguez Ruiz, 2012, pág. 28) Al respecto, la afirmación de la autora es decidora: “Mayor actividad legislativa no es, con todo, sinónimo de un mejor marco 
normativo, Lo será si con ella se logran articular las premisas para eliminar los supuestos de discriminación contra las mujeres. De no ser así, la ley puede producir el 
efecto contrario de amortiguar el discurso reivindicativo de la no discriminación por el discurso de la pseudoigualdad”.

2  En lo referente a la discriminación o segregación horizontal se indica: “La distribución desproporcionada de mujeres y varones por sectores laborales específicos 
–segregación horizontal– es un hecho constatable, que se evidencia a través de la calificación de masculino o femenino en tanto características atribuidas a bastantes 
trabajos” (Barberá Heredia & et. al).

3  Nélida Archenti Socióloga y Doctora en Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. Profesora Titular en la Carrera de Ciencia Política e Investigadora en el 
Instituto Gino Germani de la Universidad de Buenos Aires. Coordinadora del Grupo Género y Política de la Asociación Latinoamericana de Ciencia Política (ALACIP). 
Laura Albaine es Licenciada en Ciencia Política de la Universidad de Buenos Aires. Becaria doctoral del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas 
(CONICET). Docente de la Carrera de Ciencia Política de la Universidad de Buenos Aires.

de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural 
y civil o en cualquier otra esfera. (CE-
DAW, 1979)

Esta definición halla su fuerza no sola-
mente en el consenso universal implíci-
to en su adopción como una conven-
ción internacional de carácter global. 
Su valor se deriva de su gran utilidad al 
momento de calificar la cantidad de 
ámbitos a los que se aplica; la posibi-
lidad de englobar eventos puntuales 
o fenómenos crónicos y estructurales; 
así como la heterogeneidad de actos 
u omisiones que permite calificar como 
discriminatorios. De la propia definición 
de discriminación contra las mujeres 
que adopta la Convención, podemos 
advertir que es un fenómeno complejo 
en sí mismo y responde a diversas cau-
sas que atraviesan a toda la sociedad; 
siendo incluso tan potente, que puede 
permearse de forma casi impercepti-
ble, incluso en los remedios que se pre-
tendan ensayar para erradicarlo1.

Sin duda, uno de los campos en los 
que es más visible la discriminación 
contra las mujeres es el relacionado al 
campo del trabajo; sobre todo, en lo 
referente a la asunción de puestos de 
liderazgo en los que se han observa-
do dos fenómenos de discriminación. 
El primero, tiene que ver con la asig-
nación de ciertos atributos a determi-
nadas profesiones, que socialmente 
están asociadas a un rol definido de 

género; este es denominado “discri-
minación horizontal”2. Por otro lado, 
a medida que se asciende en la pirá-
mide organizacional de determinado 
sector tanto de instituciones públicas 
como privadas, el porcentaje de mu-
jeres desciende en el fenómeno de-
nominado “discriminación vertical” 
como lo señalan (Barberá Heredia & 
et. al, s/f.):

… la documentación existente pre-
senta como hecho significativo que, 
sea cual sea el sector laboral anali-
zado, incluidos los más feminizados, 
la proporción de mujeres disminuye 
a medida que se asciende en la je-
rarquía piramidal, de modo que su 
presencia ocupando posiciones de 
poder y asumiendo responsabilida-
des laborales es mínima. Esta discri-
minación vertical se observa tanto 
si comparamos los porcentajes de 
varones y mujeres por categoría 
laboral en un determinado sector, 
como si se toma en consideración 
la cantidad de mujeres que, hoy en 
día, figura entre la población activa, 
teniendo en cuenta, además, su ni-
vel de formación y preparación pro-
fesional. 

A modo de ejemplo analizaremos lo 
que sucede en el ámbito político en 
el Ecuador, en una de sus más altas es-
feras como  es el cargo de Asambleís-
tas, para lo cual veremos el orden de 
preferencia de los electores con base 
en el estudio realizado por las investi-

LA CONSTITUCIÓN COMO MECANISMO POLÍTICO Y JURÍDICO PARA GARANTIZAR 
LOS DERECHOS DE LAS MUJERES EN EL ÁMBITO ELECTORAL

Dra. Wendy Molina Andrade



REVISTA JUSTICIA ELECTORAL Y DEMOCRACIA
Número 4, Año 3, 2016 7

gadoras Nélida Archenti y Laura Al-
baine3 en el año 2009. Antes de ver los 
resultados de dicho estudio es preciso 
aclarar como antecedente que en el 
régimen electoral ecuatoriano existe 
la obligación para los partidos y mo-
vimientos políticos de conformar las 
listas cumpliendo con la paridad de 
género, no obstante para la elección 
de todos los cargos se utiliza el tipo de 
lista abierta en las que  el elector indi-
ca su preferencia por los candidatos 
de una sola boleta o de varias hasta 
completar la magnitud de la circuns-
cripción territorial y una vez que estos 
ya han sido elegidos; a la hora de la 
adjudicación definitiva de bancas, se 
aplica una fórmula electoral propor-
cional de acuerdo con la cantidad de 
votos que obtiene cada candidato en 
estricto orden de mayor a menor.

En ese sentido, si bien el principio de 
paridad -como se verá más adelante- 
se encuentra reconocido constitucio-
nalmente y, actualmente, se aplica 
para conformar las listas de los candi-
datos, este puede verse alterado si los 
votantes eligen a un mayor número de 
mujeres o de hombres al sufragar. Es 
así que observando las votaciones del 
año 2009 para Asambleístas, se puede 
ver que de la seis listas que obtuvie-
ron bancas, entre ellas: el Movimiento 
Alianza PAIS, Patria Altiva Soberana; 
Partido Sociedad Patriótica 21 de ene-
ro (PSP); Partido Renovador Institucio-
nal Acción Nacional (PRIAN); Partido 
Roldosista Ecuatoriano (PRE) y el Mo-
vimiento Democrático Popular (MPD), 
en ningún caso una mujer obtuvo la 
primera posición. Asimismo, tal como 
lo evidenció el estudio citado, la elec-
ción de los votantes alteró el sistema de 
paridad ya que a excepción del Parti-
do Social Cristiano, en ningún caso la 
configuración resultante respetó la al-

ternancia entre ambos sexos. Por otro 
lado, la lista de Alianza País representó 
una configuración en la que todas las 
mujeres ganadoras obtuvieron las últi-
mas posiciones. Este hecho manifiesta 
que los elementos desfavorables del 
sistema electoral para la implementa-
ción de la paridad política de género 
tales como el tipo de lista abierta junto 
a condiciones culturales patriarcales 
desfavorables a la participación polí-
tica femenina tienden a obstaculizar 
el acceso de las mujeres a cargos de 
representación ciudadana (Archenti 
& Albaine, págs. 195-219).

Existen varias explicaciones para que 
se produzcan este tipo de fenóme-
nos discriminatorios. Por un lado, está 
“… la cultura social dominante, en la 
que prevalecen los valores androcén-
tricos propios del sistema patriarcal”; 
y por otro, “… la falta de conciliación 
entre vida familiar y desarrollo profe-
sional consiguiente a la pervivencia 
de prejuicios sociales contra las mu-
jeres” (Barberá Heredia & et. al, pág. 
149). Ambas, como puede advertir-
se, nacen de una configuración de la 
conciencia social basada en la clasifi-
cación dual de las características de 
las personas, objetos o profesiones, la 
asignación a cada una de ellas hace 
una referencia basada en los paráme-
tros sociales de lo que es masculino o 
femenino, así como la asignación de 
una carga valorativa que las jerarqui-
za (Olsen, 2010, págs. 137-156)4.

Este proceso, modelado en la Psicolo-
gía bajo el nombre “Teoría del rol social 
del género” y aplicado a la Psicología 
Organizacional como la “Teoría de 
congruencia de rol” se puede esgrimir 
como una explicación plausible a la 
presencia y persistencia de la discrimi-
nación en el ámbito del liderazgo orga-
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nizacional. De acuerdo con esta teoría, 
los roles estereotipados de género se 
construyen en la psicología humana por 
medio de una “homogeneidad intra-
grupo” –asumir que todos los miembros 
de dicho grupo son iguales– y la “defi-
nición por exclusión del exogrupo” –es-
tablecer las características de un grupo 
en oposición a las de los demás grupos, 
como “contrarios” u “opuestos”–.

En el caso de varones y mujeres, se 
asocia la masculinidad con caracte-
rísticas “agente/instrumentales” o de 
producción y a la feminidad con valo-
res “comunal/expresivos” o de repro-
ducción. Además, dicho proceso no 
solamente describe cómo se ve a los 
varones y las mujeres sino que prescri-
be cómo deberían ser. Así las cosas, 
construida una imagen del hombre 
y de la mujer basada en estereotipos 
que posteriormente generan expec-
tativas respecto de las cualidades de 
liderazgo, moldeadas en razón de las 
características masculinas, haciendo 
que el momento de evaluar a una 
persona en particular, se produzca 
una incongruencia en el rol de género 
femenino y el de líder (Eagly & Karau, 
s/f., págs. 151-152).

La razón por la que el proceso de asig-
nación de roles basados en prejuicios 
es tan fuerte y difícil de combatir está 
precisamente en que parte de un pro-
ceso casi imperceptible que nace en la 
psique humana y se refuerza con cada 
ejemplo y experiencia. Es además por 
esto, que el Derecho positivo, a pesar 
de ser modificado, logra efectos osten-
siblemente menores a los esperados 
al cambiar la regulación respecto del 
acceso y promoción en el empleo de 

las mujeres. Pablo Alarcón, en una in-
teresante aplicación de la categoría 
“habitus” utilizada por Bordieu al estu-
dio de la génesis de la discriminación 
contra las mujeres, señala al respecto:

El habitus para Bordieu es un con-
junto de prácticas realizadas por los 
individuos sin la previa deliberación, 
porque están condicionados a eje-
cutarlas, al señalar que ‘no son pro-
ducto de obediencia a reglas’, indi-
rectamente señala también que no 
es necesario que exista una norma 
jurídica coercitiva para garantizar 
la existencia del habitus (…). Es in-
teresante pues la relación existente 
entre el habitus, orden social y jurídi-
co, aquella nos brinda una entrada 
para explicar el por qué el derecho 
condensa desigualdades. Hay un 
habitus de dominación que legiti-
ma la existencia de un orden legal 
basado en relaciones de poder, pre-
sentes también en el campo político 
como en el privado. (Alarcón Peña, 
2012, págs. 173-174).    

Esto quiere decir que la realidad des-
pués de décadas de incorporación 
de las mujeres a la educación formal, 
el reconocimiento pleno de sus dere-
chos políticos e incluso la aplicación 
de medidas legislativas, ha cambiado 
de manera superficial pues aunque 
han existido reivindicaciones en torno 
a la igualdad de las mujeres en térmi-
nos de derechos, el discurso se sigue 
manejando en los términos y bajo las 
reglas del sistema patriarcal basado 
en el “contrato sexual”5.

Empero, es claro que el Derecho no 
puede ni debe ser entendido como 

5  Sobre la construcción de la ciudadanía diferenciada entre hombres y mujeres y el contrato sexual, así como propuestas de un Estado postpatriarcal basado en la 
inclusión de los valores tradicionalmente considerados “femeninos” en la construcción de la ciudadanía (Rodríguez Ruiz, 2012, págs. 27-63).
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un mecanismo único, pero sí útil para 
modificar de forma paulatina las per-
cepciones sociales asociadas con 
los roles que cumplen y deben cum-
plir varones y mujeres en la sociedad. 
Blanca Rodríguez Ruiz se refiere a los 
intentos de los Estados occidentales 
por oponerse a la discriminación con-
tra las mujeres por medio del discurso 
del Derecho como “discurso de de-
rechos”, resaltando su importancia, 
pero a la vez cuestionando su insufi-
ciencia. En concreto señala:

En la lucha contra la discrimina-
ción por razón de sexo, las demo-
cracias occidentales hemos ago-
tado el discurso de los derechos. 
Decir que el discurso de los de-
rechos está agotado no significa 
desconocer su papel en la lucha 
contra la discriminación. Los de-
rechos siguen siendo instrumentos 
indispensables para la decons-
trucción de la discriminación in-
tergrupal. Lo son, en primer lugar, 
en la medida en que permiten eli-
minar manifestaciones individua-
les de la misma. Ello es así aunque 
los derechos no tengan, por sí so-

los, capacidad de redefinir esas 
relaciones. (pág. 29)

A pesar de ser crítica con el discurso de 
derechos, la autora no se refiere a que 
con él se encuentre agotada la lucha 
en el campo jurídico. Muy por el con-
trario, estima que este debe evolucio-
nar hacia la modificación de situacio-
nes reguladas por lo jurídico en todos 
los campos, no como la periferia del 
fenómeno jurídico sino como el con-
tenido central del mismo. Es así que, 
el reconocimiento constitucional de 
provisiones específicas destinadas a la 
construcción de la ciudadanía, los de-
rechos, la representación política y los 
demás asuntos regulados por la Nor-
ma Suprema, implica un primer paso a 
la transformación de un derecho que 
busque erradicar de una vez por todas 
la discriminación contra las mujeres en 
todos los campos; el laboral y de lide-
razgo político inclusive. Así las cosas, es 
necesario analizar el marco constitu-
cional ecuatoriano, a fin de determinar 
si la Carta Suprema vigente es capaz 
de romper con los obstáculos que tie-
nen las mujeres para verdaderamente 
participar en el ámbito político.

Foto: Micaela Ayala V. / Agencia de Noticias ANDES
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Avances Constitucionales que influyen en el ámbito electoral

Al igual que la mayoría de procesos 
constitucionales latinoamericanos, el 
ecuatoriano se ha caracterizado por 
una expansión gradual de su catálo-
go de derechos constitucionales res-
pecto de grupos históricamente discri-
minados como las mujeres, iniciando 
con el sufragio activo y ampliándose 
paulatinamente. Es así que la Consti-
tución de 2008 constituye un hito en la 
inclusión de las mujeres en el universo 
de sujetos plenos de derechos cons-
titucionales iniciado a principios del 
siglo XX. El Constituyente, en un pro-
ceso participativo sin precedentes en 
la historia del Ecuador, elaboró un pro-
ducto, resultado del nacimiento de las 
demandas ciudadanas de hombres 
y mujeres comprometidas con una 
transformación de los paradigmas.  

Sin duda, se ha caminado un trecho 
importante en la senda hacia la con-
secución de la igualdad y la Constitu-
ción de la República de 2008; cierta-
mente, ha dado saltos que pueden ser 
calificados como cualitativos. Entre los 
avances constitucionales que adverti-
mos se pueden resaltar los siguientes:

• Iniciamos con la propia enuncia-
ción constitucional del principio de 
igualdad y prohibición de discrimi-
nación. El artículo 11 de la Norma 
Fundamental lo consagra del si-
guiente modo:

…2. Todas las personas son igua-
les y gozarán de los mismos dere-
chos, deberes y oportunidades.

Nadie podrá ser discriminado por 
razones de etnia, lugar de naci-
miento, edad, sexo, identidad de 
género, identidad cultural, estado 

civil, idioma, religión, ideología, fi-
liación política, pasado judicial, 
condición socio-económica, con-
dición migratoria, orientación se-
xual, estado de salud, portar VIH, 
discapacidad, diferencia física; ni 
por cualquier otra distinción, per-
sonal o colectiva, temporal o per-
manente, que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio 
de los derechos. La ley sancionará 
toda forma de discriminación.

El Estado adoptará medidas de 
acción afirmativa que promuevan 
la igualdad real en favor de los titu-
lares de derechos que se encuen-
tren en situación de desigualdad. 
(Constitución de la República del 
Ecuador, 2008, Art. 11.2)

En una mirada atenta a la formulación 
del principio; concretamente, en el 
segundo inciso del artículo transcrito, 
advertimos que la Norma Fundamen-
tal adopta los elementos provistos por 
la CEDAW para la definición de la dis-
criminación contra las mujeres. Así, a 
la vez que la propia Constitución re-
coge el principio de aplicación direc-
ta e inmediata de las Normas de los 
Instrumentos Internacionales de los 
Derechos Humanos, en el mismo nivel 
jerárquico que las Normas Constitu-
cionales; se cuenta además con un 
instrumento cotidiano más reconoci-
do y utilizado por quienes practican 
el Derecho a diario. 

Otros elementos importantes que 
se desprenden de la norma son las 
dimensiones formal y material de 
la igualdad- el cual es replicado al 
formular la igualdad como principio 
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sustancial autónomamente conside-
rado en el artículo 66, número 4 de 
la Constitución que reconoce entre 
los derechos de libertad “... la igual-
dad formal, igualdad material y no 
discriminación”, así como el recono-
cimiento de acciones afirmativas, las 
cuales son una herramienta potente 
al momento de disminuir las brechas 
que se producen en el ejercicio de 
derechos entre los diversos grupos.

• Transversalmente, se utiliza en la 
Constitución un lenguaje inclusivo, 
que visibiliza la presencia de titula-
res de derechos de ambos sexos. 
Por simple que parezca, este cam-
bio es una primera introducción al 
debate de la sociedad respecto 
del papel de lo femenino en un 
campo de uso tan cotidiano como 
es el lenguaje. Así como se ha se-
ñalado respecto del Derecho, el 
lenguaje tampoco es neutro; y al 
ser el Derecho una forma de dis-
curso del poder, el lenguaje es la 
vía por medio de la cual prescribe 
la forma en que se deben desarro-
llar las relaciones sociales. La defini-
ción de lo masculino como “regla” 
y lo femenino como “excepción” 
o lo masculino como el “género” y 
lo femenino como una “especie”, 
visiblemente  cuando lo masculino 
está ausente constituye la primera 
forma de discriminación, inconmo-
vible en las raíces mismas de la cul-
tura. He ahí la importancia de un 
lenguaje inclusivo que deconstruye 
los códigos por medio de los cuales 
se expresa la sociedad y hace a las 
mujeres visibles en todos los ámbi-
tos, especialmente en el público.

• La situación de mujeres embara-
zadas y en período de lactancia 
es una preocupación capital en 
lo que tiene que ver con la igual-
dad de derechos de las mujeres. 
Esto precisamente porque las con-
diciones sexuales de reproducción 
son uno de los principales factores 
que determinan las diferencias. En 
razón del embarazo muchas muje-
res determinan de manera más o 
menos planificada –y cabe decir, 
de manera más o menos volunta-
ria– su vida personal, académica, 
profesional y familiar. Por ello, el 
embarazo justifica el que el Estado 
realice acciones de carácter prio-
ritario para la protección de sus 
derechos. En tal sentido, la Carta 
Fundamental desarrolla garantías 
específicas para la situación de 
mujeres embarazadas, las que a la 
luz de la Constitución de 1998, úni-
camente estaban mencionadas 
como un “grupo vulnerable”, sin 
definir campos de acción estatal 
para su protección. 

Así, hoy existe una norma suprema 
que resalta la prohibición de discri-
minación, otra que determina la 
gratuidad en servicios de salud ma-
terna, otra que enuncia la protec-
ción y cuidado durante el emba-
razo, parto y postparto y una rela-
cionada con la recuperación y pe-
ríodo de lactancia (Art. 43 CRE). La 
distinción que hace la Carta Consti-
tucional es importante, en tanto no 
se procede al acceso de las muje-
res a la ciudadanía por medio de los 
servicios sociales únicamente sino 
que las prestaciones apoyan a la 
mujer también para su inserción en 
actividades que aumentan su nivel 
de autonomía sin resaltar su supues-
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ta “vulnerabilidad”. Estas disposicio-
nes promueven que la condición de 
madre no sea un impedimento para 
el desarrollo de actividades públicas 
y políticas por parte de las mujeres. 

• Sin duda, las desigualdades no so-
lamente parten desde la diferencia 
sexual. En un contexto tan diverso 
como el que vivimos en el Ecua-
dor, la preocupación no solamente 
debe partir respecto de una dimen-
sión de la igualdad. Tal es el caso de 
los sistemas socio-político-jurídicos 
que conviven en el Ecuador bajo el 
paraguas de la plurinacionalidad. 
La Constitución ecuatoriana preten-
de conciliar los principios de mane-
ra que no se exceda en un desco-
nocimiento de la calidad femenina 
de las mujeres indígenas, afroecua-
torianas o montubias, así como tam-
poco, desconocer su pertenencia a 
un conglomerado unido por lazos 
anteriores a la existencia misma del 
Estado nacional. Es por esto que la 
Constitución prevé un estatus de 
protección especial de los dere-
chos de las mujeres ante prácticas 
jurídicas discriminatorias, sea en el 
sistema jurídico estatal o los diver-
sos sistemas indígenas que conviven 
en el Ecuador. (Arts. 57 y 171 CRE). 
Protección que a su vez promueve 
la participación de mujeres diversas 
en el ámbito político. 

• El Texto Constitucional genera un re-
conocimiento a las libertades sexua-
les y reproductivas, y, las garantías 
positivas y negativas para hacerlas 
efectivas. Si bien la titularidad de los 
derechos sexuales y reproductivos 
es universal -sin duda- la capacidad 
para ejercerlos sin discriminación 
no ha sido la regla respecto de las 
mujeres. (Art. 66.9, 66.10 y 363 CRE). 

Aunque a primera vista, las nor-
mas constitucionales relacionadas 
con el tema parecerían alejadas 
del tema de discusión del presen-
te trabajo, cabría reflexionar que la 
destrucción de la dicotomía públi-
co-privado nos presenta un panora-
ma que no debe pasar por alto. Así 
mismo, la sexualidad humana de-
termina elementos que el Derecho 
construido en el sistema patriarcal 
no ve, por ser construido a imagen 
y semejanza del hombre trabajador. 
Por ende, el valor del reconocimien-
to de los derechos sexuales y repro-
ductivos de las mujeres tiene direc-
ta incidencia en las posibilidades de 
acceso y promoción profesional en 
todo nivel organizativo.

• La regulación constitucional de la 
institución matrimonial incluye una 
mención expresa a que la base de 
la misma debe ser la igualdad de 
derechos, obligaciones y capa-
cidad legal de los contrayentes. 
Avances de este tipo ya se dieron 
bajo el cobijo de la anterior Consti-
tución; sin embargo, cobran mayor 
relevancia, en tanto existen nor-
mas que determinan implicaciones 
concretas de la declaración ante-
riormente descrita (Art. 67 CRE). La 
conciliación entre el ámbito familiar 
y el público sin duda es un elemen-
to indispensable para permitir que 
más mujeres se sientan capaces de 
ser agentes de cambio político.

• Se estatuye la obligación de for-
mular y ejecutar políticas tendien-
tes a lograr la igualdad entre hom-
bres y mujeres; la generación de un 
mecanismo especializado para el 
efecto y la inclusión obligatoria del 
enfoque en todos los instrumentos 
de política pública (Art. 70 CRE).
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• La discriminación en razón del 
sexo y la pobreza son conceptos 
íntimamente relacionados. Por los 
roles de cuidado que la sociedad 
patriarcal impone a las mujeres, 
vedándoles la posibilidad de ac-
ceder a la propiedad y a medios 
para solventar sus necesidades con 
prescindencias de su pareja. Por di-
cha razón, el acceso a las diversas 
formas de propiedad en igualdad 
de condiciones entre mujeres y 
hombres, sea como bienes para el 
disfrute personal, familiar, uso como 
medio de hábitat o vivienda, o en 
tanto constituyen factores de pro-
ducción, es motivo de particular 
atención para la Constitución de la 
República (Arts. 324, 334 y 375 CRE). 
La escasez de recursos económi-
cos sin duda tiene un impacto res-
pecto de la capacidad política de 
las mujeres, tal es así que estudios 
internacionales demuestran que 
las candidatas mujeres disponen 
por lo general de menos recursos 
para sus campañas con relación a 
los candidatos varones, lo cual pro-
fundiza las barreras existentes para 
que estas lleguen a desempeñar 
cargos de elección popular. 

• Semejante atención merece la bús-
queda de la igualdad del acceso al 
empleo y de las diversas condicio-
nes laborales de las mujeres como 
son la formación y promoción labo-
ral y profesional, la remuneración, 
la iniciativa de trabajo autónomo, 
la estabilidad especial para muje-
res embarazadas, entre otras. Es así 
que el enfoque de género se ve 
impregnado en las normas consti-
tucionales relacionadas con el tra-
bajo. Así mismo, está el reconoci-
miento económico del trabajo no 
remunerado dedicado al sustento y 

cuidado de los seres humanos. Esta 
disposición es, sin duda, una nove-
dad de la nueva Constitución, no 
solo en sí misma sino en el contexto 
del régimen económico social y so-
lidario que propugna la Carta Fun-
damental (Arts. 331 y 332 CRE).

• Finalmente, ya en el campo espe-
cífico del presente estudio encon-
tramos los derechos que promue-
ven igualdad de condiciones en los 
espacios de toma de decisiones. 
La garantía de una representación 
paritaria en los espacios de poder 
público en sus diversas manifesta-
ciones, en las diversas funciones del 
Estado y las organizaciones políticas 
creadas para acceder al mismo es 
un tema de recurrente mención en 
la Norma Suprema vigente. Me re-
fiero entre dichas disposiciones a 
aquella que promueve la confor-
mación de la Corte Constitucio-
nal. Así mismo, se debe presentar 
como una norma relevante aque-
lla que manda a incluir a las mu-
jeres en la toma de decisiones de 
las instancias de autoridad comu-
nitaria con potestad jurisdiccional 
dentro de los pueblos y nacionali-
dades indígenas (Arts. 65, 108, 116, 
171, 176, 183, 210, 224 y 434 CRE). 
 

Respecto a los principios de pari-
dad y alternabilidad cabe hacer 
énfasis en su poder como medio 
para invertir la tendencia observa-
da en cuanto a la pirámide organi-
zacional. Si bien el que las mujeres 
accedan a los lugares de poder no 
necesariamente implica un cam-
bio en las prácticas institucionales, 
pues aún así es posible que lo “fe-
menino” quede excluido de dichos 
espacios de liderazgo; sin duda 
existen mayores probabilidades de 
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favorecer desde arriba el cambio 
de prácticas discriminatorias en 
sentido vertical.

El conglomerado de derechos antes 
descrito forma una estructura de pro-
tección hacia las mujeres que facilita su 

participación en la esfera pública. Es im-
portante romper brechas de desigual-
dad que se encuentran impregnadas 
en el ámbito familiar, educativo y labo-
ral si queremos pensar en una sociedad 
donde las mujeres ejerzan su derecho a 
elegir y ser elegidas libremente.

La Corte Constitucional como garante de los
derechos de participación de las mujeres

De acuerdo con el artículo 429 de la 
Constitución de la República del Ecua-
dor (CRE), “[l]a Corte Constitucional es 
el máximo órgano de control, interpreta-
ción constitucional y de administración 
de justicia en esta materia”. En función 
de esta disposición, se constituye en un 
organismo jurisdiccional de cierre res-
pecto de las decisiones jurídico-políticas 
en torno a la definición del contenido y 
las obligaciones públicas y privadas de-
rivadas del reconocimiento de los dere-
chos constitucionales. Es así que, por el 
potencial derivado de sus atribuciones, 
constituye un espacio de poder impor-
tante para catalizar transformaciones 
sociales por medio del Derecho. 

La Constitución de la República, en 
su artículo 432, señala que la Corte 
Constitucional estará compuesta por 
nueve miembros, quienes ejercerán 
sus funciones por un período de nueve 
años y se renovarán por tercios cada 
tres años. Por su parte, el artículo 434 
prescribe que el proceso de selección 
y designación de Juezas y Jueces de la 
Corte estará a cargo de una comisión 
seleccionadora, nombrada por dos 
personas delegadas de las Funciones 
Ejecutiva, Legislativa, y de Transparen-
cia y Control Social y que la selección 
de sus miembros se realizará entre las 
candidaturas presentadas a través de 
un proceso de concurso público, con 

veeduría y posibilidad de impugna-
ción ciudadana. Así también señala 
que en su integración se procurará la 
paridad entre hombres y mujeres.

En aplicación de las normas constitu-
cionales, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucio-
nal, en su Título VII, Capítulo III, Sección 
Segunda, reguló la designación de las 
Juezas y Jueces de la Corte Constitu-
cional. De entre todas las disposiciones 
que regulan dicho proceso, destaca la 
contenida en el artículo 181 constitucio-
nal que prescribe los parámetros según 
los cuales debe efectuarse el concurso 
de méritos y oposición. Los numerales 
pertinentes se detallan a continuación:

1. Se debe garantizar estricta igual-
dad de oportunidades y la prohibi-
ción de discriminar entre los candi-
datos presentados, en el proceso 
de selección.

2. El ejercicio de las obligaciones de 
cuidado será tomado en cuenta 
para la valoración de la experien-
cia profesional.

3. Se procurará garantizar la pari-
dad entre hombres y mujeres, para 
lo cual, de existir dos candidaturas 
en iguales condiciones, se preferirá 
la candidatura de la mujer.
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4. Se evitará la utilización de factores 
de evaluación subjetivos o irrazona-
bles, tales como el lugar de origen, 
preferencias personales, las creencias 
o la opinión política, religiosa o filosó-
fica, el origen familiar, u otros análo-
gos. (Ley Orgánica de Garantías Juris-
diccionales y Control Constitucional)

La configuración normativa del proce-
so de selección y designación de las 
Juezas y Jueces de la Corte Constitu-
cional incluye elementos destinados 
a lograr una composición de la Corte 
que responda a los principios constitu-
cionales relacionados con la elimina-
ción de todo tipo de discriminación.

Tras el proceso de selección, es decir, 
luego de haberse realizado el corres-
pondiente concurso de méritos y opo-
sición con sus respectivas etapas, se 
obtuvo como resultado  -en virtud del 
desempeño de las y los participantes 
y los puntajes obtenidos- la conforma-
ción de la primera Corte Constitucional 
del Ecuador con cuatro Juezas y cinco 
Jueces, siendo su Presidente varón y la 
Vicepresidenta mujer. Actualmente, 
luego de la primera renovación par-
cial del organismo, se puede ver que 
se ha incrementado el número de 
Juezas mujeres, encontrándose ahora 
conformado por cinco Juezas y cua-
tro Jueces, de los cuales el Presidente 
es varón y la Vicepresidenta mujer. De 
lo antes mencionado se evidencia el 
poder político que tiene nuestra Cons-
titución en cuanto al género pues ha 
logrado posicionar a las mujeres  en la 
esfera más alta de interpretación y de-
cisión constitucional de nuestro país. 

Ahora bien, ya que me he referido a su 
conformación, voy a señalar aspectos 
relativos a su labor, retrotrayéndonos al 
momento en el que el entonces Tribunal 

Constitucional, en utilización del princi-
pio de aplicación directa de las normas 
constitucionales, asumió las compe-
tencias y la denominación de “Corte 
Constitucional para el período de tran-
sición”, hasta la actualidad, debido a 
que se han generado diversos cambios 
que han delineado la fisonomía del sis-
tema actual de control de constitucio-
nalidad y el ejercicio de las garantías 
establecidas en la Constitución. 

Es así que, tenemos un primer momen-
to en que la regulación de las com-
petencias de la Corte Constitucional 
para el período de transición estaba 
dada por las Reglas de Procedimiento 
para el Ejercicio de las Competencias 
de la Corte Constitucional para el Pe-
ríodo de Transición. Dichas reglas fue-
ron reemplazadas en aplicación de 
la Primera Disposición Transitoria de la 
Norma Suprema por la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Con-
trol Constitucional, la que en la actua-
lidad rige los procesos constituciona-
les. Un último momento es, como ya 
hemos mencionado anteriormente, 
la actual designación de las Juezas y 
Jueces de la primera Corte Constitu-
cional, el 6 de noviembre del año 2012. 
Identificar estos tres escenarios nos ser-
virá para comprender en la práctica 
el trabajo de la Corte Constitucional, 
los cambios de orden normativo y la 
necesidad de potenciar mecanismos 
de diálogo y demanda social con el 
objeto utilizar las herramientas existen-
tes en el Marco Constitucional para el 
desarrollo del principio de igualdad 
entre hombres y mujeres.

Durante el primer momento, existieron 
dos decisiones de la Corte Constitu-
cional para el período de transición 
respecto de uno de los asuntos medu-
lares del fenómeno de discriminación 
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en razón del sexo: el acceso de las 
mujeres en igualdad de condiciones 
a las dignidades de elección popular 
por medio de los principios de pari-
dad y alternabilidad. Las sentencias 
Nº 002-09-SEP-CC y Nº 005-09-SEP-CC, 
en las que se resolvieron los casos Nº 
0111-09-EP y Nº 0112-09-EP, respecti-
vamente.  Se trata de dos acciones 
extraordinarias de protección presen-
tadas por la representante del Partido 
de Renovación Institucional Acción 
Nacional, respecto de una decisión 
del Tribunal Contencioso Electoral en 
la que se rechazó la impugnación de 
sendas resoluciones de la Junta Pro-
vincial Electoral de Manabí en las que 
se resolvió no proceder a la inscripción 
de las candidaturas por irrespetar los 
principios de paridad y alternabilidad 
entre hombres y mujeres en la elabo-
ración de listas para Concejales Muni-
cipales. El argumento de la accionan-
te se centró en que los principios seña-
lados eran únicamente referenciales 
y no obligatorios, y que la actuación 
de la Junta y el Tribunal mencionados 
constituían una limitación ilegítima al 
derecho de los miembros del partido a 
la participación política. En la senten-
cia Nº 002-09-SEP-CC, la Corte Consti-
tucional para el período de transición 
señaló al respecto lo siguiente:

Si partimos y respetamos el principio 
de fuerza normativa de la Constitu-
ción, es claro que aquellos ciuda-
danos que aspiren a ocupar cargos 
públicos de elección popular de 
carácter pluripersonal (concejales), 
deben conducir dichas aspiracio-
nes a través de un sistema electoral 
(la forma de construir listas es uno 
de sus elementos), que se respete la 

paridad y la alternabilidad.

Los requisitos de la paridad y alterna-
bilidad, como componentes sustan-
ciales del sistema político ecuatoriano 
y no como mera formalidad, se des-
prenden, además, de los procesos his-
tóricos de lucha por la igualación ma-
terial en el ejercicio de los derechos 
políticos entre hombres y mujeres…

Un Estado de derechos como el 
ecuatoriano, debe caracterizarse 
por permitir que, de hecho, las muje-
res puedan acceder en igualdad de 
condiciones a la representación polí-
tica, para lo cual los mandatos consti-
tucionales obligan a que en la elabo-
ración de las listas se respete los prin-
cipios de alternabilidad y paridad.

La Corte para el período de transición, 
incluso, fue más allá, al calificar la pro-
pia actuación del partido –persona ju-
rídica de derecho privado– como un 
acto discriminatorio:

En realidad, es la accionante la que 
recae en discriminación cuando, en la 
elaboración de las listas, no respeta las 
cuotas de género incluidas y ampara-
das en los principios de alternabilidad 
y paridad reconocidos en la Constitu-
ción de la República, siendo el ente 
electoral el que trata de enmendar di-
cha discriminación cuando ordena re-
formar las listas.

Criterios como estos, dictados en aras 
de la protección del Principio de Igual-
dad, en la materia analizada, demues-
tran el poder jurídico de nuestra Cons-
titución para equiparar las relaciones 
entre hombres y mujeres. Debemos 
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recordar que las decisiones en mate-
ria electoral antes mencionadas obe-
decieron a la normativa vigente a la 
fecha, pues con la vigencia de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdicciona-
les y Control Constitucional, se prohíbe 
presentar acciones extraordinarias de 
protección, contra “decisiones del Tri-
bunal Contencioso Electoral durante 
procesos electorales”.   

Sin duda, de la revisión de todas las dis-
posiciones constitucionales que prote-
gen los derechos de las mujeres se pue-
den desprender múltiples escenarios 
en los que dichos derechos pueden ser 
tutelados por la Corte Constitucional, 
para aquello existe una amplia gama 
de garantías en las que la Corte puede 
intervenir para asegurar sus derechos. 
Así por ejemplo, el control constitucio-
nal permite que el organismo impida 
la existencia de disposiciones norma-
tivas contrarias a los derechos de las 
mujeres; y la Acción Extraordinaria de 
Protección que permite a la Corte revi-
sar las decisiones judiciales y sancionar 
las vulneraciones de derechos que en 
ellas se generen. Es decir, la Corte tiene 

un enorme campo de incidencia para 
equiparar la situación en la que se en-
cuentran las mujeres. 

Como vimos, el Marco Constitucional 
está dado y las herramientas para ma-
terializar los derechos existen, lo impor-
tante ahora es que las mujeres se em-
poderen de sus derechos, judicialicen 
sus causas y soliciten que las normas 
que atentan contra ellos sean declara-
das inconstitucionales. La respuesta fa-
vorable y garantista que la Corte brin-
de a sus reclamos, puede lograr que 
quienes a través de un acto normativo, 
una sentencia o incluso un acto admi-
nistrativo de carácter general atenta-
ran contra sus derechos, se replanteen 
el valor de los mismos. Esta, bajo mi 
punto de vista, es una de las formas en 
las que la Corte Constitucional puede 
aportar en la consolidación de la igual-
dad de la mujer; si bien, no podemos 
ni debemos obligar a los ciudadanos 
a votar por las candidatas mujeres, el 
Estado desde sus diferentes funciones 
puede promover una cultura de respe-
to e igualdad  que más adelante pue-
da verse reflejada en las urnas.
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Antes del siglo XX las mujeres en 
el Ecuador eran consideradas  
incapaces de elegir y ser ele-

gidas, el primer voto de la mujer se 
realiza en el año 1924, siendo Matilde 
Hidalgo, mujer lojana, que se acercó 
a las urnas, quien lo realizó, ya que la 
Constitución vigente no prohibía ex-
presamente el voto de la mujer; con-
virtiéndose así en la primera mujer en 
Latinoamérica en sufragar. 

Su espíritu valeroso se refleja en su poema:

El deber de la mujer es una suerte de 
decálogo para incitar a la rebeldía

“No contentarse tan sólo 
con el rosario en la mano 
y el breviario del cristiano 

querer la vida pasar...

Es preciso al pensamiento 
remontarlo a las regiones 

donde se hallan instrucciones 
que la ciencia suele dar...

Es preciso abrirse paso 
entre envidia y mezquindades 

y burlando tempestades 
dedicarse ya a estudiar”.

Este hecho dio paso a que se conce-
diera el voto optativo a las mujeres en 
la Constitución de 1929 (Alvear Valen-
zuela, 2007), aunque no tenían el reco-
nocimiento de ciudadanas, su presen-
cia cívica en las urnas, fue un impulso 
hacia futuras reivindicaciones.

En 1945 Nela Martínez Espinosa, fue 
la primera mujer que ascendió a una 
diputación en el país y la primera en 
ser electa miembro del Comité Ejecu-
tivo de un partido, el Comunista del 
Ecuador. Es quizá una de las feministas 
más activas en la política del país, en 
las décadas de los 30 a los 60; entre 
sus acciones destacaron: el manifies-
to “Carta de las Mujeres del Ecuador” 

presentado en 1946, contra la dic-
tadura y sus represalias en contra de 
las maestras, y su representación a la 
Alianza Femenina Ecuatoriana en el 
Congreso Internacional Latinoameri-
cano (Pérez Pimentel).

Esta presencia política de la mujer en 
Ecuador, coincide a nivel internacional, 
con las acciones que en ese contexto 
se dieron: la suscripción en 1948 de la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, y en 1952 el Convenio sobre 
los Derechos Políticos de la Mujer. Al ser 
de difícil acceso, esta información lle-
gó a pocas mujeres, quizá por esta ra-
zón el empoderamiento y ejercicio de 
éstos derechos fue muy lento. 

En la década de los 70 se registran a ni-
vel internacional importantes reivindica-
ciones, impulsadas a partir de la Primera 
Conferencia Mundial sobre la Mujer que 
se realizó en México en 1975, en la que 
se postula el primer Plan de Acción Mun-
dial, que tenía como una de sus metas 
lograr la equidad de género en la par-
ticipación política. El plazo del Plan fue 
de 10 años, dando paso a la proclama-
ción del Decenio de las Naciones Uni-
das para la Mujer (1975/1985). Este hito 
propició que 1975 se defina como el 
Año Internacional de la Mujer, visibilizan-
do su lucha y trabajo por integrarse a la 
sociedad, al escenario público.  

Este escenario mundial influye en 
Ecuador; en 1978 Cecilia Calderón fue 
la primera mujer ecuatoriana en dirigir 
un partido político, el Frente Radical 
Alfarista (FRA) (Santos).  

En 1979 la Organización de las Nacio-
nes Unidas (ONU) adopta la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra la Mu-
jer, paralelamente en Ecuador, en este 
año se registra por primera vez una mu-
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jer designada al Gabinete Ministerial 
(Publicaciones FLACSO Ecuador), en la 
Cartera de Bienestar Social; sin embar-
go, no fue sino hasta el año 1992 que 
nuevamente fue posicionada una mi-
nistra mujer, y en el mismo ministerio.

En la década de los 80, quizá como 
consecuencia del regreso a la demo-
cracia, surge en el país, por primera vez 
un movimiento social de mujeres, ade-
más de múltiples grupos y organizacio-
nes feministas que  incidieron a través 
de demandas, propuestas y debate 
público enfocado en  problemáticas 
específicas de la mujer en el discurso 
político. Efecto de esta mayor presen-
cia es quizá, que en 1984, fueron par-
te del Congreso Nacional tres mujeres, 
pero en 1986, Cecilia Calderón Prieto, 
era la única mujer diputada entre 80 
dignidades; quien debió en varias oca-
siones reclamar para que se le conce-
diera la palabra, además de enfrentar 
otras molestias como el que no hubie-
sen baños para mujeres sino solo para 
hombres. Cecilia Calderón dice: “estos 
reclamos provocaron que don Assad 
Bucaram, me pusiera de apodo La Chi-
lindrina, para burlarse de mí, lo que es-
tuvo en el imaginario de los diputados 
hombres que estaban allí”.

En 1988 destacan dos sucesos: se da 
por primera vez la elección de una 
mujer para ocupar una alcaldía mu-
nicipal en el país (Valdés Echenique & 
Gomariz Moraga, 1992) y se crea un 
Programa Básico de la Mujer presenta-
do al gobierno elegido en dicha opor-
tunidad e incorporado en programas 
y políticas públicas, particularmente a 
través de la Dirección Nacional de la 
Mujer (DINAMU).

En los años 90 se elige por primera vez 
una mujer para Prefecta en el Ecua-
dor, esto se dio específicamente en 

1992 en la provincia de Tungurahua, 
año en el que también se designó por 
primera vez una mujer como Gober-
nadora, siendo la provincia de Bolívar 
en tener a la primera mujer ocupando 
este cargo. En 1996, Alexandra Vela 
fue la vicepresidenta del Congreso 
Nacional.

En 1997 Rosalía Arteaga fue la primera 
vicepresidenta mujer, y luego de la caí-
da del Presidente de la República, Ab-
dalá Bucaram, asume la presidencia 
del Ecuador; sin embargo, sus funcio-
nes como Presidenta del Ecuador du-
raron 5 días (del 7 al 11 de febrero); fue 
descalificada por el Congreso Nacio-
nal, el mismo que posesionó a Fabián 
Alarcón, quien en ese momento era 
presidente del Congreso, como Presi-
dente de la República. Más adelante, 
Rosalía Arteaga afirmaría creer que se 
ha avanzado en la participación polí-
tica de la mujer, siendo ella la primera 
ministra de educación mujer, en haber 
llegado a la segunda magistratura del 
país y la primera también en ser presi-
denta; sin embargo, estaba conven-
cida que lo que ocurrió en febrero de 
1997, evidentemente fue una muestra 
de machismo (Coello, La Conquista de 
las Mujeres es a Medias, 2003).

El movimiento de mujeres del país lo-
gró que en 1997 se reformara la Ley de 
Elecciones, que estableció la obligato-
riedad del 30% de inclusión de ellas en 
las listas de elección popular. Lo que se 
plasmó también en la Constitución de 
1998, que estableció dentro de las ga-
rantías la participación equitativa de 
mujeres y hombres como candidatos 
en los procesos de elección popular, 
en las instancias de dirección y deci-
sión en el ámbito público, en la admi-
nistración de justicia, en los organismos 
de control y en los partidos políticos. 
De igual forma, se estableció en las 
disposiciones transitorias un porcen-
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taje mínimo para la participación de 
las mujeres en las listas de elecciones 
pluripersonales el 20%. Sin embargo, 
estas disposiciones constitucionales se 
incumplieron por parte de los partidos 
políticos y el Tribunal Supremo Electo-
ral; no se cumplieron los principios de 
alternabilidad y secuencia, por lo que 
fue considerada una conquista a me-
dias (Coello, 2003). 

Esto se argumenta viendo las cifras de 
diputadas electas entre 1979 y 2002 en 
las que se registran únicamente 24 mu-
jeres en estos cargos (La Hora).

En el año 2000 Susana González fue 
elegida por mayoría parlamentaria 
como presidenta del Congreso Nacio-
nal, sin el apoyo de su propio partido, 
el Partido Social Cristiano (PSC). De 
acuerdo con una publicación del dia-
rio El Comercio “Luego de una reunión 
de todos los bloques, a excepción del 
socialcristiano, se resolvió elegir a Susa-
na González presidenta del Congreso. 
Hubo forcejeos y las mujeres durmie-
ron en el suelo para cuidar el cargo” 
(El Comercio). González ocupo esta 
dignidad 22 días, renunció al cargo, 
según sus palabras “para mantener la 
paz” (El Comercio). Su decisión llegó 
después que el Tribunal Constitucio-
nal declarara que su elección había 
sido ilegal, fallo que González rechazó 
(EFE, 2000).

Sobre este acontecimiento, la exdipu-
tada Anunziatta Valdez, quien perte-
necía al movimiento de mujeres, afir-
mó que: “cuando se está en política 
no es fácil lograr tener una posición 
independiente y consecuente con los 
principios que se tiene, porque muchas 
veces hay que ajustarse a las directri-
ces partidistas. A Susana la sacaron 
porque se desafilió del PSC, pero luego 
Hugo Quevedo hizo lo mismo y obtuvo 

la presidencia del Congreso. A Rosalía 
no la dejaron ejercer la presidencia, 
pero con Gustavo Noboa sí respetaron 
la sucesión presidencial” (Coello, 2003).

También en el año 2000, Nina Pacari 
sería la primera mujer indígena en ser 
designada Vicepresidenta del Con-
greso Nacional del Ecuador. A lo que 
ella señaló que: “El hecho de haber 
sido nombrada vicepresidenta del 
parlamento ecuatoriano movió el piso 
de mucha gente, porque no estamos 
acostumbrados a ver a una indígena 
en la dirección de un poder tan impor-
tante” (Lucas, 2000).

Luego de esto, en el 2003 Ecuador 
contó con cuatro ministras: Nina Paca-
ri en Relaciones Exteriores, Rosa María 
Torres en Educación, Doris Solís en Turis-
mo e Ivonne Baki en Comercio Exterior. 

En ese mismo año, la Ley de Cuotas 
trajo sus frutos ya que el Congreso 
Nacional, conformado por 100 con-
gresistas, contó con 17 diputadas, pu-
diendo haber sido 18, ya que Jenny 
Morán, esposa de Luis Almeida, dejó 
que él actuara por ella al ser su alter-
no. Sin embargo, aunque se poten-
ciaba la presencia de las mujeres, la 
calidad de su representación era du-
ramente cuestionada por los medios 
de comunicación y la opinión públi-
ca en general. Con relación a esto, la 
diputada Anunziatta Valdez manifes-
tó: “no siempre por ser mujer se tiene 
conciencia de género y cuando se 
actúa así, eso significa estar sujeta a 
críticas, sátiras, retaliaciones, y algu-
nas quieren evitarse eso”.

En el año 2006, 26 mujeres fueron elec-
tas diputadas del Congreso Nacional. 
En el mismo año el Gabinete Ministe-
rial estuvo conformado por ocho mu-
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jeres y 11 hombres. En el 2007 en la 
conformación de la Asamblea Cons-
tituyente; de 130 asambleístas, 43 mu-
jeres fueron electas.

En el año 2008 se proclama una nueva 
Constitución, la misma que establece 
en el  Art. 65: 

El Estado promoverá la representa-
ción paritaria de mujeres y hombres 
en los cargos de nominación o desig-
nación de la función pública, en sus 
instancias de dirección y decisión, y 
en los partidos y movimientos políti-
cos. En las candidaturas a las elec-
ciones pluripersonales se respetará su 
participación alternada y secuencial. 

El Estado adoptará medidas de 
acción afirmativa para garantizar 
la participación de los sectores dis-
criminados.

Por su parte, el Art. 108 establece que:

Los partidos y movimientos políticos 
son organizaciones públicas no es-
tatales, que constituyen expresiones 
de la pluralidad política del pueblo 
y sustentarán concepciones filosófi-
cas, políticas, ideológicas, incluyen-
tes y no discriminatorias. 

Su organización, estructura y fun-
cionamiento será democráticos y 
garantizarán la alternabilidad, ren-
dición de cuentas y conformación 
paritaria entre mujeres y hombres en 
sus directivas. Seleccionarán a sus 
directivas y candidaturas mediante 
procesos electorales internos o elec-
ciones primarias.

Art. 116: Para las elecciones pluriper-
sonales, la ley establecerá un siste-
ma electoral conforme a los princi-

Foto: Micaela Ayala V. / Agencia de Noticias ANDES
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pios de proporcionalidad, igualdad 
del voto, equidad, paridad y alter-
nabilidad entre mujeres y hombres; 
y determinará las circunscripciones 
electorales dentro y fuera del país.

A partir del 2008 y de conformidad con 
los artículos 179, 210, 224, 434, se apli-
có el principio de paridad (integración 
igualitaria y equitativa hombre-mujer) 
en la integración del Consejo de la 
Judicatura, Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, Consejo 
Nacional Electoral, Tribunal Conten-
cioso Electoral, Corte Constitucional.

Por su parte, el Plan Nacional del Buen 
Vivir 2013-2017, establece en sus obje-
tivos y metas:

Promover la participación elec-
toral y la consolidación de un sis-
tema democrático de partidos. 
(…) Fortalecer y democratizar los 
partidos políticos resaltando la 
participación y la organización 
de mujeres, grupos de atención 
prioritaria, pueblos y nacionalida-
des; (…) Incentivar procesos de 
formación y capacitación para 
integrantes de los partidos polí-
ticos en temáticas relacionadas 
con el bien común, la democra-
cia, la administración pública, el 
diálogo, el respeto y los principios 
de igualdad, amparadas en la 
Constitución. (Gobierno Nacional 
de la República del Ecuador)

Desde abril de 2013 la presidencia y, 
la primera y segunda vicepresidencia 
de la Asamblea Nacional del Ecuador 
son ejercidas por tres mujeres, Gabrie-
la Rivadeneira, Rosana Alvarado y 
Marcela Aguiñaga, respectivamente. 
De 15 asambleístas nacionales, siete 
son mujeres y ocho son hombres; de 

116 asambleístas provinciales electos, 
43 son mujeres y 73 hombres, y de seis 
asambleístas del exterior: tres son mu-
jeres y tres son hombres. De los cinco 
parlamentarios andinos, dos son mu-
jeres y tres son hombres (Consejo Na-
cional Electoral, 2014).

Sin embargo de estos avances en la 
Constitución, leyes y planes nacionales; 
en las Elecciones 2014, de 221 Alcal-
días, solamente 16 mujeres resultaron 
electas; de igual forma, de 23 provin-
cias, solo dos eligieron prefectas muje-
res. Apenas el 13,8% de candidatas a 
prefectas fueron mujeres y el 12.2% de 
candidatas a alcaldesas, esto en con-
traste a las candidatas a concejalías ru-
rales, urbanas y vocalías de juntas pa-
rroquiales, que superan el 40% de mu-
jeres. Este indicador se dispara cuando 
observamos que el 82% de candidatas 
a las viceprefecturas son mujeres. Entre 
el 2009 y 2014, el porcentaje general de 
candidatas mujeres no cambió, siguió 
siendo el 42%. Pero del total de autori-
dades principales electas solo el 25,7% 
corresponde a mujeres (Consejo Na-
cional Electoral, 2014).

Estos resultados nos llevan a pensar 
que si bien las mujeres han sido reco-
nocidas como capaces ante la ley, 
ante las organizaciones políticas y las 
sociedades de las localidades, no lo 
son. En efecto, si observamos que en 
el porcentaje de mujeres electoras, en 
ocasiones  supera al de los hombres, 
concluiríamos que las mismas mujeres 
no consideran a las candidatas muje-
res para su representación, para asu-
mir una alcaldía o prefectura. Es así 
que estos cargos tradicionalmente son 
considerados de ejercicio masculino y 
las mujeres para lo social y cultural.

LA HISTORIA POLÍTICA DE LAS MUJERES EN EL ECUADOR
Ab. Doris Gallardo
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En su trayectoria, las mujeres políticas 
del Ecuador han debido enfrentar fuer-
tes cuestionamientos para ser candida-
tas, elegidas o respetadas en sus dig-
nidades. El rol político está aun fuerte-
mente asociado al hombre, las mujeres 
deben demostrar excesiva capacidad 
para estar en el mismo nivel, al que la 
capacidad se le otorga quizá más por 
costumbre que por otra facultad.

Una dificultad que desde un inicio en-
frentan las mujeres que emprenden en 
la política, es la resistencia en el hogar 
que proviene en la mayoría de los ca-
sos de sus parejas. La posibilidad de 
que las mujeres sean quienes dirijan po-
líticamente es vista como amenaza, ini-
ciando desde sus  parejas, familia, ami-
gos y su entorno más cercano; reciben 
fuertes cuestionamientos respecto al 
anteponer la vida política sobre la vida 
familiar, asociada esta percepción al 
rol tradicional asignado a las mujeres 
respecto del cuidado de las hijas, hijos 
y otras personas en el hogar.

En la actualidad, en los procesos elec-
torales es frecuente escuchar princi-
palmente en las candidaturas seccio-
nales:  

“Las mujeres políticas se deben de-
dicar sobre todo a la acción social, 
en el tema político organizar la rama 
femenina;

Son sensibles a las necesidades de 
grupos de atención prioritaria, debe-
rían dedicarse a ese tema;

Cuando llegan al poder se pierden y 
no saben qué hacer, no deben ocu-
par cargos importantes;

Pobre marido y pobres hijos, qué pa-
sará con ese hogar;

Cuando sepan en qué se metieron 
ya será demasiado tarde;

El mundo de la política es demasia-
do fuerte, es cosa de hombres”. (Or-
ganización de las Naciones Unidas & 
Consejo de Participación Ciudada-
na y Control Social , 2016).

Antes de resultar electas, las mujeres 
se ven forzadas a diseñar estrategias 
de defensa, frente a la cultura política 
que tiende a desdibujarlas como titu-
lares de derechos políticos; muchas de 
ellas son desmotivadas aún antes de 
aceptar la candidatura, otras inician 
sus períodos con el mundo en contra. 
Resultan muy familiares las historias de 
divorcios, separaciones familiares y jui-
cios de tenencia como efecto de los 
resultados positivos de elección de 
candidatas mujeres.

Por otro lado, en el desempeño de 
sus funciones deben proyectar “perfil 
bajo” en múltiples dimensiones: frente 
al partido, a la sociedad, a otras mu-
jeres, etc.; esto genera dificultad para 
impulsar políticas públicas desde la 
perspectiva de género.

Otro dilema es la gran heterogeneidad 
geográfica, étnica y social que confie-
re al país con características particula-
res que plantean desafíos en cuanto 
al avance y alcance efectivo de las 
políticas y servicios públicos para las 
ecuatorianas, tanto en la Sierra como 
en la Costa y la Amazonía. Esto dificul-
ta aún más la participación política de 
las mujeres y su respuesta por parte de 
sus pares que ostentan el poder.

En este contexto, es inminente la ne-
cesidad de desarrollar estrategias que 
promuevan una profunda transforma-
ción cultural capaz de romper las ba-
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rreras que actualmente impiden a la 
mujer ecuatoriana gozar de igualdad 
y equidad con relación al ejercicio de 
sus derechos y libertades políticas.

Transformaciones como las logradas 
en los países nórdicos, principalmente 
Finlandia y Noruega, son dignas de imi-
tar. No los consideramos procesos sen-
cillos, de hecho iniciaron mucho antes 
que nosotros y les ha llevado tiempo 
lograr sus resultados; sin embargo, el 
solo hecho de saber que esto es posi-
ble nos debe impulsar tanto a mujeres 
como hombres políticos a proponer y 
gestionar el cambio, el tan anhelado 
cambio de época.

Uno de los roles del Consejo de Partici-
pación Ciudadana es formar a la ciu-
dadanía en valores y derechos huma-
nos, contribuyendo al ejercicio de los 
derechos de participación. Actualmen-
te, la transversalización del enfoque de 
género es una de sus estrategias más 
fuertes. Esta estrategia pretende gene-
rar una gran convergencia de esfuerzos 
desde todos los sectores del Estado y la 
sociedad para lograr la erradicación 
de los actuales patrones culturales, pro-
moviendo aquellos que permitan la jus-
ta ubicación de la mujer en igualdad 
de condiciones frente al hombre, en la 
vida política y social del país. 
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RESUMEN:

En Ecuador académicamente y políticamente se ha debatido poco sobre el financiamiento de 
las organizaciones políticas y las campañas electorales. Este tema ha sido utilizado únicamente 
para deslegitimar a los actores políticos o ha tomado importancia en determinados casos que 
han generado conmoción pública al encontrarse casos dramáticos que riñen a la ética, el con-
flicto de intereses o el pago de favores y el accionar de políticos con determinados grupos o 
sectores de poder. 

El presente ensayo pretende evidenciar la relevancia de esta temática ya que esta realidad ha 
limitado el ejercicio de Democracia en el país y cómo la legislación ecuatoriana, especialmente 
desde la aprobación de la Constitución del 2008, ha abordado esta problemática bajo los pará-
metros de la democratización y fiscalización de los recursos. Se tratarán temas de subvenciones 
públicas y donaciones del sector privado a favor de los movimientos y partidos políticos, la finan-
ciación referente a las campañas electorales, del rol y la importancia de los sujetos políticos en 
nuestra Democracia. Finalmente, comentaré el papel que juegan los medios de comunicación 
en este contexto.

PALABRAS CLAVES:

Constitución de la República/Código de la Democracia/financiación/Gasto Electoral/Organi-
zaciones Políticas/sujetos políticos/Subvenciones Estatales/publicidad/medios de comunicación.

ABSTRACT:

In Ecuador academically and politically, it has been discussions about financing political 
organizations and election campaigns. This issue has been used only to delegitimize political 
actors or has become important in certain cases that  generated public outcry, finding dramatic 
cases scold ethics, conflict of interest or paying favors and actions of  certain politicians groups or 
sectors of power.
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This paper aims to show the relevance of this subject, because this reality has limited the exercise 
of democracy in the country. Since Ecuadorian law, especially the adoption of 2008 Constitution, 
has addressed this issue under two parameters: democratization and control of resources.

In this essay, topics of public subsidies and private donations for political parties and movements 
were addressed, as well as  election campaigns financing and the role and importance of political 
subjects in our democracy. Finally, I will discuss the role of the media in this context.

KEY WORDS:

Constitutión/ Democracy  Code/ financing/ Electoral expenses/ Political Organizations/ political 
subjects/ state grants / publicity/ media.

1.  Introducción

A pesar de ser un tema que de-
bería generar una profunda dis-
cusión académica y política en 

amplios sectores del país, la financia-
ción de las organizaciones políticas y 
las campañas electorales no han en-
contrado el eco suficiente para cimen-
tarse en estudios permanentes y soste-
nidos de mediano y largo plazo en el 
Ecuador. Generalmente, esta escena 
del accionar partidista y la competen-
cia política, solo sale a la luz en época 
de elecciones y es instrumentalizado 
como mecanismo de acusación per-
sonal y grupal entre candidatos opo-
sitores. Se convierte  en una simple he-
rramienta de deslegitimación del otro; 
es decir, interesa únicamente ganar 
electoralmente sin importar la deslegi-
timación a la que puede conducir el 
discurso político mal implementado-y 
lo de fondo- que debería ser la bús-
queda de la transparencia queda des-
cartado. Nada más simple que eso. 

A esto sumemos que pasaron muchos 
años para construir un marco jurídico 
integral y codificado de la legislación 
nacional en materia electoral. Profun-
do error en el que se sumergieron los 
distintos actores políticos que gober-
naron el Ecuador, fundamentalmente 
aquellos que cumplían el papel de 
parlamentarios, pues nunca existió la 

suficiente voluntad política e institucio-
nal para implementar una auténtica 
reforma constitucional y legal que re-
gule de mejor manera este campo de 
la política y el Derecho. 

Los medios de comunicación tampo-
co escapan de esta realidad. Quienes 
han dirigido los programas de opinión 
y los noticieros e informativos del país, 
poca importancia le han brindado a 
este tema, ubicándolo dentro de su 
agenda periodística una vez que ha es-
tallado el escandaloso escenario de la 
corrupción o del financiamiento irregu-
lar de las organizaciones políticas y de 
sus campañas. Sin duda, en lo referente 
a investigación previa y periodística los 
medios quedan debiendo y largo.

Por los antecedentes expuestos, el 
presente ensayo pretende inyectarle 
singular relevancia al financiamiento 
de las organizaciones políticas y de sus 
campañas electorales en el Ecuador 
dentro de un contexto articulado bajo 
los parámetros de la democratización 
y fiscalización de los recursos públicos 
y privados que han sido utilizados por 
los movimientos y partidos políticos, 
tanto para su mantenimiento, organi-
zación y perdurabilidad en el tiempo, 
así como para la sustentación finan-
ciera de los distintos comicios que han 
tenido que afrontar.

“EL FINANCIAMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES POLÍTICAS Y LAS CAMPAÑAS 
ELECTORALES: REGULACIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES EN EL ECUADOR”

Ing. Soledad Buendía
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2.  Breves antecedentes y contexto general

Formulando una rápida retrospectiva 
encontraremos que en el Ecuador, una 
vez instaurado el régimen democráti-
co en el año 1979, se trató –en cierta 
medida- de controlar y vigilar el com-
portamiento ético de las organizacio-
nes partidistas a través de una primera 
iniciativa legal que para la época rigió 
las elecciones presidenciales y de otras 
dignidades de representación popu-
lar1. Sin embargo, esto no fue suficiente 
para que los representantes y líderes de 
las diversas fuerzas existentes lleguen a 
procesar adecuadamente un espacio 
de respeto bidireccional y conjunto a 
la legislación vigente, evitando la con-
solidación de acuerdos circunscritos a 
la ética – política, evadiendo el com-
promiso de administrar sus recursos 
económicos dentro de las actividades 
partidistas y campañas electorales de 
manera honesta y transparente ante 
los ojos de la opinión pública.

Esta fue una de las causas que moti-
varon progresivamente el desconten-
to popular hacia los partidos políticos 
tradicionales. Inclusive la necesidad 
de contar con estructuras orgánicas, 
funcionales, democráticas, pluralistas y 
diversas que actúen como medios de 
transporte para trasladar las exigencias 
desde la ciudadanía al Estado2 han ido 
desapareciendo del imaginario social 
derivando en una crisis permanente 
del sistema de partidos y que durante 

el período 1979 - 2007 parecía no en-
contrar una solución ideal al conflicto.

No olvidemos que el financiamiento 
público y privado de los partidos polí-
ticos y de las campañas electorales en 
el país han sufrido duros golpes duran-
te el tiempo, envueltos en escándalos 
de corrupción donde se ha demostra-
do en más de una oportunidad que los 
dineros vinculados a las clases políticas 
ecuatorianas mantenían de por medio 
un interés poco sincero y generoso por 
parte del contribuyente, quien desem-
peñaba el rol de empresario - financis-
ta, y no de militante político, pues espe-
raba a cambio de su donación la res-
pectiva maximización de la “inversión” 
a través de negocios con las institucio-
nes estatales o prerrogativas legislativas 
que de una u otra manera le pudieran 
favorecer en el futuro. 

Adicionalmente, el Ecuador ha care-
cido de espacios de debate ideoló-
gico, tarea fundamental para la cual 
estaban llamados a trabajar los parti-
dos políticos. Al contrario de cumplir 
con este rol se transformaron en par-
celas de poder donde disputaban in-
ternamente las prebendas hegemó-
nicas de algunos dirigentes; promo-
viendo el centralismo democrático en 
la toma de decisiones, alejando a la 
masa social de la participación políti-
ca activa, obstruyendo la generación 

1  Las actuales características del sistema político ecuatoriano nacen en 1979 con el retorno a la democracia del país tras casi una década de dictadura militar 
y la puesta en vigencia de una nueva Constitución, la décima octava en la historia del país. Esta se vio acompañada de una Ley de Partidos Políticos, una Ley de 
Elecciones y una Ley de Control del Gasto Electoral que buscaban el establecimiento de un sistema de agrupaciones políticas modernas, ideológicamente coherentes, 
institucionalmente sólidas  con rendición de cuentas claras ante la sociedad. Sin embargo, el modelo puesto en práctica no produjo los resultados esperados. Lejos de 
consolidarse como un sistema pluralista moderado, el Ecuador se ha caracterizado a lo largo de los últimos 25 años por ser un sistema pluralista polarizado donde las 
distancias ideológicas son marcadas y dificultan la construcción de acuerdos entre partidos(Rowland). 

2  Los partidos son los mediadores por excelencia entre el gobierno y los ciudadanos pues en ellos descansa la doble función de canalizar y expresar los intereses 
de los gobernados frente a los gobernantes. Siendo una especie de eslabón de representación entre el gobierno y los ciudadanos, los partidos políticos reflejan las 
diversas aspiraciones de una sociedad heterogénea, pero también modelan la estructura social, económica y cultural de un país, a través de las políticas de gobierno 
que aprueban. Justamente es en las democracias consolidadas, donde a través de los partidos políticos,  los ciudadanos pueden competir por el poder y acceder a él 
de manera legítima. Una vez en el gobierno, es necesario que los individuos electos cuenten nuevamente con el apoyo de un partido o una coalición de partidos para 
llevar a cabo una agenda de determinadas políticas de gobierno. En un contexto democrático de división de poderes, los individuos en el gobierno difícilmente podrían 
instrumentar políticas según su propia voluntad (Mejía, 2002, pág. 289).
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de nuevos cuadros y desestabilizando 
con sus actuaciones la Democracia 
Interna del Estado.

Para corregir los errores históricos y a 
pesar que desde el retorno a la vida 
democrática se han impulsado va-
rios cuerpos legales que en su debi-
da oportunidad entraron en vigencia 
dentro de la normativa ecuatoriana, 
es precisamente en el año 2009 cuan-
do se aprobó desde la Legislatura una 
codificación de normas jurídicas que 
abarcan diversos ámbitos del Sistema 
de Partidos Ecuatoriano, contenidas de 
manera dispersa en textos como la Ley 
de Elecciones, Ley de Partidos Políticos, 
Ley de Control del Gasto Electoral, etc.

Todo esto se procesó en lo que hoy 
denominamos como la Ley Orgánica 
Electoral y de Organizaciones Políticas 
de la República del Ecuador– Código 
de la Democracia, donde además de 
los temas señalados anteriormente, 
se prevé el nuevo diseño institucional 
de los organismos colegiados encar-
gados de ejecutar los procesos elec-
torales en el Ecuador, así como aque-
llos que tienen potestad jurisdiccional 
para sancionar y castigar a los sujetos 
políticos por el incumplimiento de las 
normas constitucionales y legales. 

La legislación vigente no solo obe-
dece a una necesidad histórica por 
tratar de cambiar la realidad del fi-
nanciamiento público y privado de 
los partidos sino también por una obli-
gatoriedad desarrollada en la Carta 
Constitucional Ecuatoriana aproba-
da en el año 2008.

Justamente aquí empieza el rediseño 
y recomposición del sistema, estable-
ciéndose los parámetros generales 
sobre la importancia, rol y objetivo 
fundamental que deben perseguir las 
agrupaciones políticas dentro del es-
pacio público y las regulaciones inhe-
rentes a su financiamiento y gasto de 
recursos económicos.

A continuación, formularé un análisis 
que se encuentre delimitado respec-
to de las disposiciones constituciona-
les y legales vigentes que norman las 
subvenciones públicas y donaciones 
del sector privado a favor de los movi-
mientos y partidos políticos en el Ecua-
dor. Posteriormente, abordaré el tema 
de la financiación referente a las cam-
pañas electorales.

Creo importante dejar constancia que 
mi punto de vista no pretende consti-
tuirse en una verdad absoluta de valo-
ración científica, sino por el contrario, 
ser un modesto aporte que me permita 
en mi calidad de legisladora y funda-
mentalmente como ciudadana, ge-
nerar discusión sobre la trascendencia 
de transparentar los recursos pertene-
cientes a las organizaciones políticas 
y construir conciencia ética de que 
es imperioso para la sostenibilidad de 
un régimen democrático en el Ecua-
dor contar con partidos y movimientos 
bien organizados, definidos programá-
ticamente, con idearios e ideología es-
tablecida y con capacidad de agluti-
namiento de amplios sectores sociales 
y no únicamente reductos oligárquicos 
de disputa de poder interno3.

3   No hay que perder de vista la convergencia entre ética y política. A menudo los sistemas de financiamiento político parecen estar primariamente basados en una 
cierta debilidad ética que se pretende sustituir con aparatos burocráticos o intervención estatal. Se parte del supuesto que si no establecen subvenciones, los partidos 
caerán a merced de la corrupción y el delito. Mientras ello tenga un alto grado de probabilidad será muy poco lo que se pueda lograr porque cualquier sistema estará 
minando en su base, que es el talante ético de los individuos que lo componen. Este talante ético tiene diversos ingredientes: uno de ellos es la integridad moral y otro 
una disposición de servicio y de rendición de cuentas (Njaim).
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4   Mientras no haya respuestas satisfactorias a la demanda ciudadana de fiscalizar más enérgicamente a los partidos y las campañas, y los escándalos post-electorales 
continúen vinculándose con los gastos excesivos de los partidos y con su recurrencia sistemática a fuentes de financiamiento ilícitas, la solidez y viabilidad de nuestras 
instituciones electorales seguirán poniéndose en entredicho y el desprestigio de los partidos continuará exacerbándose(Guerrero Gutiérrez). 

3.  El financiamiento de las Organizaciones Políticas y las campañas electorales 
en la Constitución de la República

A efectos de nuestro estudio es impor-
tante señalar lo que respecto a las Or-
ganizaciones Políticas expresa el artículo 
108 de la Constitución de la República:

Los partidos y movimientos políticos 
organizaciones públicas no estata-
les, que constituyen expresiones de 
la pluralidad política del pueblo y 
sustentarán concepciones filosófi-
cas, políticas, ideológicas, incluyen-
tes y no discriminatorias. 

Su organización, estructura y fun-
cionamiento será democráticos y 
garantizarán la alternabilidad, ren-
dición de cuentas4 y conformación 
paritaria entre mujeres y hombres en 
sus directivas. Seleccionarán a sus 
directivas y candidaturas mediante 
procesos electorales internos o elec-
ciones primarias.

Como se observa la primera aprecia-
ción en la que el constituyente se con-
centró para desarrollar esta norma, se 
relaciona con la categorización de los 
partidos políticos como organizacio-
nes públicas, pero no estatales. Las ra-
zones para asumir esta determinación 
se sustentan en el razonamiento de 
las agrupaciones políticas que deben 
ser entes independientes y autónomos 
de las actividades estatales, pues su 
existencia misma parte del principio 
de asociatividad con la colectividad, 
es decir, con la sociedad civil. Deben 
pretender arraigarse paulatinamente 
en el conocimiento y aceptación po-
pular, promover sus planes y progra-
mas de gobierno, evitar su burocrati-
zación y no utilizar maquinaria ni recur-
sos estatales para el cumplimiento de 

sus fines.

De irrespetarse este enunciado esta-
ríamos asistiendo a la estatalización 
de la política, lo cual obviamente di-
fiere de los elementos necesarios que 
configuran un Estado constitucional y 
democrático. Existe evidencia que de-
muestra la confusión de los asuntos de 
la administración pública con fines par-
tidistas que no constituyen una buena 
práctica para resolver los problemas so-
ciales. En síntesis, deben ser los propios 
partidos en el Ecuador los responsables 
de movilizar  sus bases de militantes y 
ser autosuficientes  para articularse de 
manera amplia y diversa, sin restriccio-
nes de ninguna naturaleza.

De la misma forma el Texto Constitu-
cional manifiesta que los partidos se-
rán expresiones de la pluralidad po-
lítica del pueblo, lo que conlleva a 
interpretar que todas las formas de 
pensamiento y de expresión política se 
encuentran garantizadas por la Carta 
Fundamental, siempre y cuando-vale 
la pena precisar- sus concepciones 
filosóficas, políticas, ideológicas sean 
incluyentes y no discriminatorias.  

Retomando el art. 108 encontramos 
que dentro de la organización, estruc-
tura y funcionamiento; se garantiza-
rá la alternabilidad y conformación 
paritaria de las directivas entre hom-
bres y mujeres, para lo cual acudirán 
a procesos electorales de selección 
interna o llamadas también eleccio-
nes primarias. En este sentido, el Texto 
Constitucional ofrece un importante 
avance para la legislación ecuatoria-
na. Por primera vez se admite que los 
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altos cargos de dirigencia interna de 
un partido no pueden, ni deben trans-
formarse en cuotas de poder absoluto 
y se garantiza la participación política 
y el liderazgo de la mujer dentro de es-
tos espacios organizativos de manera 
proporcional y equitativa.

Este es un adelanto en el terreno de la 
reivindicación de los derechos de las 
mujeres, lo cual amplía el campo de 
acción y equilibrio en la toma de de-
cisiones, partiendo del respeto sustan-
cial a la igualdad y equidad de géne-
ro5.  Finalmente, se señala que dichas 
elecciones directivas serán realizadas 
mediante procesos electorales inter-
nos. Este es otro de los pasos integrales 
que la nueva Constitución incluye en 
lo referente al Sistema de Partidos -tra-
tando de dejar ese pasado sombrío 
donde cierta clase dirigencial mane-
jaba con discrecionalidad las estructu-
ras políticas- que pretende en el desa-
rrollo de la norma, evitar que se desen-
vuelvan como entes aburguesados y 
oligárquicos que impiden la traslación 
del poder democráticamente. 

Avanzando en el Texto Constitucional 
encontramos el art. 110, el cual  se re-
fiere al financiamiento de los partidos 
y movimientos políticos. Aquí se señala 
que “[…] se financiarán con los aportes 
de sus afiliadas, afiliados y simpatizan-
tes, y en la medida en que cumplan 
con los requisitos que establezca la ley, 
los partidos políticos recibirán asigna-
ciones del Estado sujetas a contro1[…].

Si bien es permisible la financiación a 
través de los aportes que hacen los 
“militantes”, en la práctica esto es 

complejo, pues las circunstancias po-
líticas obedecen a otros factores que 
impiden que los partidos y movimien-
tos puedan autosustentarse con las 
propias contribuciones que reciban 
de sus bases6. Uno de los elementos a 
considerarse es la ausencia casi gene-
ralizada de voluntad ciudadana por 
integrarse a las organizaciones políti-
cas, producto del desencanto popu-
lar ante las continuas desavenencias 
de los actores que han gobernado el 
Estado. Si aceptamos entonces como 
una realidad ineludible el fracaso his-
tórico de los partidos políticos en el 
Ecuador el manejo de la cosa pú-
blica y sus irremediables costos en la 
legitimación ciudadana, hemos de 
aceptar también que sin militantes o 
afiliaciones constantes no se puede 
pretender sostener la financiación de 
una estructura partidista con todos los 
gastos operacionales, logísticos y for-
mativos que esto genera; y más si se 
trata de una competencia electoral.

Destaquemos que para la asignación 
de recursos provenientes del Estado, 
los partidos o movimientos políticos 
deben cumplir con ciertos requisitos 
establecidos en la Ley Orgánica Elec-
toral y de Organizaciones Políticas de 
la República del Ecuador, Código de 
la Democracia, en un acápite poste-
rior me permitiré detallar de manera 
más puntual. Adicionalmente, el inciso 
segundo del art. 110 de la Constitución 
determina que el movimiento político 
que en dos elecciones pluripersonales 
sucesivas obtenga al menos el 5% de 
votos válidos a nivel nacional, adqui-
rirá iguales derechos y deberá cumplir 
las mismas obligaciones que los parti-

5   En la ley de elecciones que fue derogada por la actual Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador – Código de la Democracia, ya se 
incluía cierta pretensión normativa que trataba de garantizar la participación equitativa de las mujeres y hombres como candidatos en los procesos de elección popular 
y se estableció que las listas de candidaturas en elecciones pluripersonales debían presentarse con, al menos, el 30 % de mujeres entre principales y suplentes de forma 
alternada y secuencial, debiendo incrementarse el porcentaje en un 5% adicional en cada proceso electoral general hasta llegar a la igualdad en la representación. 
Así en los procesos electorales del año 2000 se presentaron listas con el 30% de participación de mujeres; en el 2002 con el 35% y en el 2004 con el 40%(Vela Puga). 

6   Las cuotas son contribuciones periódicas que los afiliados entregan a la caja del partido, como consecuencia de pertenecer al mismo y que manifiestan la renovación 
de la adhesión de los miembros a la organización. Puede consistir en una cantidad única para todos los afiliados o, en otros casos, proporcional a los ingresos personales 
de cada uno de ellos, siendo esta última modalidad más igualitaria. Dos son las notas que caracterizan a esta fuente de ingresos: permanencia y periodicidad, a 
diferencia de las donaciones (voluntarias y episódicas)(Holgado González). 
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dos políticos. Si bien el constituyente 
no hace una diferenciación especí-
fica entre movimientos y partidos po-
líticos, se evidencia con el precepto 
planteado, que unos y otros, en un ini-
cio no son considerados como colecti-
vos que poseen la misma organicidad; 
aunque de otra parte pueden llegar a 
tener coincidencias en sus objetivos, 
formas de expresión y cumplimiento 
de los mismos deberes y exigibilidad 
de derechos que les corresponden a 
ambas estructuras.

Puntualmente, sobre la financiación 
de las campañas electorales el art. 115 
del marco Constitucional estipula que 
el Estado subvencionará la propagan-
da en los medios de comunicación de 
los sujetos políticos que participen en 
la contienda y garantizará su acceso 
equitativo e igualitario para la promo-
ción de sus propuestas programáticas. 
Señala tácitamente que los sujetos po-
líticos no podrán contratar publicidad 
en los medios de comunicación ni en 
vallas publicitarias. Con esta regula-
ción constitucional las organizaciones 
políticas pierden la posibilidad de con-
tratar directamente con los medios de 
comunicación, cerrando la brecha 
entre quienes podían pautar más –al 
tener mayores recursos financieros- y 
quienes tenían posibilidades mínimas 
de hacerlo por no tener dinero para 
aquello. La Constitución prevé ade-
más en el art. 219 numeral 10 que será 
el Consejo Nacional Electoral el encar-
gado de ejecutar, administrar y con-
trolar el financiamiento estatal de las 
campañas electorales y el fondo para 
las organizaciones políticas. 

Dicha medida fue adoptada por el 
excesivo gasto electoral que derro-
chaban los diferentes actores políticos 
en sus campañas, inclusive varios de 
ellos se adelantaban a la convocato-
ria a elecciones generales y empeza-
ban a difundir sus propuestas a través 
de cadenas de radio y televisión7. Bien 
valdría preguntarse entonces: ¿En de-
mocracia y sin topes máximos al gasto 
en publicidad o sin subvenciones esta-
tales, estarán todos los ciudadanos en 
igualdad de condiciones para compe-
tir libremente por el ejercicio del poder? 
Evidentemente, no. Un caso particular 
y recurrente ha sido el del empresario 
Álvaro Noboa ex candidato presiden-
cial, quien a raíz de la aprobación del 
Texto Constitucional perdió su influen-
cia económica y mediática en muchos 
medios de comunicación nacional.

Así mismo, el art. 115 prohíbe el uso de 
los recursos y la infraestructura estatal, 
así como la publicidad gubernamen-
tal en todos los niveles de gobierno 
para la campaña electoral. La ley 
establecerá sanciones para quienes 
incumplan estas disposiciones y de-
termina el límite y los mecanismos de 
control de la propaganda y el gasto 
electoral. La naturaleza de las normas 
tiene como objetivo central proteger 
que los intereses estatales y los de una 
organización política se imbriquen, 
apuntando fundamentalmente al par-
tido que se encuentre gobernando y 
administre cualquiera de los distintos 
niveles de gobierno existentes en el 
diseño institucional del Estado. Con-
secuentemente, es inconstitucional e 
ilegal el aprovechamiento de las he-
rramientas, dinero o bienes de la ad-

7  Aunque el dinero no forma parte del derecho de libre expresión, en una campaña electoral su posesión expande considerablemente la capacidad de un partido o 
candidato para dar a conocer su plataforma o transmitir su mensaje a un alto número de votantes. De aquí que, en la medida en que el financiamiento privado deba 
estar por debajo de ciertos límites, la libre elección de ciudadanos y candidatos enfrente también restricciones. De acuerdo con la posición libertaria, los topes de 
gastos y los límites de las aportaciones dañan directamente la capacidad de los votantes para ejercitar su libre elección, pues tales regulaciones afectan el número de 
alternativas que se le presentarán al votante y la cantidad de información en la que se basará para favorecer con su voto a un partido o candidato(Guerrero Gutiérrez). 
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ministración pública para favorecer a 
un determinado candidato dentro de 
una lid electoral. Esto conllevaría san-
ciones no solo de carácter civil, admi-
nistrativo o electoral sino también de 
índole penal por malversación de fon-
dos e incluso peculado.

Es importante dejar en conocimiento 
que el organismo encargado de fis-

calizar y vigilar el gasto electoral es el 
Consejo Nacional Electoral, acorde 
con lo estipulado en el art. 219, No.3 
de la Constitución de la República, 
que señala entre sus funciones: con-
trolar la propaganda y el gasto electo-
ral, así como conocer y resolver sobre 
las cuentas que presenten las organi-
zaciones políticas y los candidatos.

4.  El financiamiento de las campañas electorales en el Código de la Democracia

La Ley Orgánica Electoral y de Organi-
zaciones Políticas de la República del 
Ecuador, Código de la Democracia, 
coloca al financiamiento y control del 
gasto electoral en el título tercero, ca-
pítulo primero del mencionado cuer-
po legislativo donde se establecen las 
normas que rigen a la campaña elec-
toral, propaganda y límites del gasto. 
Ante este esquema, el art. 202 en lo 
principal manifiesta lo siguiente: 

[…] Durante este período, el Estado, 
a través del presupuesto del Conse-
jo Nacional Electoral, garantizará de 
forma equitativa e igualitaria la pro-
moción electoral que propicie el de-
bate y la difusión de las propuestas 
programáticas de todas las candi-
daturas.  El financiamiento compren-
derá exclusivamente la campaña 
propagandística en prensa escrita, 
radio, televisión y vallas publicitarias8. 
El Consejo Nacional Electoral regla-
mentará el financiamiento según la 
realidad de cada localidad. […]

Este precepto jurídico es conexo con el 
art. 115 de la Constitución, que ya fija 
como responsabilidad del Estado las 
subvenciones de la propaganda que 
necesiten los partidos y movimientos 

políticos para cada una de sus cam-
pañas electorales. La Ley especifica 
con mayor certeza que el organismo 
encargado de regular y vigilar el com-
portamiento de los sujetos políticos es 
el Consejo Nacional Electoral, el cual 
además tiene potestad legislativa 
para expedir los reglamentos que tien-
dan a garantizar y desarrollar de mejor 
manera el marco normativo expuesto 
anteriormente.

El Código de la Democracia también 
ratifica la prohibición de la cual son 
objeto los partidos y movimientos polí-
ticos al no poder contratar propagan-
da y publicidad privada en medios de 
comunicación como la prensa escrita, 
radio, televisión y vallas publicitarias 
(Art. 203 inciso segundo). Así mismo, 
los candidatos a cualquier dignidad 
de elección popular están totalmente 
impedidos de entregar donaciones, 
dádivas o regalos a los ciudadanos 
según lo consagra el art. 204, el cual 
restringe una de las prácticas más in-
equitativas–incluso denigrantes- que 
sistemáticamente y de manera reite-
rativa se desarrollaban en los procesos 
electorales que vivía el Ecuador. 

Muchos de los candidatos, principal-

8  La publicidad gratuita mitiga la falta de acceso a los medios, pero no ofrece una solución que contente a quienes carecen de apoyos empresariales. Sólo cuando 
se abarca a todo el espectro de ondas de radio y tv de la nación se puede tener una imposición relevante en el control de los medios. Pero aún en ese caso para la 
opinión pública queda la opción de no prestar atención a las piezas que no tienen buena calidad y esto es lo que ocurre en más de una oportunidad, presentándose de 
otra forma, una nueva desigualdad. La imposición rígida de tiempos y las limitaciones impuestas por la ley suele hacer de la publicidad partidaria un espectáculo poco 
atractivo en tiempos en que la imagen y el audio buscan una creatividad constante (Rial, s/f.). 
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mente aquellos que intentaban llegar 
a altas magistraturas, trataban de en-
lazar su necesidad de aglutinar algún 
caudal político a través de la consig-
nación -sin rubor, ni estupor alguno- de 
regalos, ofrendas, obsequios, bonos 
particulares y hasta dinero en efectivo; 
degradando la forma conceptual y 
racional de hacer política, generando 
desigualdad de oportunidades y com-
petencia desleal entre los aspirantes.

De otra parte, en caso que una organi-
zación política por su iniciativa hubie-
se empezado a fomentar actividades 
que difundan sus principios ideológi-
cos, programáticos, planes de trabajo 
o candidaturas específicas, -siempre 
y cuando no se hubiere contratado 
privadamente en prensa, radio, tele-
visión o vallas publicitarias-, todos los 
egresos que se ocasionaren producto 
de lo anotado serán imputados al gas-
to electoral de cada organización po-
lítica, según lo manifestado en el art. 
208 del Código de la Democracia. 

En lo vinculado al cálculo matemático 
para determinar los techos máximos 
que un sujeto político puede gastar 
en egresos diferentes a los de publi-
cidad, se establecen varios límites 
dependiendo de la candidatura a la 
cual se está postulando. Por ejemplo, 
en el caso de la elección del binomio 
de Presidente y Vicepresidente de la 
República, el producto se lo mide con 
base a la cantidad que resulte de mul-
tiplicar el valor de 0,15 centavos de 
dólar de los Estados Unidos de Améri-
ca por el número de ciudadanos que 
consten en el Registro Electoral Nacio-
nal. En caso de existir segunda vuelta, 
el monto máximo de gasto permitido 

para cada binomio, será el cuarenta 
por ciento del fijado para la primera 
vuelta. En estos valores se incluyen los 
gastos de promoción por estas candi-
daturas que se efectuaren en el exte-
rior9. Si procedemos a realizar la ope-
ración matemática planteada encon-
traremos que los gastos permitidos a 
los sujetos políticos que aspiren llegar 
al sillón presidencial en el Ecuador son 
sumamente bajos, en consideración a 
otros países principalmente de Europa 
y norteamérica. Haciendo un breve 
cálculo, el monto aproximado resulta 
cercano a un millón de dólares ame-
ricanos.

El Código de la Democracia en su artí-
culo 211 concede al Consejo Nacional 
Electoral las funciones de control que 
en materia del gasto electoral con-
templa la propia Constitución –que 
en un apartado anterior ya lo señalá-
bamos-, por lo cual, dicho organismo 
tiene la potestad de fiscalizar y realizar 
exámenes de cuentas en lo relativo al 
monto, origen y destino de los recursos 
que se utilicen en las campañas elec-
torales10. 

De igual manera, como mecanismo 
de transparencia en el manejo de 
los recursos existentes dentro de una 
campaña, el Consejo Nacional Elec-
toral publica durante y después del 
proceso electoral toda la información 
relativa al financiamiento y gasto de 
los sujetos políticos, a través de la por-
tal oficial del propio organismo, lo que 
permite la consulta, supervisión y ac-
ceso oportuno de la ciudadanía. Ra-
tificando lo expresado en el art. 212 
ibídem, se señala que la información 
relativa a la rendición de cuentas so-

9  Se debe transparentar todo lo referente a aportaciones y gastos de partidos y candidatos. En efecto reportar públicamente lo anterior es el método más recurrido 
para regular el financiamiento a partidos y campañas, y las medidas para mejorar tales informes se convierten continuamente en iniciativas de reforma. La popularidad 
de la transparencia (es decir, del conjunto de mecanismos mediante los cuales los partidos y candidatos dan a conocer públicamente el monto y manejo de sus 
recursos así como otra información relevante sobre su estructura y funcionamiento) como reforma sugiere que la importancia de cierta información para asegurar la 
libre elección es ampliamente reconocida. Muchos funcionarios electorales consideran que la transparencia evita la existencia de regulaciones más restrictivas. Para 
algunos  es la mejor herramienta para garantizar la libre elección (Guerrero Gutiérrez, s/f.). 

10  Anteriormente, el órgano encargado de llevar el control de las organizaciones políticas era el Tribunal Supremo Electoral, persona jurídica de derecho público que 
gozaba de autonomía administrativa y económica. Sus vocales eran designados por la mayoría de los integrantes del Congreso Nacional, de ternas presentadas por los 
representantes de los partidos políticos que hayan obtenido las votaciones más altas en las últimas elecciones nacionales pluripersonales (Vela Puga). 
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bre el monto, origen y destino de los 
gastos electorales será pública. Como 
observamos las normas prevén que 
cualquier persona pueda acceder a 
los datos correspondientes a la finan-
ciación de los partidos políticos, mucho 
más si se activan mecanismos de con-
trol social y veeduría ciudadana como 
ejes vertebradores de la vigilancia pú-
blica a las elecciones que se efectúen 
en el Ecuador, rol estratégico que en 
el pasado no estaba preceptuado de 
manera constitucional y legal.

De otra parte, las organizaciones po-
líticas que se encuentren calificadas 
como tales por el Consejo Nacional 
Electoral están autorizadas para reci-
bir aportaciones económicas lícitas, 
en numerario o en especie, a cual-
quier título, las cuales serán valoradas 
económicamente para los procesos 
electorales, consultas populares y re-
vocatorias del mandato, según la va-
loración real del aporte a la época de 
la contratación o promoción. El art. 
216 del Código de la Democracia en 
lo relativo a este tema menciona que 
las organizaciones políticas podrán re-
cibir aportaciones para la campaña 
electoral de las siguientes fuentes: 

(…)1. Las cuotas obligatorias ordina-
rias y extraordinarias de sus afiliados, 
así como las cuotas voluntarias y 
personales que los candidatos apor-
ten para sus campañas; 

2. Los aportes o donativos efectua-
dos en dinero o en especie, en forma 
libre y voluntaria por personas natu-
rales de nacionalidad ecuatoriana, 

sea que residan en el país o en el ex-
tranjero y por las personas naturales 
extranjeras residentes en el Ecuador; 

3. Los ingresos que los partidos y sus 
frentes sectoriales obtengan por las 
rentas de sus bienes, así como de sus 
actividades promocionales. 

Las organizaciones políticas debe-
rán declarar, registrar y justificar el 
origen y monto de los recursos y de 
los bienes obtenidos.

En lo principal y sobre el numeral 2 del 
párrafo precedente, el art. 218, ibí-
dem, determina con claridad absolu-
ta que el aportante y quien reciba el 
aporte no podrán adquirir compromi-
so alguno contrario a la ley o al servi-
cio público como correspondencia o 
retribución al aporte entregado y reci-
bido. Esta disposición se enmarca no 
solo en parámetros constitucionales y 
legales sino también éticos, para evi-
tar la promoción de futuros escenarios 
que repitan acontecimientos de co-
rrupción, presión y chantaje, tan repe-
tidos en la arena política ecuatoriana 
de las últimas décadas11.

En el Ecuador los aportes con “resor-
te” -como me atrevo a denominarles-, 
han pasado desde dineros provenien-
tes del sistema financiero de este país 
hasta asociaciones ilícitas, delictivas o 
grupos políticos externos a nuestro Esta-
do. En consonancia con lo expuesto en 
la Constitución ecuatoriana, el art. 219 
en la parte pertinente menciona: “[…] 
prohíbase la recepción de aportes, 
contribuciones, o entrega de cualquier 
tipo de recurso de origen ilícito12 […]”.

11  Por el contrario, el financiamiento público contribuye a que los partidos se liberen de presiones o influencias externas; es decir, robustece la autonomía de 
los partidos. Cuando el partido depende para su financiamiento de individuos o corporaciones que hacen grandes donaciones, los dirigentes y candidatos de ese 
partido pueden ser objeto de presiones para alterar sus decisiones –una vez que ocupan un puesto de elección popular-. Además,  exige a los partidos que reporten 
públicamente sus ingresos y gastos; permite una mejor fiscalización de los fondos partidistas. En tales informes, se difunde públicamente el nombre de los donantes 
y el monto de los donativos, lo cual presumiblemente inhibe conductas ilegales y aumenta la confianza de los ciudadanos en los partidos (Guerrero Gutiérrez, s/f.).

12  Con relación a un estudio comparado con los demás países de la Comunidad Andina, en Ecuador el porcentaje de restricción a las personas jurídicas es del 
10% pero sobre el gasto electoral autorizado para cada cargo a elegir. Bolivia, Ecuador y Venezuela comparten la prohibición a las contribuciones de contratistas 
gubernamentales mientras que ello no se menciona en Colombia, ni en Perú, país que colocamos en medio de los dos extremos porque en lugar de prohibiciones 
generales establece dos muy específicas: una referida a las contribuciones por actividades proselitistas y otra respecto de las organizaciones religiosas (Njaim, s/f.).
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El art. 221 del Código de la Democra-
cia puntualiza que la aportación de las 
personas naturales no podrá superar el 
5% del monto máximo de gasto elec-
toral autorizado para cada dignidad. 
Completa delimitando que el aporte 
de los candidatos no podrá exceder 
del 10% de dicho monto máximo de 
gastos electorales. En la misma línea es 
planteado el art. 222 del mencionada 
Código, donde señala que los ingresos 
que las organizaciones políticas y sus 
frentes sectoriales obtengan por las ren-
tas financieras de sus bienes, así como 
de sus actividades promocionales, no 
podrán superar el 50% del monto máxi-
mo de gastos electorales autorizado13.

Sobre el último artículo vale formular 
una precisión: al inicio del presente 
trabajo manifestaba con preocupa-
ción que en Ecuador históricamente 
no han existido organizaciones políti-
cas que tengan fuentes de autofinan-
ciamiento suficiente y que sean capa-
ces de generar agrupaciones auto-
sustentables que no dependan de los 
recursos o de las subvenciones que el 
Estado les asigne. En virtud de aquello, 
la norma legal propuesta dentro del 
Código de la Democracia en su art. 
222 bien puede caer en la utopía y 
aunque la intencionalidad resulta loa-
ble, en la práctica la realidad puede 
ser muy distante de lo que se busca.

Ahora bien, en el caso que las orga-
nizaciones políticas no cuenten con 
los recursos suficientes para cubrir 
los gastos que suscita una campaña 
electoral, el art. 223  del mencionado 
Código, flexibiliza la posibilidad que 
los sujetos políticos puedan acceder a 

préstamos del sistema financiero nacio-
nal y puedan cancelarlos con recursos 
provenientes de su propio patrimonio14. 
Dichos préstamos por ningún motivo 
podrán ser objeto de condonaciones, 
ni los intereses que éstos generen. En 
ningún caso el monto total por concep-
to de créditos podrá exceder del 20% 
del límite máximo del gasto señalado 
por esta ley para los diferentes cargos. 
Es importante regular los montos que se 
pueden obtener mediante la presta-
ción de un crédito bancario, pues como 
señalábamos en párrafos anteriores, en 
el Ecuador se ha dado la financiación 
política proveniente de sectores eco-
nómicos estratégicos vinculados a las 
élites oligárquicas, representados fun-
damentalmente a través del sistema 
financiero. Como ejemplo basta recor-
dar el caso Mahuad –ex Presidente de 
la República- quien fuera acusado por 
el ex banquero Fernando Aspiazu de 
haberle “donado” 3 millones de dólares 
para su campaña electoral.

En el mismo contexto de la financia-
ción de las contiendas políticas, es 
obligación de todas las organizacio-
nes designar una persona que tenga 
a su cargo el manejo económico de 
la campaña, la misma que será la res-
ponsable de la liquidación de cuentas 
y del reporte al organismo competen-
te sobre los fondos, ingresos y egresos 
de la campaña electoral. Además, 
será el único facultado para suscribir 
contratos para una campaña de pro-
moción electoral. Como mecanismo 
de organización en sus funciones, po-
drá delegar responsables económicos 
en las diferentes jurisdicciones territo-
riales mediante un poder especial, y, 

13  Puesto que el partido político no es una asociación lucrativa ni se orienta a las actividades económicas, el patrimonio con el que cuenta no constituye precisamente 
una considerable fuente de financiación. Del mismo modo, tampoco es habitual que las formaciones políticas acometan muchas aventuras empresariales. Igualmente, 
el patrimonio mobiliario que resulta de las actividades propias del partido es apenas relevante puesto que las formaciones políticas no están preparadas ni tampoco 
tienen especial interés en emprender actividades económicas. De hecho, los intentos al respecto han resultado cuando menos un fracaso (Holgado González, s/f.). 

14  En España por ejemplo, los créditos que algunas entidades conceden a los partidos, sobre todo en época electoral, constituyen una importante fuente de financiación 
de sus gastos, tanto electorales como permanentes. Sin embargo, en la mayoría de los casos han contribuido en gran medida a un excesivo endeudamiento de las 
formaciones políticas, que, al tener a su disposición de manera cómoda importantes cantidades de dinero, realizan más gastos de los que en realidad pueden afrontar 
a partir de las subvenciones públicas a las que tienen derecho y de las contribuciones de simpatizantes (Holgado González, s/f.).
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en caso de existir algún tipo de res-
ponsabilidad responderán de manera 
solidaria y conjunta entre todos ellos. 

Anotemos que durante la campaña 
electoral las Organizaciones Políticas 
y sus alianzas a través de sus respon-
sables económicos o procuradores 
comunes, deberán abrir una cuenta 
bancaria única electoral en una de 
las instituciones del sistema financiero 
nacional, con la finalidad de llevar un 
eficiente y efectivo registro financiero 
de todos los ingresos monetarios sin ex-
cepción alguna. El art. 225 del Código 
de la Democracia incluso señala que 
esta cuenta será diferente de la cuen-
ta bancaria que posea la Organiza-
ción Política, esto como línea de se-
paración de los dineros que se utilice 
en la financiación de campañas y por 
otra parte el dinero gastado ordina-
riamente por concepto de funciona-
miento de los partidos o movimientos. 
Para abrir una cuenta de esta natura-
leza se debe presentar la certificación 
emitida por la autoridad electoral co-
rrespondiente y dicha cuenta no esta-
rá sujeta al sigilo bancario.

Esta disposición permite indagar, in-
vestigar, verificar o conocer en cual-
quier momento y bajo cualquier cir-
cunstancia el movimiento económico 
de la misma. De lo que se trata es de 
transparentar los procesos y fomentar 
mecanismos útiles para la autoridad 
de control en materia electoral. 

Finalmente,  es necesario recoger lo es-
tipulado en el art. 226 del Código de la 
Democracia, el cual obliga al respon-
sable del manejo económico de cada 
organización política llevar una conta-
bilidad que deberá ser suscrita por un 
contador público autorizado y en el 
plazo de 90 días después de cumplido 
el acto de sufragio, la o el responsable 
del movimiento económico de la cam-
paña con intervención de una conta-
dora o contador público autorizado, 
deberá liquidar los valores correspon-
dientes a ingresos y egresos de la cam-
paña electoral presentando para ello 
un balance consolidado, el listado de 
contribuyentes con la determinación 
de los montos y los justificativos que la 
ley prevé de acuerdo al art. 23015.

15   En comparación a las reglas de transparencia financiera de otros países de la Región Andina no se puede decir que las normas sean escuetas en materia de reportes 
sobre contribuciones y gastos. Todos los ordenamientos de estos países establecen su obligatoriedad. En Bolivia, Colombia y Venezuela es un deber Constitucional. 
En  Perú la Ley de Partidos dispone, incluso, la inversión de la carga de la prueba, pues los aportes no declarados se presume que provienen de fuentes prohibidas. 
Los lapsos de presentación postelectorales van desde 4 semanas en Colombia y 16 semanas en Bolivia. En Venezuela por otra parte, los medios deben suministrar 
información cuando la solicite el Consejo Nacional Electoral sobre la publicidad que les haya sido contratada. En los casos donde existe financiamiento permanente 
encontramos que en Bolivia y Perú los reportes son anuales.(Njaim, s/f.). 
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16  Es necesario regular adecuadamente la autofinanciación de los partidos, especialmente mediante el reconocimiento, control y fomento de las donaciones. Es 
irremediable reconocer el fenómeno de la financiación privada. Incluso deseable (desde el punto de vista constitucional) para lograr arraigar los partidos en la 
sociedad y obtener realmente un modelo democrático. Con relación a las cuotas de afiliación no se plantean problemas especiales. Esta fuente deseable en cualquier 
caso, no suele ser significativa pese a que existen ejemplos realmente loables en algunos países (como es principalmente el caso holandés,  inglés o  alemán). No 
se justifica que las cuotas lleguen a ser totalmente insignificantes como ocurre en otros países como España. En cuanto a las donaciones, en primer lugar debieran 
no establecerse cuantías máximas, idea que se enfrenta con el hecho de que en algunos países ( España y Francia) no puede donarse más hasta un cierto límite. Sin 
embargo, parece mejor no limitar las cantidades que pueda asignarse a los partidos en concepto de donación. Al respecto ha de considerarse, efectivamente que no 
son deseables las donaciones de cuantía elevada; pese a esto, el interés principal ha de estar en el logro de la mayor transparencia  posible y desde este punto de vista 
resulta aconsejable suprimir las limitaciones existentes con el fin de evitar el riesgo de que se realicen y no consten en los libros de cuentas de los partidos(González 
Varas, 1995). 

17  Antes de la vigencia del Código de la Democracia, ya existía prohibición para recibir directa o indirectamente aportes económicos de personas naturales o jurídicas 
que contraten con el Estado,  aportes de empresas, instituciones o Estados extranjeros. Es por ello que la antigua Ley de Control del Gasto Electoral ya prohibía 
expresamente la recepción de aportes, contribuciones o entrega de recursos de origen ilícito tales como el narcotráfico o actividades prohibidas por la ley. 

5.  El financiamiento de los movimientos y partidos políticos en el
Código de la Democracia

El financiamiento de las Organizacio-
nes Políticas se encuentra regulado en 
el capítulo cuarto de la Ley Orgánica 
Electoral y de Organizaciones Políticas 
de la República del Ecuador, Código 
de la Democracia, iniciando en su art. 
353 que expresa: “Las organizaciones 
políticas reciben financiamiento públi-
co y privado acorde con lo precep-
tuado por esta misma ley; y, que de 
manera general se financiarán con los 
aportes de sus afiliadas, afiliados, sim-
patizantes y adherentes”.

Con relación con este mismo tema y so-
bre el financiamiento privado el art. 359 
del Código de la Democracia mencio-
na que el patrimonio de los partidos y 
movimientos políticos podrá integrarse 
también con las contribuciones perió-
dicas de los afiliados o adherentes, los 
recursos obtenidos de las actividades 
organizativas promovidas por sus fren-
tes sectoriales, militantes o adherentes 
y por las rentas ocasionales generadas 
por sus inversiones, donaciones o lega-
dos16. De la misma manera, no podrán 
existir contribuciones anónimas y la per-
sona natural o jurídica no podrá con-
tribuir anualmente  un monto superior 
al valor de 200 canastas básicas fami-
liares, respecto de la fijación realizada 
por el INEC para  diciembre del año 
inmediato anterior o que suponga más 
del 10% del presupuesto anual de la or-
ganización política respectiva17.

Además, todos los ingresos deberán 
ser debidamente registrados en la 
contabilidad y publicados en el portal 
institucional de la respectiva organiza-
ción, de todas las organizaciones que 
formen una alianza o en el portal del 
Consejo Nacional Electoral. 

Sobre el financiamiento público se de-
termina en el art. 355, ibídem, que en 
la medida que los partidos políticos 
cumplan con ciertos requisitos recibi-
rán asignaciones del Estado, para lo 
que deberán obtener como mínimo 
el 4% de los votos válidos en dos elec-
ciones pluripersonales consecutivas a 
nivel nacional; o al menos 3 represen-
tantes a la Asamblea Nacional; o el 8% 
de Alcaldías; o por lo menos un Con-
cejal o Concejala en cada uno de, al 
menos, el 10% de los cantones del país. 
Como apreciamos la ley otorga varias 
alternativas dentro del Sistema Elec-
toral para que un partido pueda ser 
acreedor y beneficiario de las subven-
ciones estatales; sin descuidar que la 
presente norma habla exclusivamente 
de partidos políticos, pues la Constitu-
ción de la República en su art. 110, in-
ciso segundo, establece que los movi-
mientos políticos que anhelen adquirir 
iguales derechos deberán cumplir las 
mismas obligaciones que los partidos, 
es decir alcanzar en dos elecciones 
pluripersonales sucesivas al menos el 
5% de votos válidos a nivel nacional. 
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Sin el cumplimiento de este porcen-
taje mínimo de votos los movimientos 
no tendrían acceso al financiamiento 
estatal para el mantenimiento de sus 
estructuras políticas. 

En lo referente a las contribuciones, és-
tas se realizarán con cargo al Fondo 
Partidario Permanente, que constará 
en el Presupuesto General del Estado, 
en una partida cuyo monto será equi-
valente al 0,3000 de los egresos fiscales 
constantes del mismo. Dicha partida 
provendrá de las multas que recaude 
el Consejo Nacional Electoral y suple-
mentariamente de aportes del Presu-
puesto General del Estado. Es impres-
cindible entonces preguntarse ¿hasta 
dónde han llegado los esfuerzos fisca-
les del máximo organismo electoral 
para recaudar y cobrar las multas im-
puestas a los infractores electorales? 
y, de esta manera quitarle un peso de 
encima al Estado central para que no 
sea quien asuma casi totalmente la 
responsabilidad de financiar a las or-
ganizaciones políticas. También sería 
valioso conocer cuáles han sido las 
multas impuestas por el cometimiento 
de las infracciones, qué sujetos políti-
cos las han cancelado y quiénes se 
encuentran en proceso de apelación 
ante el Tribunal  Contencioso Electoral, 
que es el organismo encargado de re-
solver finalmente cada una de estas 
controversias jurisdiccionales. 

Sobre el mecanismo y la forma de dis-
tribución de los recursos, el Código 
de la Democracia establece que el 
Consejo Nacional Electoral distribuirá 
el 50% en partes iguales a cada una 
de las organizaciones políticas que 

tengan este derecho; el 35% en for-
ma proporcional al número de votos 
obtenidos por cada una en las últimas 
elecciones pluripersonales y el 15% 
será destinado al Instituto de Investiga-
ción y Análisis Político Electoral, cuyo 
funcionamiento estará a cargo del 
Consejo Nacional Electoral18. 

En la práctica este mecanismo de 
reparto viene a favorecer a los parti-
dos tradicionales, pues ellos se llevan 
en un inicio el 50% del presupuesto, 
siempre y cuando, cumplan con lo 
exigido dentro de la ley, y, un 35% ex-
tra con base en la proporcionalidad 
de los votos obtenidos en las últimas 
elecciones pluripersonales.

En conclusión, un partido pequeño que 
no obtenga los votos necesarios o que 
no cumpla con lo planteado en la nor-
ma simplemente no recibe dinero del 
Estado para su estructuración y funcio-
namiento permanente. El razonamien-
to de restringir el aporte estatal a cual-
quier organización política obedece 
a la extensa atomización de fuerzas y 
agrupaciones que este hecho gene-
raría, propiciando un escenario políti-
co disperso, fragmentado y con pocos 
niveles de gobernabilidad. Con lo es-
tipulado dentro del Código de la De-
mocracia se limita paulatinamente el 
aparecimiento fugaz de organizacio-
nes que participan coyunturalmente o 
pretenden encontrar resquicios de po-
der dentro del sistema que les permita 
fortalecer sus intereses particulares.

En lo relacionado a las fuentes de fi-
nanciamiento restringido, estas se en-
cuentran determinadas en el art. 360 

18  Sobre el financiamiento público podemos encontrar diversos criterios de gobierno para asignar los fondos a los partidos políticos, entre los cuales destacan 4 
principales: 1. Montos iguales para cada partido; 2. Montos proporcionales en relación con el número de votos recibidos o de curules obtenidas en elecciones previas; 
3. Una combinación de porciones equitativas y montos proporcionales a los votos recibidos; 4. Una combinación de montos proporcionales a los votos recibidos y 
montos proporcionales a la representación parlamentaria. Entre los 4 criterios, el más común es el segundo (Guerrero Gutiérrez, s/f.).
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del Código de la Democracia. Las or-
ganizaciones políticas no pueden re-
cibir directa o indirectamente aportes 
económicos de empresas estatales; 
de concesionarios de obras o servicios 
públicos de propiedad del Estado; de 
congregaciones religiosas de cualquier 
denominación; de personas naturales 
o jurídicas que contraten con el Estado, 
o de empresas, instituciones o Estados 
extranjeros. De lo anotado se despren-
de que esta disposición jurídica es casi 
una copia similar a la prohibición esta-
blecida para el financiamiento irregu-
lar de las campañas electorales que 
oportunamente lo había analizado.

Similarmente, en lo relativo a la ad-
ministración de los fondos, es compe-
tencia y administración exclusiva del 
responsable económico o procurador 
común que será nombrado de acuer-
do con su normativa interna, para lo 
cual deberá abrir una cuenta en algu-
na de las entidades del sistema finan-
ciero nacional. Es obligatorio también 
llevar un registro contable que deberá 
ser firmado por un contador público 
autorizado y que contará con todos 
los libros y documentos de respaldo 
de todas las transacciones, las cuales 
serán conservadas durante diez años 
después de realizadas las mismas.

En lo relacionado al régimen tributa-
rio las organizaciones políticas no pa-
gan impuestos fiscales, municipales o 
especiales por los bienes raíces de su 

propiedad y por la adquisición y trans-
ferencia de los mismos, únicamente 
cuando estos estén dedicados para 
fines políticos de la organización. Los 
bienes y las acciones que constituyan 
inversiones estarán sujetos al régimen 
tributario interno vigente. En esta sec-
ción del Código de la Democracia 
(art. 364), el legislador lo que hace es 
desgravar los bienes raíces que perte-
nezcan a un partido o movimiento po-
lítico que se encuentre utilizando para 
los fines ordinarios y comunes del apa-
rato partidista. En virtud que el precep-
to solo se remite a bienes raíces, no se 
podría tomar en consideración otras 
posibilidades como vehículos o rentas 
que sean producto de negocios em-
prendidos por la propia organización19. 

Finalmente, dentro de este capítulo 
hay que destacar que el art. 365, ibí-
dem, prevé que las organizaciones 
políticas deberán contar con un siste-
ma de control interno que garantice la 
adecuada utilización y contabilización 
de todos los actos y documentos de los 
que deriven derechos y obligaciones 
de contenido económico conforme 
con sus estatutos o régimen orgánico. 
Y en lo concerniente al control externo 
de la actividad económico-financiera 
de los partidos, el órgano competente 
para fiscalizar20 y examinar será exclu-
sivamente el Consejo Nacional Electo-
ral, al igual que sucedía en el caso de 
las campañas electorales21.

19  Un importante aporte que nos trae la doctrina se sustenta en la necesidad de establecer la desgravación fiscal en el Impuesto a la Renta de las personas físicas 
cuando un ciudadano done o contribuya económicamente a un partido político. Esta medida pretende –principalmente- lograr el reto de autofinanciación, pero 
también acercar los partidos hacia la sociedad, y, especialmente, servir de estímulo para la participación ciudadana en la política mediante los partidos y lograr una 
revalorización social de la imagen de los partidos (González Varas, 1995). 

20  Los órganos fiscalizadores (sean agencias electorales, ejecutivas, legislativas o judiciales) deben ser independientes, apartidistas y, específicamente, deben contar 
con facultades para hacer citaciones, proteger a informantes y acceder a cuentas bancarias. Las sanciones deben incluir acciones reparadoras, multas, enjuiciamiento 
penal y prohibición tanto para ejercer un cargo público como para acceder posteriormente al financiamiento público (Guerrero Gutiérrez, s/f.). 

21  El sistema de financiación pública de los partidos políticos y de las campañas electorales debe apuntalar fundamentalmente a lo siguiente: 1. Reducir la influencia 
del dinero mediante el acortamiento de las campañas y establecer topes de gasto; 2. Mejorar la orientación y uso del financiamiento; 3. Disminuir el tráfico de 
influencias; 4. Fortalecer la publicidad, divulgación y transparencia; 5. Promover la competencia equitativa; 6. Fortalecer los órganos de control; 7. Hacer más eficaz 
el sistema de sanciones (Njaim, s/f.).
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Dentro del escenario político ecua-
toriano los medios de comunicación 
han desempeñado un papel prepon-
derante en el posicionamiento o caí-
da de personajes públicos que han 
aspirado ocupar cargos de alta res-
ponsabilidad popular; han definido 
mediante sus actuaciones editoriales 
o noticiosas la agenda gubernamen-
tal o sectorial de muchos presidentes 
o gabinetes de turno22. 

En el caso de varios líderes populares, 
éstos han sido desconocidos previo a 
su ingreso dentro de las lides electora-
les, pues no tenían cabida en la pla-
nificación comunicacional de los me-
dios-o peor aún-, no irradiaban consis-
tencia dentro del imaginario social del 
electorado. Sin embargo, como varios 
de estos candidatos contaban a su 
favor con el auspicio de extensas ca-
denas empresariales e industriales del 
país, dicha situación los colocaba fá-
cilmente en el perfil ideal que los due-
ños de los medios de comunicación 
buscaban para capturar audiencia o 
para fortalecer sus intereses de cara a 
futuros gobiernos23.

En  Ecuador como en otros países de 
la región y el mundo, el principal ac-
ceso de información que han utilizado 
las masas para enterarse de los acon-

tecimientos diarios de su comunidad o 
de su país ha sido la televisión y la ra-
dio24. Desde su aparecimiento a finales 
de la década de los 70 (la televisión 
mucho después que la radio), tanto 
la televisión como la radio consolida-
ron una imagen de credibilidad y ve-
racidad entre sus seguidores lo cual 
no siempre fue auténtico, pues en la 
práctica muchos de éstos se convirtie-
ron en actores políticos de la informa-
ción entregando noticias u opiniones 
con claros sesgos ideológicos o con 
matices contrapuestos a la auténtica 
realidad que se vivía.

Además, no se puede dejar de señalar 
la estrecha vinculación entre los pro-
pietarios de los medios de comunica-
ción privados y un sector dominante 
del sistema financiero del país. Como 
ejemplos tenemos lo que sucedía en 
el pasado con la estación televisiva 
Teleamazonas, de la cual su propieta-
rio era el máximo accionista de Banco 
Pichincha; dicho sea de paso la institu-
ción financiera más fuerte del Ecuador 
entre todos sus competidores. O como 
ocurrió con la familia Isaías ex dueños 
de Gamavisión y Telecentro, canales 
actualmente incautados, quienes uti-
lizaron precisamente sus medios de 
comunicación para transmitir informa-
ción falsa, no verificada, no contrasta-

22  Los medios condicionan las formas de llevar adelante la movilización del electorado frente a un comicio, los ritmos y los temas de una campaña, influyen en el 
conocimiento de los candidatos y en la transmisión de sus mensajes. También se fija la agenda de discusión política para el gobierno y para la oposición en los períodos 
inter-electorales. En sus espacios se suele ganar o perder la legitimidad que permite o no una gobernabilidad eficaz. En este tiempo el político exitoso debe ser un 
comunicador, alguien con capacidad de enamorar a la cámara y encantar los micrófonos. Debe influir para lograr que el “priming”, esa “imprimación” que los medios 
imponen a la opinión pública, sea favorable a sus intereses, creando una agenda pública que le permita llevar adelante sus decisiones de gobierno u obtener un buen 
resultado electoral (Rial, s/f.). 

23  Para que un medio como la televisión desempeñe un papel realmente neutral durante la campaña electoral es necesario que la información política diaria de 
carácter no electoral se mantenga dentro de los límites determinados por la noticia ofrecida, un cierto equilibrio en las referencias a líderes de los partidos políticos y 
que se abstenga de favorecer tendenciosamente a una determinada opción (Del Castillo, 1985). 

24 Comparándolo con el caso español, hasta finales de los años sesenta la radio era el principal vehículo de adquisición de información utilizado por los españoles. En 
los albores de los setenta la televisión sustituirá definitivamente a la radio en el desempeño de aquella función. Para muchos españoles la televisión se convertiría en 
el único medio de consumo de información. Ya entre los años 73 y 77 el volumen de espectadores aumentó considerablemente. No hay que olvidar que las elecciones 
de 1977 se celebraban en un contexto caracterizado por la falta de conocimiento previo de las distintas opciones políticas y, por consiguiente, la televisión se convertía 
en el medio más importante para hacer llegar al potencial votante la información electoral (Del Castillo, 1985).

“EL FINANCIAMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES POLÍTICAS Y LAS CAMPAÑAS 
ELECTORALES: REGULACIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES EN EL ECUADOR”

Ing. Soledad Buendía

6.  Los medios de comunicación como ejes mediáticos de los sujetos políticos
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da y que beneficiaba a determinados 
grupos políticos del país.

En Ecuador la mayoría de ciudadanos 
que escuchan radio y miran televisión 
provienen de los estratos socioeconó-
micos más humildes, pues las personas 
de los segmentos sociales más aco-
modados prefieren leer el periódico o 
revistas de opinión. Bajo esta realidad 
casi todos los sujetos políticos han op-
tado por concentrar sus recursos en 
campañas televisivas y radiales que 
les posibilite captar audiencia y mejo-
rar sus opciones de triunfo electoral25.

Con el nuevo Texto Constitucional 
aprobado en el año 2008 y con la nue-
va legislación electoral vigente pode-
mos comprobar que esta circunstancia 
pasó a ser ajena y distante de lo que 
ocurría comúnmente en el pasado26.

En efecto, el modelo que adoptaron 
los medios de comunicación en nues-
tro país fue el de libre mercado, es de-
cir, campañas políticas guiadas exclu-
sivamente por el ánimo de lucro y que 
se sometían al vaivén de la oferta y la 
demanda sin ningún tipo de regulación 
jurídica o control institucional. En virtud 
de aquello, el acceso a los medios se 
construyó  basándose en  la capaci-
dad de pago que en su debida opor-
tunidad tenían los candidatos o los par-
tidos. Esto condujo a que se produzcan 
abismales brechas entre unos y otros 
aspirantes, tratos discriminatorios y con-
solidación de determinadas tenden-
cias ideológicas identificadas con los 
mismos propietarios de los medios.

En efecto, en Ecuador históricamente 
el principio de equidad para acceder 
a los medios de comunicación por 

25  Las campañas son cada vez más costosas. Dada su reducción a 45 días calendario la opción más eficaz para cubrir a la mayor audiencia posible es, sin duda alguna, 
la televisión. De allí que los costos electorales se dispararon en la última elección. De acuerdo con datos de la organización Participación Ciudadana, el 94,9% de los 
recursos se orientaron hacia la televisión (campaña presidencial año 2002) (Rowland, s/f.)

26  En Latinoamérica en cuanto al acceso de los partidos a los medios, cabe distinguir según se trate de la televisión, la radio o la prensa escrita. En el caso de la 
televisión existen cinco modalidades principales: a) Franja diaria y gratuita, como ocurre en Brasil y Chile; b) Sistema mixto, donde existe un acceso público gratuito, 
pero en el que predomina la modalidad de contratación publicitaria sin límite en los medios privados, tal como ocurre en Argentina; c) Acceso plural y permanente, 
gratuito y/o pagado pero con límites tanto para fines electorales como para la divulgación de sus programas ideológicos y de sus puntos de vista en relación con los 
asuntos de interés nacional, tal como sucede en Colombia y México; d) Acceso pagado sin topes, por ejemplo Guatemala y Honduras, y e) Acceso pagado con topes 
máximos, como en Costa Rica. Ecuador se incluía en éste último caso pero cambió debido a las reformas explicadas dentro del presente trabajo (Zovatto, s/f.). 

27  La libertad de información presupone que cada fuerza partidaria puede expresar sus puntos de vista ideológicos y programáticos a través de sus dirigentes a todos 
los ciudadanos. La equidad parte de la idea de que todos tienen oportunidad de ser vistos, que hay un mínimo de tiempo-espacio que debe disponer cada fuerza 
política en los medios y que  el mismo debe ser otorgado de acuerdo a la representatividad que tienen las fuerzas políticas en la ciudadanía; hecho medible, sea por 
medio del apoyo que reciben a través de encuestas de opinión pública o en la instancia de los comicios cuando cada fuerza es fácilmente mensurable por el número 
de votos que obtuvo (Rial, s/f.). 

Foto: Luis Astudillo C.  / Agencia de Noticias ANDES
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28 En síntesis, la relación de los medios de comunicación (en particular la televisión) con el financiamiento de la política es una relación de carácter complejo y 
hasta contradictorio. Por un lado, los medios juegan un papel central en la fiscalización de la conducta de los funcionarios públicos y de los políticos, pero por el 
otro, los medios electrónicos, en especial la televisión, son la causa principal –en la época actual de la “videocracia” y del homo videns- por la que los partidos 
necesitan grandes sumas de dinero para llevar a cabo sus campañas electorales. Zovatto, Daniel. “Dinero y política en América Latina: una visión comparada”, 
Tomado de: [http://www.idea.int/publications/money_la/upload/2%20%20Dinero%20y%20pol%C3%ADtica%20en%20Am%C3%A9rica%20Latina%20-%20una%20
visi%C3%B3n%20comparada.pdf], 25 de marzo de 2016.

parte de todos los actores políticos in-
volucrados, resultó una tarea difícil de 
garantizar. Los dueños y administrado-
res de los medios de comunicación, 
frecuentemente se encuentran vincu-
lados con poderosos grupos empresa-
riales, económicos y políticos del país27. 

Se ha llegado inclusive a verificar que 
en medios constituidos como compa-

ñías, quienes controlan los paquetes 
accionarios mayoritarios de la empre-
sa generalmente tienen intereses es-
pecíficos para promover o defender 
determinados temas que los condu-
cen a privilegiar mayores espacios de 
entrevistas o tiempos de cobertura a 
aquellos grupos políticos que manifies-
tan o  representan sus intereses28.
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RESUMEN:

En el VII Encuentro de Magistradas Electorales realizado en Brasilia, en marzo de 2016, se destacó 
a Bolivia, como el país con mayor participación de mujeres en espacios políticos, debido a 
la aplicación de la Ley de Paridad y Alternancia. Este es un hecho histórico para el país, que 
posiciona a Bolivia, como el segundo país en el mundo con mayor participación de mujeres 
en espacios políticos. Bolivia paso de tener en 1982 el 2% de representantes femeninas en el 
legislativo, a un porcentaje paritario en la actualidad.

En Bolivia la participación política de las mujeres ha logrado avances en niveles legislativos, 
consejos municipales y asambleas departamentales; aunque los niveles ministeriales, aún están 
siendo liderados por varones. Los procesos de paridad y alternancia provienen de luchas de 
organizaciones feministas y movimientos sociales de mujeres indígenas, quienes en los últimos 
años lograron acciones favorables en la participación de la mujer en diferentes espacios políticos. 
Aunque en la actualidad exista una mayor participación de la mujer en espacios de poder, no 
deja de tener dificultades en el ejercicio de funciones, por lo que ha existido la necesidad de la 
promulgación de una ley contra el acoso y violencia política hacia las mujeres (Ley 843).

PALABRAS CLAVES:

Bolivia/mujeres en política/cuotas de paridad y alternancia/democracia.
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ABSTRACT:

In Brasilia, march 2016, was held the VII Meeting of Electoral Magistrates, Bolivia stands out with 
the biggest  participation of women in political spaces, due to the application of parity and 
alternation law.

This is an historic fact for the country, that established Bolivia as the second country in the world 
with more participation of women in political spaces than others. Bolivia 1982, had 2% of female 
representatives in the legislature, compare at the actual percentage.

The women political participation in Bolivia women political participation has made progress in 
legislative levels, municipal councils and departmental assemblies; although ministerial levels, 
they are still being led by males. Processes parity and alternation struggles come from feminist 
organizations and social movements of indigenous women, who in recent years managed 
positive actions on participation of women in different political spaces. Although, nowadays there 
is greater participation of women in positions of power, even the difficulties in the exercise of 
functions, so there has been a need for the enactment of a law against harassment and political 
violence against women (Act 843).

KEY WORDS:

Bolivia/politics/ woman rights/ quotes system/democracy .

1.  Participación Política de las mujeres en América Latina

En el VII Encuentro de Magistradas 
Electorales realizado en Brasilia, 
en marzo de 2016, se destacó a 

Bolivia, como el país con mayor parti-
cipación de mujeres en el parlamen-
to y por la aplicación de la Paridad y 
Alternancia, que permite la presencia 
paritaria de Concejalas y Asambleístas 
Departamentales mujeres.

En el contexto de la búsqueda de la 
paridad, alternancia y equidad pre-
sentamos los datos de la situación de 
participación política de las mujeres 
en Bolivia, en espacios elegidos y de-
signados, Parlamento, Asambleas De-
partamentales y Municipios. Así como 
la situación de los ministerios designa-
dos por el Presidente y el propio órga-
no electoral. Pero lo más importante es 
identificar las causas, los procesos que 
han permitido mejorar la situación de 
participación política de las mujeres 

en Bolivia a partir de la Constitución 
de 2009, para reconocer los avances, 
pero también para establecer los de-
safíos pendientes como parte de las 
demandas sociales por la participa-
ción política de las mujeres en Améri-
ca Latina y en el mundo.

Pilar Tello, Coordinadora de Género de 
IDEA Internacional, explica la participa-
ción de las mujeres en América Latina.

En Latino América, sin duda hay un 
importante incremento en la repre-
sentación de mujeres en cargos de 
elección popular dentro de órganos 
legislativos en los últimos diez años. 
Sin embargo, los avances no son 
iguales y hay grandes diferencias en-
tre países. Por un lado, está un grupo 
de ha superado el 40% de mujeres 
en el parlamento, pero, por otro el 
que persiste la subrepresentación 
femenina, teniendo menos de 20% 

Participación de las Mujeres en la Democracia Boliviana
Lic. Dunia Sandoval Arenas
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Porcntaje de mujeres en cámara baja o Cámara única
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Actualmente, en América Latina dos 
mujeres ejercen la presidencia, Miche-
lle Bachelet en Chile y Dilma Rouseff  en 
Brasil.  Sin embargo, no existe correla-
ción entre la presencia de presidentas 
y la participación en los parlamentos. 
Brasil tiene el más bajo nivel (10% de mu-
jeres parlamentarias, mientras que Chile 
está en el 15%. Es decir, los gobiernos de 
mujeres no necesariamente influyen en 
la participación de parlamentarias.

Para Pilar Tello: 

Las cuotas de género han sido fun-
damentales para promover el in-
cremento de mujeres en cargos de 
elección popular. De los 18 países 
Latinoamericanos, 16 cuentan con 
mecanismos para promover una 
mayor presencia de mujeres en car-
gos de elección popular: cinco han 
aprobado la paridad (Ecuador, Bo-
livia, México, Costa Rica y Nicara-
gua); nueve cuentan con cuotas 
de género a nivel legislativo; y dos 
(Panamá y Paraguay) cuentan con 
cuotas únicamente para elecciones 
primarias o internas. (Tello, 2016) 

Para que las normas sean cumplidas, es 
necesaria una conciencia ciudadana 
respecto a la participación política de 
las mujeres y la propia acción ciudada-

na de mujeres organizadas que hagan 
cumplir sus derechos. No existe nece-
sariamente correspondencia entre los 
avances en las leyes y la participación 
política de las mujeres. Cuando no exis-
te conciencia ciudadana respecto a la 
participación política de las mujeres. La 
cultura política latinoamericana es pa-
triarcal y machista, por eso la efectividad 
de los mecanismos de cuotas está vincu-
lada a la posibilidad real que obtengan 
las mujeres de influir en los partidos para 
la confección de listas, priorizando a las 
candidatas como titulares, así como, de 
mecanismos de control informáticos en 
la inscripción o a la existencia de sancio-
nes al incumplimiento de la cuota. 

La cultura política latinoamericana 
patriarcal está dominada por carac-
terísticas masculinas en la búsqueda 
del poder, como la agresividad, la 
competencia y la descalificación. La 
lucha por el control intimida a las mu-
jeres que culturalmente son socializa-
das como concertadoras y generosas 
en la concesión del poder y el control 
a otros. Por eso incluso las mujeres que 
logran ejercer el liderazgo y ocupan 
espacios públicos, son excluidas en la 
toma de decisiones fundamentales. A 
pesar de los avances, la democracia 
solo se ejerce completamente con la 
inclusión de la diversidad ciudadana 

de mujeres. (…) Hoy en día en Lati-
no América, el promedio regional de 
mujeres en Cámara Baja o Cámara 
Única alcanza el 26% porcentaje un 
poco más alto comparado con el 
promedio global que alcanza 22%, 
según los datos de la Unión Interpar-
lamentaria. (Tello, 2016)
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en la participación política. Que se 
traduzca en leyes que sean encarna-
das por mujeres y varones conscientes 

de la importancia de la participación 
equitativa en el poder político y en la 
toma de decisiones.

2.  Participación política en la Democracia Boliviana. 

Las mujeres no participaron como fir-
mantes del Acta de Creación de la 
República de Bolivia el 6 de agosto de 
1825. La primera Constitución no tomó 
en cuenta a las mujeres como seres 
humanos con derechos políticos. La 
Constitución excluía de la ciudadanía 
a los indígenas que eran la población 
mayoritaria. En el Siglo XIX se conside-
raba como “natural” la exclusión de 
las mujeres el mundo público. De he-
cho se las consideraba como incapa-
ces de ejercer la política y el derecho 
al voto estaba negado. 

Los móviles que determinaron la au-
sencia de interpelación y disputa 
sobre la ciudadanía femenina de 
parte de la élite criolla dominante 
respondían a una percepción que 
naturalizaba el lugar de la mujer en 
el mundo privado, donde la ciuda-
danía como construcción y recono-
cimiento de sujetos libres e iguales 
no penetra. Por lo tanto, ser o no 
ciudadana o permanecer al mar-
gen de lo público no requería pole-
mizarse, es decir, se veía  como algo 
que formaba parte indisoluble del 
“orden natural de las cosas.  (Zaba-
la Canedo, 2014)

El inicio del siglo XX significó la conti-
nuación de la exclusión política. Los 
partidos tradicionales, liberal y conser-
vador gobernaron durante la primera 
mitad del siglo XX con Constituciones 
que excluían el voto de las mujeres y 
de los indígenas, con la condición ex-
cluyente de tener rentas y de saber 
leer y escribir. La Revolución de 1952, 

que provino de una insurrección po-
pular de obreros y campesinos se ex-
presó en el voto  Universal. Decreto 
Supremo 3128, del 21 de julio de 1952. 
Las mujeres ejercieron el voto por pri-
mera vez en las elecciones nacionales 
de 1956 (Zabala Canedo, 2014).

Las mujeres empezaron a participar 
en calidad de electoras. Aunque las 
Constituciones reconocían la igualdad 
de derechos entre hombres y mujeres, 
como la Constitución de 1967, en su 
art. 6 señala que: “Todo ser humano 
tiene personalidad y capacidad jurídi-
ca con arreglo a las leyes. Goza de los 
derechos, libertades y garantías reco-
nocidos por esta Constitución, sin dis-
tinción de raza, sexo, idioma (…)”. 

En 1990, con la Ley de Cuotas, estable-
cía que al menos un tercio de los can-
didatos debían ser mujeres. Esta fue 
una medida pionera que fue burlada 
con la participación de mujeres sola-
mente como suplentes. En 1994, la Ley 
de la Participación Popular que esta-
blecía la igualdad de condiciones de 
participación entre hombres y mujeres 
para la democracia local y mencio-
naba -entre los deberes de las Orga-
nizaciones Territoriales de Base- la pro-
moción del acceso equitativo de las 
mujeres a niveles de representación. 
Este fue un inicio de la participación 
femenina en los poderes municipales, 
locales y territoriales. 

En 1997 se incorporó en el Código 
Electoral la cuota del 30% para las 
listas cerradas de las elecciones par-
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lamentarias, que en 1999 se exten-
dería a las elecciones municipales.  
Estas leyes se consolidaron en 2001 en 
una nueva normativa en que se esta-
blecieron las cuotas para las eleccio-
nes de senadores, diputados y conce-
jales. 

Por su parte, en la Ley de Partidos Políti-
cos (1999) se disponía la obligación de 
incluir al menos un 30% de mujeres en 
todos los niveles de dirección territo-
rial y funcional de las organizaciones; 
mientras que en la Ley de Agrupacio-
nes Ciudadanas y Pueblos Indígenas 
(2004) se estableció la obligación de 
un 50% de mujeres en las candidaturas 
para los cargos de representación po-
pular, con alternancia de género en 
las listas de candidatos.

A partir de la aprobación de la Cons-
titución Política del Estado, los regí-
menes electorales se modificaron, en 
2010 se aprobó la Ley 026 del Régimen 
Electoral, actualmente vigente, que 
en sus artículos 11 y 58 establece los 
principios de paridad y alternancia de 
género en la conformación de las lis-
tas de candidatos a diputaciones y se-
nadurías. La aplicación de la paridad 
y alternancia en las listas oficiales de 
todos los partidos políticos y en cargos 
de titularidad, no hace otra cosa que 
completar el largo proceso de “discri-
minación positiva” en la representa-
ción política femenina.

En esta ponencia, se demuestra que 
los mecanismos de acción afirmativa 
sí han sido eficientes en el caso boli-
viano para lograr una mayor partici-
pación política de las mujeres en los 
gobiernos departamentales y munici-
pales y también en la Asamblea Legis-
lativa Plurinacional (Parlamento). 

También se ha despertado una mayor 

conciencia social respecto a la parti-
cipación de  mujeres en los ministerios 
de Estado.  En cuanto al Órgano Elec-
toral Plurinacional, la Ley del Órgano 
Electoral Plurinacional, 018, de 16 de 
junio de 2010, establece la paridad en 
la  Constitución de sus miembros: art. 
12. “El Tribunal Supremo Electoral está 
compuesto por 7 vocales, de los cua-
les al menos 2, serían de origen indíge-
na originario campesino. Del total de 
miembros del Tribunal Supremo Electo-
ral al menos 3 serán mujeres”1.

Estos procesos se dieron a partir de la 
recuperación de la democracia en 
Bolivia, desde 1982 luego de dictadu-
ras  entre 1964 y1982 que negaban los 
derechos políticos, las luchas demo-
cráticas impulsaron el reconocimiento 
de los derechos humanos. Del autori-
tarismo militar se pasó a valorar a las 
instituciones democráticas, como el 
parlamento. La democracia como ins-
titución liberal se restableció con una 
nueva relación entre la sociedad y el 
Estado. Los partidos se convirtieron en 
las décadas de los 80  y 90 como los 
interlocutores entre los ciudadanos y 
el poder. A pesar que existieron con-
flictos entre derechas e izquierdas, la 
participación electoral ciudadana fue 
notable. En 1985 se inició una etapa 
de Democracia Representativa con 
las alianzas entre el Movimiento Na-
cionalista Revolucionario (MNR),  Ac-
ción Democrática Nacionalista (ADN) 
-el partido del Dictador Hugo Bánzer-, 
entre los más importantes. Ellos realiza-
ban alianzas para gobernar y prácti-
camente tomaron el poder en lo que 
se llamó la Democracia Pactada en-
tre 1985 y 2005.

Sin embargo, en esta etapa, no se lo-
gró la inclusión de las mujeres: 

1   El actual Tribunal supremo Electoral de Bolivia está compuesto por 4 mujeres y tres varones. Katia Uriona Gamarra, Presidenta. Antonio Costas Sitic. Vicepresidente.  
Dunia Sandoval Arenas, José Luis Exeni,  vocales y los vocales indígenas, María Eugenia Choque Quispe e Idelfonso Mamani Romero. Completa la lista la vocal elegida 
por el Presidente del Estado, Lucy Cruz Villca. Los vocales se eligieron en julio de 2015, de entre 403 postulantes.
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Si bien la democracia formalmente 
garantizaba la universalidad de los 
derechos políticos, en los hechos y 
desde una dimensión sustantiva se 
demostraba frágil y excluyente a 
la hora de considerar a las mujeres 
como sujetas de poder. Su presen-
cia desigual y marginal en los espa-
cios de definición política del nuevo 
mapa institucional actualizaba las 
contradicciones de una teoría libe-
ral, que sitúa al ciudadano como 
sujeto neutro en cuanto al sexo, ig-
noraba las condiciones de desigual-
dad y desventajas genéricas. (Zaba-
la Canedo, 2014)

Desde 1985 hasta el 2002, los partidos 
fueron los actores principales y las lu-
chas políticas se resolvían en el parla-
mento. Los partidos de centro derecha 
cogobernaban en Bolivia. En este con-
texto, la Ley de Participación Popular 
de 1994, constituyó un hito permitien-
do la participación política de algunas 
mujeres en los Concejos Municipales y 
como participantes del Control Social, 
reconociendo la pluralidad de la re-
presentación local. Los movimientos 
de mujeres canalizaron las demandas 
sociales hacia el Estado visibilizando 
las jerarquías de género que estaban 
vigentes en las instituciones y en el sis-
tema político.

A mediados de los años 90, tanto par-
lamentarias como organizaciones de 
mujeres de la sociedad civil lograron 
posicionar el tema de los derechos 
ciudadanos de las mujeres. Se amplió 
la preocupación por la presencia de 
mujeres en las instituciones y en los ór-
ganos del Estado. En este contexto se 
realizaron foros auspiciados por PNUD, 
Coordinadora de la Mujer y otras insti-
tuciones que debatieron sobre la des-
igualdad. 

Fue un logro  que la sociedad identifi-

que la relación directa entre la demo-
cracia e igualdad de oportunidades, 
ya que anteriormente había una igual-
dad solamente jurídica. Como señala 
María Eugenia Rojas: 

Igualdad real: tener una misma con-
dición y oportunidad de vida para 
todos y todas incluidas las sanciones 
para todos y todas. Igualdad apa-
rente: cuando no se goza de la mis-
ma, se hace diferencia, condición y 
oportunidades de vida para todos 
y todas, incluidas las sanciones dife-
renciadas. (Rojas, 2014)

Las luchas de los movimientos de mu-
jeres buscaban acceder a una igual-
dad real. El sistema de cuotas, fue un 
intento para ejercer una “acción po-
sitiva”, como “discriminación positiva 
que lleve a corregir situaciones de dis-
criminación y que logre una igualdad 
real de derechos entre varones y mu-
jeres, derecho consagrado en la cons-
titución y las leyes.

El Foro Político de Mujeres en 1996, fue 
una organización intra-partidaria e in-
terinstitucional que logró los cambios. 
“Inicialmente se funda como Foro de 
Mujeres Políticas, luego se refunda 
como Foro Político de Mujeres para 
denotar un espacio más amplio y plu-
ral conformado por políticas, feminis-
tas y organizaciones de la sociedad 
civil” (Zabala Canedo, 2014).

Uno de los logros de este foro, en 
1997, fue la aplicación del art. 60 de 
la Constitución Política del Estado, que 
estableció la obligatoriedad de los 
partidos para incorporar en las listas un 
mínimo del 30% de mujeres. 

Las cuotas fueron resistidas en el de-
bate parlamentario, se tomaron como 
un acto coercitivo. Explica Lourdes Za-
bala que se afirmaba que establecer 
a priori porcentajes de participación 
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política para las mujeres, encubre la 
incapacidad de este sujeto social 
para disputar y alcanzar por sus pro-
pios méritos aquellos espacios. Como 
consecuencia se argumentaba que 
al eliminarse la sana competencia, 
se estaba poniendo en riesgo la cali-
dad de la representación. Es decir se 
estaba llevando a la política los crite-
rios neoliberales del libre mercado, sin 
considerar las características sociales 
de exclusión histórica.

Argumentos similares se vertieron pos-
teriormente, para criticar la inclusión 
de pueblos indígenas minoritarios en 
el Parlamento Boliviano y en las Asam-
bleas Departamentales. Actualmente, 
se acepta la inclusión de asambleístas 
indígenas, como un avance de la De-
mocracia Intercultural. Pero estos te-
mas fueron un proceso.

El sistema de cuotas dio resultado. En 
el periodo 1982/1985 la totalidad de los 
27 senadores eran varones. Lo mismo 
en la gestión 1985/1989. En la gestión 
1993/1997 había una senadora titular. 
Mientras que en la gestión 2002/2005, 
cuatro mujeres senadoras de 27 pues-
tos fueron electas. (PNUD, 2010)

La representación política femeni-
na en la Cámara de Diputados, fue 
de 11 mujeres sobre 62 titulares entre 
1997 y  2002 (17,74%) y  entre 2002 y 
2005, 27,42%; finalmente, entre 2005 y 
2009, las mujeres formaban el  28,33%. 
(PNUD, 2010)

Es decir la proporción de mujeres diputa-
das fue cercana al 63% que se proponía.

Las cuotas fueron un proceso; sin em-
bargo, las luchas de las organizacio-
nes de mujeres avanzaron hacia los 
pedidos de paridad y alternancia.

Sin embargo, a pesar que se abrieron 
espacios para las mujeres a nivel lo-
cal como Concejalas y el Parlamen-
to, el estudio de María Eugenia Rojas 
demuestra que se mantienen diversos 
tipos de discriminación del ejercicio 
de las mujeres en la política, inician-
do con la discriminación de género, 
la discriminación socioeconómica, la 
discriminación por edad, y la discri-
minación cultural que está vinculado 
con los usos y costumbres que recha-
zan las actividades políticas de las 
mujeres. La discriminación del mismo 
género, porque las mujeres no con-
fían en liderazgos de otras mujeres y 
finalmente, la autodiscriminación por 
la falta de confianza de las mujeres 
en su propia capacidad. 

Estas prácticas perversas están 
institucionalizadas y forman parte 
del sistema  y la cultura política, 
desincentivan la participación 
de las mujeres en la política, las 
intimidan y amedrentan con el 
propósito de alejarlas y que sean 
incapaces de convertir su lideraz-
go en un oficio político. Esto se ha 
constituido en un modo de ser, 
en normalizar-naturalizar los pro-
cedimientos políticos androcén-
tricos-hegemónicos informales, 
pero muy legitimados, en un es-
tilo propio de ejercer la política y 
la gestión pública en lo local esta 
situación  y escenario político ha 
promovido actitudes, actos, ac-
ciones y conductas para acosar-
las, desmerecerlas y violentarlas 
en la política, sin que medie la 
exigibilidad de sus derechos des-
de la sociedad y particularmen-
te desde las mujeres, en conjun-
to, tolerantes del abuso y menos 
asumir la responsabilidad  desde 
un Estado indiferente y cómplice 
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supuestamente garante de los 
mismos derechos que viola a ni-
vel local. (Rojas, 2014)

El estudio de María Eugenia Rojas, se 
basa en encuestas realizadas a las au-
toridades femeninas municipales, Con-

cejalas en todos los municipios de Bo-
livia. Las autoridades locales expresan 
las dificultadas del ejercicio del poder 
en los ámbitos municipales. A partir de 
esta realidad se dio la Ley contra el 
Acoso y Violencia Política hacia las Mu-
jeres, aprobada el 28 de mayo de 2012.

Lucha por la paridad y alternancia

Cuatro contradicciones han caracteri-
zado la falta de relación entre la socie-
dad y el Estado en Bolivia, la falta de 
representación de los pueblos origina-
rios, la subrepresentación de las regio-
nes, con el predominio de unas regio-
nes dominantes sobre otras, la subre-
presentación de los sectores sociales 
dominados económicamente (clases 
sociales subordinadas) y finalmente, la 
subrepresentación de las mujeres.

La representación en el Estado, no ex-
presaba la diversidad pluricultural, de 
clases sociales, de regiones y de géne-
ro, presentes en la sociedad boliviana. 
Entonces estas contradicciones esta-
llaron de manera fuerte, y al mismo 
tiempo, cuestionando al Estado Neo-
liberal desde el año 2000. Emergieron 
al mismo tiempo, movimientos ciuda-
danos y sociales, movimientos feminis-
tas, movimientos de reivindicación de 
los derechos de los pueblos indígenas 
y al mismo tiempo, movimientos políti-
cos con raíces en la izquierda nacio-
nalista latinoamericana.

Todos estos procesos desembocaron en 
la Asamblea Constituyente, convocada 
desde los movimientos sociales.

En la Asamblea Constituyente, entre 
2006 y 2008, convergieron diversos mo-
vimientos feministas, indígenas y otros 
que lograron un Estado incluyente, por 

lo menos, según lo afirma la Constitu-
ción en su art. 3. “La nación boliviana 
está conformada por la totalidad de las 
bolivianas y los bolivianos, las naciones y 
pueblos indígenas originarios, campesi-
nos y las comunidades interculturales y 
afro-bolivianas  que  en conjunto consti-
tuyen el pueblo boliviano.

En la misma Constitución el art. 14. Ca-
racteriza la paridad y la alternancia: 
“En la elección de asambleístas se ga-
rantizará la igual participación de hom-
bres y mujeres”. En el caso de la orga-
nización y elección de candidatos en 
partidos políticos, agrupaciones ciuda-
danas y pueblos indígenas que se pre-
senten a elecciones…” (Art. 147. I.).

En la sociedad civil fueron varias las 
instituciones que contribuyeron en 
realizar incidencia política para la in-
clusión de la equidad en la Constitu-
ción y posteriormente, en la Ley del 
Régimen Electoral que incluyan la pa-
ridad y la alternancia:

• Foro Político de las Mujeres (antes 
Foro de Mujeres Políticas).

• Coordinadora de la Mujer.

• Red de ONGs.

• Activistas y feministas. 
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• Organizaciones sociales matrices de 
mujeres (federaciones y confedera-
ciones sindicales, campesinas, indí-
genas, de trabajadoras, entre otras).

En el sistema político:

• Mujeres parlamentarias.

• Asociación de Concejalas de Bolivia.

• Algunos parlamentarios varones 
(diputados, senadores, miembros 
y presidentes de comisión y de las 
cámaras legislativas).

La estrategia se plantea como “guerra 
de posiciones” (no solamente imponer 
leyes sino convencer a los políticos). El 
Cabildeo de las organizaciones de mu-
jeres se desplegó en varias direcciones, 
logrando resultados en general favora-
bles aunque desiguales en cada comi-
sión de la Asamblea Constituyente. Es-
pacios de intercambio y deliberación 
permanente en el seno de las organi-
zaciones sociales de base. Para ser ca-
nalizadas por las representantes.

También se realizaron Alianzas con ac-
tores mediáticos:

• Estrategias de visibilidad y espec-
tacularidad: (taparse la boca con 
chalinas, burkas; portar letreros con 
consignas en sesiones parlamenta-
rias). 

• Campañas mediáticas: “Listas para las 
listas” y luego  “Listas para los votos”.

Espacios de difusión e información de 
logros, aprobación de normas y ac-
ciones en proceso. (Choque Aldana)

Los avances legislativos más impor-
tantes fueron el establecimiento de la 
paridad y alternancia incluidas en la 

Ley del Régimen Electoral en el 2010. 
En  esta Ley, que ya se ha llevado a la 
práctica  garantiza el acceso al poder 
político de las mujeres. 

El art. 11, equivalencia de condi-
ciones. La democracia intercultural 
boliviana garantiza la equidad de 
género y la igualdad de oportunida-
des entre mujeres y hombres. Las au-
toridades orales competentes están 
obligadas a su complimiento, confor-
me a los siguientes criterios básicos: a) 
Las listas de candidatas y candidatos 
a Senadoras y Senadores, Diputadas 
y Diputados, Asambleístas Departa-
mentales y Regionales, Concejalas y 
Concejales Municipales y otras auto-
ridades  electivas, titulares y suplentes 
respetarán la paridad y alternancia 
de género entre mujeres y hombre, 
de tal manera que exista una candi-
data titular mujer y a continuación un 
candidato titular hombre, un candi-
dato suplente hombre y a continua-
ción una candidata suplente mujer, 
de manera sucesiva.” (Bolivia Estado 
Plurinacional , 2010)

Finalmente, la “Ley contra el acoso y 
violencia política hacia las mujeres” 
243, promulgada el 28 de mayo de 
2012, tiene el objetivo de establecer 
mecanismos de prevención, atención, 
sanción contra actos individuales o 
colectivos de acoso y/o violencia polí-
tica hacia las mujeres, garantizando el 
ejercicio de los derechos políticos de 
las mujeres candidatas, electas, desig-
nadas o en el ejercicio de funciones 
político administrativas.

Esta Ley pionera en Latinoamérica 
protege la participación política de las 
mujeres al ser electas y en el ejercicio 
de sus funciones. Tiene aspectos fun-
damentales, como evitar la renuncia 
de las autoridades femeninas electas.
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3.  Situación actual de la participación política de las mujeres en cargos electos

La elección más reciente de Autorida-
des Políticas, Departamentales, Regio-
nales y Municipales, fue el 29 de marzo 
de 2015. Se eligieron Gobernadores para 
cada uno de los nueve departamentos y 
Asambleístas Departamentales. 

En el caso de los municipios se eligie-
ron Alcaldesas o Alcaldes, además de 
Concejalas y Concejales en 339 muni-
cipios. En la estructura de Gobiernos 
Autónomos, además del Ejecutivo Go-
bernador (a) o Alcalde o Alcaldesa, 
funciona el poder legislativo: La Asam-
blea Departamental y los Concejos 
Municipales son los órganos legislati-
vos. Así, cada Alcalde o alcaldesa tie-
ne un Concejo como contraparte y lo 
mismo el Gobernador o Gobernado-
ra, con su Asamblea Departamental. 
En los espacios legislativos participan 
los y las representantes de fuerzas polí-
ticas por mayoría y por minorías.

En el año 2015 se llevaron a cabo las 
elecciones de alcaldes, alcaldesas, 
concejales y concejales. De los 339 mu-
nicipios del territorio nacional, fueron 
elegidas 29 alcaldesas (8,5%) y 310 son 
alcaldes (91,5%). En ciudades grandes 
la única mujer al mando de un muni-
cipio es Soledad Chapeton, en ciudad 
del Alto. En ninguna de las nueve ciu-
dades capitales de departamento fue-
ron electas mujeres Alcaldesas. En el or-
denamiento político de Bolivia, desde 
1994, los Municipios se constituyeron en 
Gobiernos Autónomos con un Ejecuti-
vo, Alcalde o Alcaldesa y un Legislati-
vo, el Concejo Municipal. Mientras que 
son electos de manera paritaria Con-
cejalas y Concejales. El número de Al-
caldesas mujeres es mínimo. 

En el 2015, todos los departamentos 
tienen presencia femenina en las al-
caldías, Chuquisaca es el único De-
partamento que no eligió ninguna mu-
jer como alcaldesa. El Departamento 
de Santa Cruz y Oruro tienen  mayor 
representación femenina municipal. 
Los departamentos con mayor núme-
ro de alcaldías encabezadas por mu-
jeres son Santa Cruz y Oruro, con 6 al-
caldesas electas en cada uno.

Cuchisa-
ca La Paz Cochabam-

ba Oruro Potosí Tarija Santa
Cruz Beni Pando

Alcaldes y Alcaldesas de los minucipios de Bolivia
(Por Departamento)

Mujeres

Varones

0

29

5

82

4

43

6

28

2

38

1

10

6

50

2

17

1

14

Fuente: Tribunal Supremo Electoral (2016)

La explicación para la baja presen-
cia de Alcaldesas, con relación a los 
Alcaldes varones, se produce porque 
dada la situación de cultura patriarcal 
en el ejercicio del poder político, si no 
existe una aplicación de la Ley de Pa-
ridad y Alternancia, los candidatos va-
rones se imponen. Se pueden estudiar 
alternativas para obligar a los partidos 
a poner candidatas mujeres para los 
gobiernos municipales.

Una situación muy distinta se da en el 
caso de las Concejalas de los Munici-
pios, donde el número de mujeres es 
mayor al de los varones, fueron elegi-
das 1933 mujeres y 1913 varones. Solo 
los departamentos de Potosí y Santa 
Cruz tienen el mayor número de con-
cejales varones.
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Fuente: Tribunal Supremo Electoral (2016)

En la actual gestión se ha cumplido la 
participación equitativa de mujeres y 
varones en actos electorales. Los da-
tos muestran los avances en el forta-
lecimiento de la Democracia en Boli-
via y el desarrollo local, en el caso de 
concejalas, como una consecuencia 
de la aplicación de la Ley de Paridad 
y Alternancia que obliga a las organi-
zaciones políticas a poner a candida-
tos y candidatas en alternancia. Por 
ejemplo, si el varón es titular, la mujer 
debe ser suplente y viceversa. Ade-
más, deben alternarse en la listas.

Cuchisa-
ca La Paz Cochabam-

ba Oruro Potosí Tarija Santa
Cruz Beni Pando

Autoridades Bolivia
(Hombre y Mujer por departamento)

Mujeres

Varones

0

29

5

82

4

43

6

28

2

38

1

10

6

50

2

17

1

14

En los Gobiernos Departamentales 
Autónomos, el Gobernador o Gober-
nadora ejerce el poder Ejecutivo De-
partamental y las Asambleas Depar-
tamentales. La Ley de Paridad y Alter-
nancia es efectiva para lograr que las 
Asambleas Departamentales hayan 
logrado una paridad en la represen-
tación. En cuanto a los asambleístas, 
al igual que concejales existe paridad, 
aunque la mayoría de los asambleístas 
en el país son varones; los asambleís-
tas elegidos fueron 250 varones y 245 
asambleístas mujeres. Los departa-
mentos con mayor número de asam-
bleístas varones son (Oruro, Potosí, 
Pando).

Cuchisa-
ca La Paz Cochabam-

ba Oruro Potosí Tarija Santa
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En conjunto se nota que en las auto-
ridades electas, todavía predomina el 
género masculino. En síntesis, solo el 8% 
de Alcaldesas son mujeres y ninguna 
Gobernadora. Los legislativos de muni-
cipios y Asambleas Departamentales, 
han logrado una paridad. Este es un de-
safío, porque todavía en Bolivia las mu-
jeres participan en los órganos legislati-
vos y de fiscalización de las autonomías 
departamentales y municipales, pero 
no todavía en el ejercicio ejecutivo.
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Fuente: Tribunal Supremo Electoral (2016)

Fuente: Tribunal Supremo Electoral (2016)

Las mujeres no son Alcaldesas en ciu-
dades de más de un millón de habi-
tantes. La única excepción Soledad 
Chapetón, Alcaldesa de la Ciudad de 

Autoridades Mujeres Varones Total % Mujeres % Varones
Alcaldes y Alcaldesas 27 311 338 8% 92%
Concejales y Concejalas 1933 1913 3846 50% 50%
Gobernadores 0 9 9 0% 100%
Asambleistas 245 250 495 49% 51%

Autoridades electas en Municipios y Gobernaciones en Bolivia 

Participación Femenina en la Asamblea Plurinacional:
Cámaras de Diputados y Senadores

La nueva Asamblea Legislativa Pluri-
nacional que inició sus funciones el 22 
de enero de 2015, está conformada 
por 80 varones y 79 mujeres. La presen-
cia femenina en el parlamento supera 
el tercio de los escaños. Este es un he-
cho histórico, que posiciona a Bolivia 
como el segundo país con mayor par-
ticipación de mujeres parlamentarias 
en el mundo (ONU Mujeres). Gracias 
a la regla de paridad, las congresis-
tas han crecido en número en mane-
ra notable; los partidos políticos están 
obligados a presentar sus listas de can-
didatos varones y mujeres en la misma 
proporción. En el caso de la cámara 
baja (diputados plurinominales y uni-
nominales) ocupan el curul las mujeres 
el 51%, y los varones en un 49%. Los de-
partamentos de Oruro, Pando, Potosí 
y Tarija, son los que tienen menos di-
putadas electas; mientras que en Co-
chabamba, La Paz, Chuquisaca, San-
ta Cruz hay más mujeres.
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En la cámara (alta) senadores, los cu-
rules están compuestos en su mayoría 
por los varones, el 58% son varones y 
42% mujeres.
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Fuente: Tribunal Supremo Electoral (2016)

Participación de las Mujeres en la Democracia Boliviana
 Lic. Dunia Sandoval Arenas

El Alto, ciudad aledaña a La Paz, que 
tiene cerca de un millón de habitantes. 
Esta Alcaldesa sufre de acoso político.
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4.  Participación de las mujeres en el 
Poder Ejecutivo

En los diez años del Gobierno de Evo 
Morales, un total de 97 hombres y mu-
jeres pasaron por su gabinete ministe-
rial, de estos solo el 36% fueron mujeres 
(35 mujeres); mientras que el 64% ( 62 
hombres) fue copado por varones. En 
el gabinete del año 2010, con la reor-
ganización del Poder Ejecutivo, 10 de 
las 20 carteras fueron ocupadas por 
mujeres, cuatro de ellas indígenas; esto 
significó un 50% mujeres y 50% varones 
para este año. La participación de la 
mujer en las carteras de gobierno fue 
disminuyendo desde el 2012. En el año 
2016 de las 21 carteras del Gabinete 
Ministerial, el 76%, (16 carteras) son ocu-
padas por varones, mientras que el 24% 
(5 carteras) son ocupadas por mujeres. 

En los diez años de gobierno ninguna 
mujer ha estado de manera continua 
en el gobierno de Evo Morales. Las Mi-
nistras con más tiempo en el gobierno 
de Evo Morales son la Ministra de Trans-
parencia, Nardi Suxo y la de Desarrollo 
Rural  y Tierras, Nemesia Achacollo.

El nombramiento de ministros y minis-
tras depende del presidente, si bien 
en 2010 se dio una imagen de equi-
dad, actualmente, se nota un predo-
minio de varones en el manejo del 
Poder Ejecutivo.

En Bolivia la única mujer presidenta fue 
Lidia Gueiler Tejada en 1980, derrocada 
por un golpe militar. En la historia con-
temporánea no ejercieron mujeres los 
cargos de presidenta o vicepresidente.

• La participación política de las mu-
jeres ha logrado avances a partir de 
procesos de acción afirmativa que 
obligan a las Organizaciones Polí-
ticas a presentar candidatas. Las 
primeras acciones que imponen a 
otorgar un tercio de las candida-
turas a las mujeres, fueron burladas 
con la ubicación de “suplente”, de 
manera continua.

• En un proceso favorable, se ve 
cada vez mayor participación de 
mujeres en cargos electos y por mé-
ritos. Sin embargo esta participa-
ción se da solamente en los niveles 
legislativos, Concejos Municipales y 
Asambleas Departamentales, ade-
más de la Asamblea Plurinacional. 
Los niveles ejecutivos están domi-
nados todavía por varones.

• Los procesos de paridad y alter-
nancia provienen de luchas de or-
ganizaciones de mujeres feministas 
y de movimientos sociales de mu-
jeres indígenas, quienes ejercieron 
labores de incidencia que logra-
ron establecer acciones afirmati-
vas favorables, tanto en lo legal, 
como en los hechos.

• El proceso constituyente boliviano 
que logró la inclusión de indígenas 
de los pueblos originarios, afro-boli-
vianos y la inclusión explícita de las 
mujeres en la participación política 
es el fundamento social de la ac-
tual práctica de la alternancia y 
paridad y  que Bolivia se encuentre 
en el primer lugar en Latinoamérica 
de Diputadas (52%).

CONCLUSIONES
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• En la práctica se han encontrado 
todavía muchas dificultades en el 
ejercicio del poder para las muje-
res en una práctica en la que pre-
domina el acoso al ejercicio de 
la función política por las mujeres. 

Bibliografía

Cámara de Diputados. Recuperado el 15 de marzo de 
2016. Disponible en http://www.diputados.bo/index.php/
diputados/diputados1. La Paz-Bolivia. 

Coordinadora de la Mujer. Recuperado el 15 de marzo de 
2016. Disponible:http://www.coordinadoradelamujer.org.bo/
web/index.php/actividades/mostrar/id/117. La Paz-Bolivia. 

Choque Aldana, M. (s.f.). Paridad y alternancia en Bolivia 
Avances y desafíos de la participación de las mujeres en 
la política. Recuperado el 1 de abril de 2016, de https://
www.oas.org/es/CIM/docs/Foro2012-CHOQUE.ppt

Estado Plurinacional de Bolivia. (2010). Ley de Régimen Electoral.

Marco, F. (2014). Derechos económicos de las mujeres en 
Bolivia “Brecha entre la ley y la realidad”. La Paz, Bolivia. 
Serie de Estudios e Investigaciones. Página 7. Participación 
de la mujer en la Política. Recuperado el 15 de marzo de 
2016. Disponible en HYPERLINK “http://www.paginasiete.
bo/opinion/2014/7/17/participacion-mujer-politica-26938.

htm”  http://www.paginasiete.bo/opinion/2014/7/17/par-
ticipacion-mujer-politica-26938.htm . La Paz, Bolivia. 

PNUD. (2010). Atlas Electoral. La Paz, Bolivia.
Rojas, M. E. (2014). Derechos políticos de las mujeres: En-
tre la inseguridad y la violencia política de Alto Riesgo. La 
Paz, Bolivia: Tribunal Supremo Electoral.

Tello, P. (2016). IDEA INTERNACIONAL. Recuperado el 1 de 
abril de 2016, de ¿Hacia dónde vamos?: Participación políti-
ca de la mujer en América Latina: Gender Consultor http://
www.idea.int/es/americas/hacia-donde-vamos-participa-
cion-politica-de-la-mujer-en-america-latina.cfm

Zabala Canedo, M. L. (2014). Trayectorias Electorales. Par-
ticipación Política de las mujeres en la democracia boli-
viana. La Paz, Bolivia: Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo. PNUD.

Esta situación influyó en la promul-
gación de la Ley Contra el Acoso y 
Violencia Política hacia las mujeres 
(Ley 243 de 28 de mayo de 2012).



REVISTA JUSTICIA ELECTORAL Y DEMOCRACIA
Número 4, Año 3, 2016 59

LA INFLUENCIA DEL DISEÑO 
DEL SISTEMA ELECTORAL EN 
LA GOBERNABILIDAD 

*   Jurista de la Universidad Central del Ecuador. Se desempeñó como abogado en libre ejercicio y 
dirigente gremial, alcanzando el cargo de Presidente del Colegio de Abogados de Chimborazo. 
Durante, aproximadamente, una década combinó su conocimiento en Derecho y su pasión por 
la comunicación, en el programa de radio “La ley es la ley, pregunte al doctor” de radio Tricolor de 
Riobamba; además, fue articulista de Diario La Prensa de Chimborazo y director regional del Ex-
Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización (IERAC), actual Secretaría de Tierras. Fue 
elegido asambleísta constituyente y presidente de la Comisión de Fiscalización y Control Político 
durante el proceso de transición legislativa. Actualmente, es asambleísta por la Provincia de 
Chimborazo, preside la Comisión de Justicia y Estructura del Estado y su trabajo se ha destacado 
por su trascendencia nacional, en el Proyecto de Ley de Comunicación, el Proyecto de Código 
Orgánico Integral Penal, reformas al Código de la Democracia, el Código Orgánico General de 
Procesos, entre otros.

Dr. Mauro Andino Reinoso *

RESUMEN:

En la región en la última década los procesos políticos electorales han tomado gran relevancia. 
Elecciones presidenciales, consultas populares y referéndums han contribuido para consolidar la 
democracia en la región suramericana, especialmente en los países andinos. El incremento de 
los porcentajes de participación de ciudadana en estos procesos evidencian el crecimiento del 
interés político en procesos de elección de autoridades públicas y en la elaboración de políticas 
públicas, además de dotar de legitimidad a la conformación de los gobiernos. El diseño de los 
sistemas electorales es uno de los elementos más importantes para los sistemas democráticos, 
porque a través de sus elementos transforma los votos en cargo y determina quienes serán los 
que lideren el poder de un Estado.

PALABRAS CLAVES:

Sistema electoral / gobernabilidad / presidencialismo / reformas electorales.

ABSTRACT:

In the region, in the last decade the electoral political processes have taken relevance. Presidential 
elections, referendum and consultation of the people  have  contributed to consolidate the 
democratic processes, especially in  Andean countries. The increase of citizen participation rates 
have demonstrated the growth of political interest in election processes of public authorities 
and the development of public policies, and have provided legitimacy to the governments 
configuration. The design of electoral systems is one of the most important elements of democratic 
systems, because through its elements transforms the votes in public authorities and determines 
who will be leading the power of a State.

KEY WORDS:

Electoral system / governance / Presidentialism/ electoral reforms
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En el sistema electoral está pre-
sente el principio de represen-
tatividad. No obstante, los resul-

tados que este pueda producir se ven 
reflejados también en el principio de 
gobernabilidad. El objetivo es reflexio-
nar sobre la relación entre gobernabi-
lidad y el diseño normativo institucio-
nal del sistema electoral, desde una 
aproximación teórica. Un breve aná-
lisis de los elementos que componen 
este sistema ayudará a evidenciar los 
posibles efectos del sistema electoral 
en cuanto a la gobernabilidad. Como 
elementos también influyentes en esta 
relación está el sistema de partidos y 
la estructura institucional, además del 
sistema de gobierno presidencialista. 

El sistema electoral en su definición 
restringida es entendido como el con-
junto de “reglas a través de las cua-
les los electores pueden expresar sus 
preferencias políticas y mediante las 
cuales es posible convertir los votos en 
escaños parlamentarios…o cargos de 
gobierno” (Nohlen, 2012:3). Es a través 
de la organización de estas reglas que 
es posible conformar los gobiernos de-
mocráticos representativos. 

Por otro lado, la gobernabilidad es un 
concepto amplio que dentro de una 
democracia depende de la relación 
entre una autoridad de sus instituciones 
gubernamentales y la fortaleza de las 
instituciones de oposición (cf. Bobbio 
1998: 548). En síntesis, es un “Estado de 
equilibrio dinámico entre demandas so-
ciales y capacidad de respuesta guber-
namental” (Ortega & Morata 2002: 1) en 
esta corta definición se integran los prin-
cipios de eficacia, legitimidad y estabili-
dad presentes en todos las perspectivas 
de análisis de la gobernabilidad.

El análisis de la relación entre el sistema 
electoral con la gobernabilidad debe 
tomar en cuenta las particularidades 
del sistema presidencial. Como por 
ejemplo “el carácter personalista de la 
elección presidencial con la limitación, 
empleada con frecuencia en Améri-
ca Latina del mandato presidencial, 
introduce un elemento de irrespon-
sabilidad gubernamental” (Ortega & 
Morata 2002:2). Asimismo, a nivel legis-
lativo “la división institucional de pode-
res favorece la formación de mayorías 
inestables” (Ortega & Morata 2002:2). 
Es a través del sistema electoral que se 
permite la conformación de los gobier-
nos, y los efectos que se generen son 
importantes para tener en cuenta. El 
punto en común es que tanto un siste-
ma electoral como un sistema de go-
bierno funcional tienen como objetivo 
principal solventar las demandas de los 
ciudadanos, económicas, políticas y 
sociales. La gobernabilidad se convier-
te en un reto que enfrentan todos los 
regímenes políticos. La pregunta que se 
plantea Dieter Nohlen (1992: 392) res-
pecto a esta relación hace referencia 
a sí son necesarias las reformas electo-
rales para mejorar la gobernabilidad 
en países latinoamericanos. 

Es así que, este artículo está estructura-
do en dos segmentos. El primero ana-
liza los factores del sistema electoral 
que influyen en la conformación de los 
gobiernos, y que al pasar del tiempo, 
ocasionan conflictos de gobernabili-
dad. Un segundo segmento introduce 
un breve análisis sobre los elementos 
de este sistema que han evolucionado 
en las últimas décadas, y finalmente 
algunas conclusiones que proponen 
la posibilidad de contemplar reformas 
que pueden favorecer a alcanzar ma-
yor representatividad, y conjuntamen-
te gobernabilidad democrática.

Introducción

LA INFLUENCIA DEL DISEÑO DEL SISTEMA ELECTORAL EN LA GOBERNABILIDAD
Dr. Mauro Andino Reinoso 
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1.  Factores del sistema electoral que afectan la conformación de los gobiernos

Acorde con Ortega & Morata  exis-
ten dos interrogantes que surgen al 
analizar los efectos que los sistemas 
electorales puedan tener sobre la go-
bernabilidad. La primera consiste en 
el principio de representatividad. Las 
instituciones que se conforman con 
autoridades de elección popular de-
berán “reflejar adecuadamente los di-
ferentes intereses sociales y políticos” 
Ortega & Morata (2002:2).  Para lograr 
este propósito se procura:

Establecer una relación más o menos 
proporcional entre las diferentes fuer-
zas políticas, equivalente a una rela-
ción equilibrada entre votos y esca-
ños. Cuanto mayor sea la diferencia 
entre el porcentaje de votos y esca-
ños obtenido por cada partido políti-
co, menor será la representatividad 
del sistema. (Ortega & Morata 2002:2)

Como segundo punto del análisis está 
el “grado de concentración/efectivi-
dad, que consiste en la agregación 
de los intereses sociales, de tal manera 
que de ellas resulten decisiones políti-
cas y que la comunidad adquiera ca-
pacidad de decisión política” (Ortega 
& Morata 2002:2). De esto se desprende 
el grado de fragmentación parlamen-
tario y el número efectivo de partidos 
que alcanzan dicha representación.

Es necesario describir con precisión 
cada uno de los elementos que com-
ponen el sistema electoral, en espe-
cial los resultados que estos producen. 
La observación detenida de estos ele-
mentos es importante en el momento 
de proponer reformas, ya que se identi-
fican  factores que pueden ser mejora-
dos de acuerdo con las necesidades, 
no solo de los resultados que se quie-
ran obtener del sistema electoral sino 
también del sistema de gobierno y del 

sistema de partidos. En Ecuador, como 
en muchos países de América Latina, 
el sistema de gobierno que prima es el 
Sistema Presidencial; para mantener 
un equilibrio en este tipo de sistemas 
de gobierno, esencialmente entre los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo, cuyos 
miembros son de elección popular 
directa, es relevante considerar al sis-
tema electoral y los efectos que este 
puede producir para mantener este 
balance, es decir la gobernabilidad. 
Para Sartori (1994: IX) “el sistema elec-
toral es una de las partes esenciales 
de los sistemas políticos (…) influyen en 
el sistema de partidos y afectan el al-
cance de la representación”.

Existen tres factores fundamentales 
que conforman los sistemas electo-
rales, y que son considerados claves 
para analizar la relación con la gober-
nabilidad (Nohlen 1992). (1) La simulta-
neidad en entre elecciones presiden-
ciales y parlamentarias; (2) los factores 
del sistema para elegir presidentes; y, 
(3) los factores del sistema para elegir 
miembros del parlamento. 

En cuanto a la simultaneidad entre los 
dos tipos de elecciones, en caso de 
que estas se realicen simultáneamente 
es importante considerar el grado de 
intensidad. Acorde con Nohlen (1992: 
394) se pueden distinguir tres grados: 
(1) baja simultaneidad, cuando am-
bas elecciones tienen lugar el mismo 
día; (2)  simultaneidad media, cuando 
el votante tiene que sufragar para ele-
gir tanto presidente como miembros 
del parlamento con la misma papele-
ta; y, (3) alta simultaneidad, cuando el 
elector tiene un solo voto para ejercer 
su elección. La importancia del análi-
sis es el “efecto estructurador” (Nohlen 
1992:395)  que se produce; es decir, la 
decisión del elector sobre los partidos, 
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y estos sobre el sistema de partidos, y 
a su vez sobre la conformación y re-
lación entre el ejecutivo y legislativo; 
“mientras más intensa sea la simulta-
neidad mayor será el influjo directo de 
la decisión en la elección presidencial 
(…) sobre la decisión del electorado 
en la elección parlamentaria” (Nohlen 
1992). Esto nos permite evaluar la ac-
tuación de los partidos en los periodos 
electorales. Además, si tomamos a “las 
elecciones presidenciales, considera-
das como las más importantes [éstas] 
ejercerían un efecto de arrastre sobre 
los resultados de las legislativas” (Orte-
ga & Morata, 2002).

La pregunta que plantea Nohlen (1992: 
394) es interesante para la reflexión con 
miras a futuras elecciones: “¿atrae un 
buen candidato presidencial más vo-
tos a un partido en la elección parla-
mentaria?”. Es importante señalar que, 
“las preferencias electorales de los vo-
tantes con frecuencia se ven condicio-
nadas por la naturaleza del órgano a 
elegir” (Ortega & Morata 2002:7). 

De esta manera el segundo factor se 
refiere a los procedimientos para ele-
gir presidentes. Son elementos impor-
tantes el tipo de mayoría exigida para 
elegir un presidente y de ser la mayo-
ría absoluta, quién toma la decisión, 
si es el parlamento o directamente la 
ciudadanía en segunda vuelta electo-
ral. Actualmente, casi todos los países 
latinoamericanos (Nohlen 1992:395) 
exigen la mayoría absoluta de los vo-
tos válidamente emitidos para elegir 
presidente. Cuando ningún candida-
to obtiene este requisito se establece 
una segunda vuelta electoral para 
que sean los electores quienes deci-
dan a su gobernante; sin embargo, 
el apoyo electoral de la ciudadanía 
puede cambiar en el tiempo, y que 
para que un gobierno funcione efi-

cazmente “puede ser más importante 
que el presidente disponga de mayo-
rías institucionales” (Nohlen, 1992: 396).

Un tercer factor a considerar en el di-
seño de los sistemas electorales son 
las elecciones para elegir los miem-
bros del parlamento. Existe un primer 
elemento que distingue dos tipos de 
acuerdo con Nohlen (1992:396), elegir 
parlamentarios por el sistema de repre-
sentación de mayoría o proporcional. 

En el país, siguiendo la tendencia de la 
región, el sistema es proporcional. Den-
tro de estos existe la proporcionalidad 
imperfecta (Nohlen 1992:396), es de-
cir que no existe una proporcionalidad 
exacta entre votos y escaños, existe la 
integral y la relativa. Un segundo ele-
mento del sistema de gobierno que pro-
duce efectos en la elección parlamen-
taria es la configuración de las circuns-
cripciones. Estas pueden ser grandes, 
medianas o pequeñas y su tamaño esta 
dado conforme el número de escaños 
a elegirse en cada una de ellas. En el 
caso particular ecuatoriano las circuns-
cripciones electorales son plurinomina-
les y son pequeñas (de uno a cinco) y 
medianas (de seis a diez). Estas están 
determinadas de acuerdo con las divi-
siones territoriales provinciales. 

Asimismo, el tercer y cuarto elemento del 
sistema electoral son la forma de candi-
datura y la forma de voto. Las candida-
turas se organizan en listas, en muchos 
países de la región las listas son cerra-
das y bloqueadas; Ecuador es una de 
las excepciones en donde las listas son 
abiertas. A esto se suma el tipo de voto, 
en algunos países el elector puede tener 
un voto, o tantos votos como dignidades 
a elegir. En el país los electores disponen 
de más de un voto, y al ser las listas abier-
tas pueden elegir votar por candidatos 
entre listas. El efecto que genera es una 
elección más personalizada. 

LA INFLUENCIA DEL DISEÑO DEL SISTEMA ELECTORAL EN LA GOBERNABILIDAD
Dr. Mauro Andino Reinoso 
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Categoría Subcategoría Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas. Código de la Democracia  (CD)

Derecho al 
Sufragio

Voto obligatorio
Art. 11.- El Ejercicio del derecho al voto se realizará de conformidad con las siguientes disposiciones: 
1. El voto será obligatorio para las ecuatorianas y ecuatorianos mayores de dieciocho años, 
incluyendo a las personas privadas de libertad sin sentencia condenatoria ejecutoriada.

Voto facultativo

(Art. 11. Segundo segmento) 2. El voto será ́facultativo para las personas entre dieciséis y dieciocho 
años de edad, las mayores de sesenta y cinco años (65), las ecuatorianas y ecuatorianos que habitan 
en el exterior, los y las integrantes de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional en servicio activo, las 
personas con discapacidad y las personas analfabetas. 

Voto extranjeros

(Art.11. Tercer segmento) Lo será ́también para las extranjeras y extranjeros desde los dieciséis 
años de edad que hayan residido legalmente en el país al menos cinco años y se hubieren inscrito 
en el Registro Electoral. El Consejo Nacional Electoral reglamentará y establecerá ́las condiciones 
necesarias para facilitar el ejercicio del sufragio a las personas con discapacidad. 

Candidatos

Primarias 
abiertas

Art. 346.- El Estatuto o régimen orgánico deberá establecer el porcentaje máximo de invitados que 
la organización política podrá postular en cada circunscripción. La ubicación de estos invitados en 
las listas deberá ser definida con anterioridad o al momento de la convocatoria al proceso electoral 
interno para seleccionar los candidatos. Art. 348.- En el estatuto o en el régimen orgánico, según 
corresponda, constará la modalidad de elección y designación de candidaturas a las que se refiere 
la Constitución de la República. Las modalidades que deberán ser reglamentadas pueden ser: 
1. Primarias Abiertas participativas con voto universal, libre, igual, voluntario, directo, secreto y 
escrutado públicamente, con la intervención de los afiliados o adherentes y de los sufragantes no 
afiliados.

Primarias 
cerradas

Art. 348 (…) 2. Primarias Cerradas con voto libre, igual, voluntario, directo, secreto y escrutado 
públicamente, de los afiliados a los partidos políticos o adherentes permanentes a movimientos 
políticos, según sea el caso. 

Otros 
(Presidente)

Art. 348. (...) 3. Elecciones representativas a través de órganos internos, conforme lo disponga el 
estatuto o el régimen orgánico. 
(Art. 348) Si las elecciones primarias fueran abiertas, como en el caso del numeral primero de este 
artículo, tienen derecho a sufragar a más de los y las afiliadas, toda persona en goce de derechos 
políticos que sea mayor de 16 años. Las personas extranjeras residentes en el Ecuador tienen 
derecho al voto siempre que hayan residido legalmente en el país al menos cinco años. El Consejo 
Nacional Electoral entregará el registro electoral y los padrones. No podrán votar quienes no 
consten en los padrones electorales, y quienes no presenten la cédula de ciudadanía. Los padrones 
serán publicados cuarenta y cinco días antes de la elección para permitir su verificación y se cierra 
treinta días antes del proceso electoral. 

Formas de voto Lista ABIERTA

Art. 120.- En las elecciones para representantes a la Asamblea Nacional y al Parlamento Andino 
así como para consejeros regionales, concejales municipales y vocales de las juntas parroquiales 
rurales, los electores marcarán la casilla que identifique a cada candidato de una sola lista o 
entre listas, hasta el máximo de la representación que corresponda elegir. Art. 160.-Las y los 
representantes de la Asamblea Nacional, representantes ante el Parlamento Andino, consejeras y 
consejeros regionales, las y los concejales distritales y municipales y vocales de juntas parroquiales 
rurales se elegirán votando por las candidaturas de las listas establecidas mediante procesos 
democráticos internos o elecciones primarias y que deberán mantener de forma estricta la equidad, 
paridad, alternabilidad y secuencialidad entre hombres y mujeres o viceversa. El elector podrá 
indicar su preferencia por los o las candidatas de una sola lista o de varias listas hasta completar el 
número permitido para cada uno de los cargos señalados.

Fórmulas 
escaños

Mayoría

Art. 161. Las candidaturas a la Presidencia y a la Vicepresidencia de la República constarán en la 
misma papeleta. El binomio será elegido por la mayoría absoluta de votos válidos emitidos o si el 
binomio que consiguió el primer lugar obtiene al menos el cuarenta por ciento de los votos válidos 
y una diferencia mayor a diez puntos porcentuales sobre la votación lograda por el binomio ubicado 
en el segundo lugar. 
Si ninguna de las anteriores condiciones se cumple, se realizará una segunda vuelta electoral dentro 
de los siguientes cuarenta y cinco días contados desde la proclamación de resultados, y en ella 
participarán los dos binomios más votados en la primera vuelta.

Proporcionales
Art. 164. Con excepción de la asignación de escaños para Asambleístas, para la adjudicación de 
listas se procederá de acuerdo con los cocientes mayores mediante la aplicación de la fórmula de 
divisores continuos y en cada lista, de acuerdo a quien haya obtenido las mayores preferencias.

Circunscripciones 
electorales Subdivisiones Artículo 150 hasta artículo 157 

Reelección 
autoridades

Sucesiva

Art.93. (inciso segundo) Los dignatarios de elección popular podrán reelegirse por una sola vez, 
consecutiva o no, para el mismo cargo. Las autoridades de elección popular que se postulen para un 
cargo diferente deberán renunciar al que desempeñan antes de presentar la solicitud de inscripción 
de su candidatura. 
Los dignatarios que opten por la reelección inmediata podrán hacer uso de licencia sin 
remuneración desde la inscripción de sus candidaturas hasta el día siguiente de las elecciones.

Después de un 
periodo n/a 

Reelección 
indefinida  Enmienda constitucional publicada en el RO No. 653, de 21 de diciembre, 2015

 Elementos del Sistema Electoral Ecuatoriano



64

El quinto elemento que influye en el 
proceso electoral para elegir los miem-
bros del parlamento es el proceso del 
escrutinio (Nohlen, 1992: 399). La fór-
mula o método para distribuir los esca-
ños el más utilizado por los países de la 
región ha sido el método D’Hondt. En 
el caso particular del Ecuador existe 
un doble nivel de reparto de escaños, 
esto es a nivel nacional y otro a nivel 

de circunscripciones electorales de-
terminadas previamente.   

En síntesis, los sistemas electorales de 
acuerdo con los elementos que los 
componen pueden producir diferen-
tes efectos reales sobre la represen-
tación política, especialmente a nivel 
parlamentario. Su configuración cuen-
ta cuando se trata de conformar go-
biernos gobernables.

2.  Análisis de los efectos del sistema electoral proporcional en la 
gobernabilidad

Todos los sistemas electorales propor-
cionales pueden producir dos efectos 
en la conformación de los gobiernos: 
un efecto (1) reductivo, sobre el número 
de partidos, y un efecto (2) despropor-
cionador, sobre la relación entre votos y 
escaños (Nohlen, 1992: 400-402). Lo que 
se puede evidenciar para la evalua-
ción es el número de partidos que com-
piten y de estos, cuántos partidos logra-
ron llegar a conformar el parlamento; 
no obstante, las condiciones del siste-
ma de partidos también ejercen una in-
fluencia importante en este efecto. Por 
ejemplo, aquellos sistemas bipartidistas 
proyectan una buena posibilidad en la 
obtención de mayorías por parte de un 
solo partido; por otro lado los sistemas 
de más de tres partidos abren la posibi-
lidad contraria, es decir dificulta la ma-
yoría parlamentaria. 

Asimismo, pueden evidenciarse clara-
mente en el momento de la conversión 
de los votos en escaños. La proporcio-
nalidad que genere una representa-
ción como tal, depende de la fórmula 
o método que se utilice para realizar 
este proceso. Las consecuencias pue-
den evidenciarse si se beneficia un par-

tido grande versus un pequeño que 
es excluido del parlamento, o puede 
suscitarse una mayoría parlamentaria 
para un partido, que en los sistemas 
presidenciales, una mayoría del go-
bierno del presidente es positivo.

Es así que la ausencia de una propor-
cionalidad que alcance un porcenta-
je altamente representativo incide en 
la gobernabilidad cuando se trata de 
sistemas de gobierno presidenciales, 
ya que un parlamento fragmentado 
sin que ningún partido alcance la ma-
yoría para el partido del presidente, 
afecta las capacidades de ejecución 
y gestión, y, disminuye y fracciona el  
apoyo de los ciudadanos.

En el Ecuador preexiste un sistema de 
personalización del voto, los efectos 
son que minan con la unidad y disci-
plina interna de los partidos e incenti-
van la autonomía de los asambleístas 
frente a sus partidos. Por otro lado, un 
aspecto positivo es la gestión directa 
entre los electores y la autoridad ele-
gida que podría generar más respon-
sabilidad en las funciones a su cargo.
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3.  Las posibles reformas electorales pendientes: a manera de conclusión

En Ecuador la celebración de las elec-
ciones del ejecutivo y el legislativo son 
simultaneas o concurrentes (Zovatto 
2002 : 63); sin embargo, el elector pue-
de votar por el candidato presidencial 
de un partido y por un candidato a la 
asamblea de otro, es así que el vínculo 
entre ambas elecciones es débil.

El objetivo es procurar que el sistema 
electoral alcance la mayor proporcio-
nalidad posible y que esta no resulte 
en una gran fragmentación del sistema 
de partidos, especialmente dentro del 
parlamento; asimismo, conseguir una 
mayor personalización entre el elector 
y el candidato sin desfigurar el principio 
democrático de representación.

El diseño de un sistema electoral persi-
gue como finalidad principal construir 
un sistema de gobierno que se acer-
que lo más posible a lo que conoce-
mos como un sistema democrático 
ideal, es decir donde los gobernados 
se sientan plenamente representados 
por sus gobernantes. Sus elementos se 
disponen de manera que a través de 
los votos emitidos por los ciudadanos 
estos se conviertan en gobiernos que 
se acerquen a la máxima representa-
ción de quienes los eligieron, es decir, 
que exista esa correspondencia casi 
total, tanto social como política, entre 
gobernados y gobernantes. Este es el 
principal rol de los sistemas electorales, 
hacer realidad la democracia ideal. 
Es en este contexto que las reformas 
electorales son necesarias. 

Los criterios de evaluación de los efec-
tos de los sistemas electorales deben 
encaminarse a plantear nuevos objeti-
vos de reforma. No es necesario idea-
lizar un tipo de sistema electoral que 
produzca los efectos perfectos de re-
presentación y con este la conforma-
ción de un gobierno idealmente de-
mocrático, sino que a partir de la eva-
luación se puedan identificar los ele-
mentos a ser modificados. El contexto 
social y político de cada país también 
es un aspecto que debe considerarse 

en el momento de aplicar reformas. En 
el caso particular del Ecuador, pese a 
contar con una Ley Orgánica que res-
palda el 50% de representación de las 
mujeres, este porcentaje no ha logra-
do establecerse en cargos públicos 
de representación, debido a cómo se 
conforma la alternabilidad en las lis-
tas de candidatos y la forma de voto, 
además del tamaño de las circuns-
cripciones. Aspectos puntuales, cul-
turales y sociales, a ser observados y 
reflexionados en el diseño del sistema 
electoral ecuatoriano. 

Entre otros posibles objetivos es rele-
vante mencionar la capacidad fun-
cional del sistema de partidos y el 
fortalecimiento de los partidos, parti-
cularmente en su función de articula-
ción de intereses y demandas de los 
ciudadanos. Asimismo, las dos institu-
ciones políticas claves dentro de un 
presidencialismo, en el Ejecutivo y el 
Legislativo, deben facilitar las mayorías 
parlamentarias a favor del partido que 
ostente el Poder Ejecutivo para evitar 
relaciones políticas divergentes. 

Por otro lado, el equilibrio entre la par-
ticipación ciudadana y el número de 
partidos que compiten electoralmente 
es un pendiente en contextos políticos, 
en particular en países como el nuestro. 
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Una mayor participación y mejor re-
presentación es una de las principales 
demandas de los ciudadanos. Ambas 
se convierten en problemas puntuales 
para resolver en la gobernabilidad. 
Es necesario concebir las reformas 
como “vehículo para que los electo-
res puedan expresar lo que quieren, 

qué candidatos, qué partidos, qué 
política (…)” (Nohlen, 1992: 404); esto 
favorece a generar gobiernos con ca-
pacidad funcional y legitimidad. Si un 
sistema político democrático se resiste 
a responder  las demandas por mayor 
participación y mayor representativi-
dad origina ingobernabilidad.
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La reforma político electoral 2014 
transformó el modelo electoral 
vigente en México y dio paso a 

la creación del Instituto Nacional Elec-
toral (INE), como órgano encargado 
de organizar las elecciones federa-
les y ejercer atribuciones específicas 
como la capacitación electoral, la 
fiscalización de los gastos erogados 
por los partidos políticos nacionales y 
locales, la ubicación de las casillas y 
la designación de sus funcionarios, y la 
emisión de un importante número de 
lineamientos, criterios y formatos que 
orientan la organización electoral en 
las entidades federativas. 

Si bien la esencia de la reforma estuvo 
encaminada a la recentralización de 
las funciones electorales en una insti-
tución de carácter nacional, el resul-
tado de ésta concluyó en un modelo 
que, por un lado, sobrecargó a la nue-
va institución de facultades que bajo 
el cobijo de un modelo federal le co-
rresponden a los institutos autónomos 
locales; y, por el otro, mantuvo a los 

institutos locales con un cierto grado 
de autonomía e independencia.

Un aspecto relevante de la reforma 
se dio en materia de fiscalización del 
origen, monto y destino de los recur-
sos que emplean los partidos políticos 
como atribución exclusiva del INE, la 
cual se encuentra limitada al ámbito 
temporal y geoelectoral de los proce-
sos comiciales, locales y federales. 

El presente trabajo analiza la imple-
mentación del modelo de fiscalización 
a los partidos políticos nacionales y lo-
cales, derivado de la reforma política, 
como un mecanismo de rendición de 
cuentas sobre el manejo de las pre-
rrogativas otorgadas. Para hacer este 
análisis es indispensable conocer los 
motivos y causas políticas-históricos 
que permitieron la fiscalización de los 
recursos públicos utilizados en las cam-
pañas electorales en México, pues a 
partir de este análisis podemos señalar 
las diferencias del nuevo modelo fisca-
lizador y su reforzamiento como instru-
mento para la rendición de cuentas.

Antecedentes del modelo de fiscalización vigente en México

En 1963, las finanzas de los partidos po-
líticos se beneficiaron por primera vez 
con la legislación electoral. En aquel 
año, la Ley electoral disponía, en su art. 
44, que “los partidos nacionales legal-
mente registrados gozarán de la exen-
ción de impuestos” relacionados con 
ingresos privados de los partidos (rifas, 
donaciones, venta de publicaciones, 
entre otros). Diez años más tarde, en 
1973, el artículo 39 de la Ley Electoral 
agregó a la exención impositiva de 
dos nuevas prerrogativas: por un lado, 
el Estado subsidiaría a los partidos con 
las franquicias postales y telegráficas; 

por otro, ofrecería acceso gratuito a 
los partidos políticos a la radio y la te-
levisión. 

En 1977, la reforma electoral amplió 
considerablemente el alcance del fi-
nanciamiento público a los partidos po-
líticos y los considero como “entidades 
de interés público”. La reforma dispuso 
que los partidos políticos nacionales 
deberían contar, en forma equitativa, 
con un mínimo de elementos para sus 
actividades tendientes a la obtención 
del sufragio popular. Por un lado, los 
partidos recibirían recursos financieros 
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en forma de subsidios estatales y, por 
otro, acceso a los medios de comuni-
cación. Sin embargo, en la Ley Federal 
de Organizaciones Políticas y Procedi-
mientos Electorales de 1977 no se pre-
cisaron los mecanismos o criterios de 
asignación en materia financiera o de 
medios, los cuales eran otorgados de 
materia discrecional por la Comisión 
Federal Electoral de México1.

No fue sino hasta 1986 cuando apare-
ció la primera reglamentación deta-
llada del financiamiento público a los 
partidos políticos. Ahora, además del 
financiamiento público en especie o 
indirecto, se otorgó financiamiento pú-
blico directo, en efectivo. Además, la 
reforma conservó la mayoría de las ex-
cepciones del régimen fiscal, estableci-
das en 1977, con excepción del apoyo 
para tareas editoriales. También se es-
pecificó que las franquicias postales y 
telegráficas solo se podrían utilizar en el 
territorio nacional y, para hacer uso de 
ambas, los partidos tendrían que acre-
ditar a dos representantes autorizados 
ante la Secretaria Técnica de la Comi-
sión Federal Electoral para facturar los 
envíos de correspondencia, propagan-
da y publicaciones (Código Federal 
Electoral 1986: artículo 52).

Asimismo, la reforma de 1986 amplió 
el tiempo en radio y televisión para 
cada partido a 15 minutos mensuales 
y permitió que los partidos acredita-
ran un representante ante la Comisión 
de Radiodifusión, que tendría poder 
de decisión en la elaboración de los 
programas de sus partidos y se dispuso 
la creación de un programa especial 
para ser transmitido por radio y televi-
sión dos veces al mes (Código Federal 
Electoral 1986: artículos 51, 52 y 57). 

En la reforma política de 1989-1990, se 
incorporaron tres rubros de financia-
miento a los partidos políticos para cam-
pañas electorales, para generales u or-
dinarias y para actividades específicas. 

En 1993, se incorporaron en la legisla-
ción cinco rubros para el financiamien-
to a los partidos: el público, el de la 
militancia, el de los simpatizantes, au-
tofinanciamiento y por rendimientos 
financieros. Quedó prohibido el finan-
ciamiento proveniente de los poderes 
federales, de los Estados o de los ayun-
tamientos, de las entidades públicas, 
de los extranjeros, Ministros de Culto y 
empresas mercantiles, y se acordó que 
las aportaciones privadas a los partidos 
no serían deducibles de impuestos.

La reforma constitucional y legal, apro-
bada en 1996, introdujo un nuevo pa-
quete de ajustes e innovaciones que, 
en vista de los logros precedentes y las 
nuevas exigencias planteadas, procuró 
responder al doble imperativo de pro-
curar condiciones de mayor equidad 
en la contienda electoral y asegurar 
una fiscalización y transparencia sobre 
el origen, manejo y destino de los recur-
sos financieros de los partidos políticos. 

Según Woldenberg (1999:11), con la 
reforma de 1996 “por primera vez, y 
desde la Constitución, se da una pau-
ta general que dibuja un modelo de fi-
nanciamiento a los partidos políticos en 
México” y, a la vez, desde mi perspecti-
va, introdujo mecanismos de rendición 
de cuentas y control sobre las prerro-
gativas erogadas por los partidos. 

La reforma de 1996 se propuso tres 
grandes objetivos en materia de fi-
nanciamiento: garantizar el principio 

1  La Comisión Federal Electoral era un órgano dependiente de la Secretaría de Gobernación encargado de la organización y administración de las elecciones en México. 
Al ser dependiente de la Secretaría de Gobernación, los controles políticos eran ejercidos a través del partido hegemónico en el poder.



70

de equidad en las condiciones de la 
competencia, proteger a los partidos 
de presiones de grupos o corporacio-
nes con poder financiero y lograr que 
las operaciones financieras de los par-
tidos se realizaran por vías transparen-
tes. En congruencia con el primer pro-
pósito, el artículo 41 de la Constitución 
fue modificado en su segundo párrafo 
para disponer que los partidos “cuen-
ten de manera equitativa con elemen-
tos para llevar a cabo sus actividades”, 
y que en el renglón del financiamiento 
a los partidos y sus campañas se garan-
tizaría “que los recursos públicos preva-
lezcan sobre los privados”.

Entre las principales novedades de 
esta reforma sobresalen las siguientes: 

• Por mandato constitucional, el fi-
nanciamiento público prevaleció 
sobre otros tipos de financiamiento 
permitidos y regulados por la ley.

• Se redefinieron las modalidades de 
financiamiento público para pro-
curar una mayor equidad en su 
asignación entre los distintos parti-
dos políticos. 

• Se prohibió la aportación de per-
sonas no identificadas y se estable-
cen nuevos límites para el financia-
miento de participantes. 

• Se previó una fiscalización sobre el 
origen, manejo y destino de los re-
cursos de los partidos y las agrupa-
ciones políticas, mediante la crea-
ción de una instancia especializada 
dentro del Consejo General del Insti-
tuto Federal Electoral (IFE),2 la Comi-
sión de Fiscalización, con importan-
tes atribuciones en esta materia. 

• El flujo de recursos públicos a los 
partidos quedó comprendido en 
tres modalidades: para el sosteni-
miento de actividades ordinarias 
permanentes para gastos de cam-
paña y para actividades especí-
ficas como entidades de interés 
público que comprendió gastos en 
temas de educación y capacita-
ción política, investigación socioe-
conómica y política, así como ta-
reas editoriales.

• El financiamiento privado solo se 
podía obtener de las cuotas obli-
gatorias ordinarias y extraordinarias 
de sus afiliados; las aportaciones 
o donativos, en dinero o especie, 
realizadas voluntariamente por las 
personas físicas o morales mexi-
canas con residencia en el país; 
el autofinanciamiento; y los rendi-
mientos financieros que compren-
dían los rendimientos generados a 
través de los fondos y fideicomisos 
que pueden crear los partidos po-
líticos con su propio patrimonio o 
con aportaciones que reciban por 
cualquier fuente o modalidad per-
mitida por la ley. 

• Esta reforma permitía la compra de 
promocionales en radio y televisión. 

Quizás lo más relevante de la reforma 
de 1996 fue que, al establecer la pre-
eminencia del financiamiento público 
sobre el privado, se intentó transpa-
rentar el flujo de recursos, equilibrar las 
condiciones de la competencia e im-
pedir que los grandes intereses econó-
micos influyeran en las condiciones de 
competencia de los partidos políticos 
(Woldenberg 2002). 

2   El Instituto Federal Electoral de México sustituyó a la Comisión Federal Electoral y fue creado en 1991 como un organismo autónomo e independiente de los poderes 
públicos, con la finalidad de dotar de autonomía la organización y administración de las elecciones.
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Este esfuerzo conllevó que paralela-
mente a las ampliaciones sobre el ré-
gimen de financiamiento a los parti-
dos políticos, se establecieron criterios, 
procedimientos y mecanismos para 
hacer más completo y exhaustivo el 
proceso de rendición de cuentas so-
bre el origen y destino de los recursos 
manejados por los partidos políticos. 

En primer término, los partidos políticos 
establecieron un órgano interno encar-
gado de la obtención y administración 
de sus recursos ordinarios y de campa-
ña, así como de la presentación de in-
formes anuales y de campaña sobre el 
origen, monto, empleo y aplicación de 
los ingresos que recibían por cualquier 
modalidad de financiamiento. 
 
En segundo término, es importante se-
ñalar que la legislación electoral esta-
bleció el tipo de faltas administrativas 
en las que podían incurrir los partidos 
políticos en materia de financiamiento 
público. Entre ellas destacaban el im-
pedimento a la práctica de las audi-
torías y verificaciones de la Comisión 
de Fiscalización del IFE, así como la en-
trega de la documentación que se les 
solicitará; aceptar donativos o apor-
taciones económicas de las personas 
o entidades que no estaban expresa-
mente facultadas para ello o solicitar 
crédito a la banca de desarrollo para 
el financiamiento de sus actividades; 
aceptar donativos o aportaciones 
económicas por arriba de los límites 
señalados por concepto de financia-
miento de simpatizantes; no presentar 
los informes anuales o de campaña en 
los términos y plazos establecidos; y so-
brepasar durante la campaña electo-
ral los topes a los gastos fijados. 

Lo anterior permitía el establecimiento 
de un modelo incipiente de rendición 
de cuentas y transparencia en el ma-
nejo de los recursos públicos otorga-
dos a los partidos políticos, que tenía 
límites, controles y sanciones estable-
cidas; lo cual se veía fortalecido con 
la designación de una autoridad, de 
carácter permanente, autónoma e in-
dependiente de los poderes públicos 
que era la encargada de la revisión y 
vigilancia del manejo de los recursos 
otorgados a los partidos políticos. 

No obstante, los plazos para la revisión 
de la administración de los recursos pú-
blicos y el posible ejercicio de sancio-
nes eran muy amplios y, en ocasiones, 
poco efectivos para persuadir a los 
partidos políticos sobre el incurrimiento 
de posibles sanciones. Asimismo, tam-
poco se contemplaban mecanismos 
de rendición de cuentas ex ante de 
la comisión por una falta, lo que po-
sibilitaba que, en varias ocasiones, las 
sanciones no fueran correctivas a vio-
laciones de la ley. 

A partir de julio de 2002, el IFE abrió a es-
crutinio público la información sobre las 
finanzas de los partidos políticos, cuan-
do el Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial (TEPJF) reconoció que el IFE tenía 
atribuciones hacendarias en materia 
electoral, lo cual le permitió al IFE solici-
tar información a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores (CNBV). Según 
Woldenberg con ello no se pretendía 
“violar el secreto bancario, (sino) te-
ner acceso a una información que en 
buena parte evidentemente nosotros 
seguiremos manejando en secreto. 
Queremos saber del flujo de dinero ha-
cia los partidos, estamos interesados en 
los partidos políticos, no en las personas 
físicas y morales” (2002c: 5). 
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En 2002 el Consejo General del IFE 
aprobó un nuevo reglamento que re-
forzó la fiscalización de los ingresos y 
egresos de los partidos mediante cin-
co nuevas obligaciones que debieron 
cumplir todos los partidos registrados: 

1. Permitir que el IFE obtuviera infor-
mación sobre sus movimientos ban-
carios; 

2. Reportar las tarifas unitarias de sus 
espacios promocionales de radio y 
televisión en periodos electorales; 

3. Acreditar el origen de los recursos 
en efectivo provenientes del sector 
privado;

4. Dar al IFE la clave de elector de sus 
donantes, simpatizantes y militantes; y 

5. Aceptar la fiscalización de sus pro-
cesos internos de selección de can-
didatos y dirigentes partidistas.

En noviembre de 2005 se realizaron 
nuevas reformas al Reglamento de Fis-
calización del INE. Se impone la obli-
gación de presentar, a lo largo de las 
campañas electorales y en tres mo-
mentos diferentes, una serie de infor-
mes especiales e informes anticipados 
sobre los gastos de campañas electo-
rales; se establece una nueva clasifica-
ción para reportar gastos por la con-
tratación de medios; se comanda la 
práctica de monitoreo y se establecen 
nuevas medidas en materia de trans-
parencia; se generan reglas adiciona-
les para dar más transparencia a la ce-
lebración de rifas y sorteos; se prevén 
reuniones de los partidos políticos con 
el Presidente, Secretario Técnico e in-
tegrantes de la Comisión de Fiscaliza-
ción, para realizar manifestaciones de 
confrontación en ámbito técnico-con-
table a efecto de ampliar la garantía 

de audiencia con relación a la revisión 
de los informes de ingresos y gastos; y 
se reducen los márgenes de movimien-
to y proliferación de dinero en efectivo 
mediante la obligación de introducir al 
sistema bancario ciertas operaciones 
que rebasan determinados montos.

Finalmente, previo a las Elecciones 
Presidenciales de 2006, en octubre de 
ese año se introdujeron normas para 
regular la fiscalización de los Frentes.  

No obstante, estos cambios no fueron 
suficientes tras la secuela negativa de 
las Elecciones Presidenciales de 2006. 
Es así como, en 2007, se reformó pro-
fundamente el sistema electoral con 
la finalidad de otorgar mayores res-
ponsabilidades al IFE de supervisión y 
control de los partidos durante los pro-
cesos electorales. 

La gran novedad de la reforma polí-
tico-electoral 2007-2008, y su aspecto 
tal vez más relevante y complicado, 
tiene que ver con el acceso a medios 
electrónicos por parte de los partidos 
y la subsecuente supervisión del IFE en 
la materia. El modelo de acceso a me-
dios se convirtió en un punto focal de 
la reforma y generó los mayores deba-
tes impulsados en gran medida por los 
propios medios. 

La relación de los partidos con los me-
dios electrónicos (radio y televisión) era 
un tema donde la autoridad electoral 
tenía muy poca capacidad de control y 
mucho menos de sanción. La reforma in-
tentó buscar soluciones a los problemas 
de equidad relacionados con el acceso 
de los partidos y candidatos a los medios 
de comunicación electrónica.
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Cabe mencionar que, en México, 
los partidos políticos gozaban desde 
hace años del acceso gratuito a la ra-
dio y televisión. Sin embargo, la contra-
tación directa de tiempos comerciales 
en los medios electrónicos para efec-
tos de sus campañas políticas también 
era permitida y su costo representaba 
gran parte de los gastos de campaña 
de todos los partidos. Por tanto, la con-
tratación de tiempos en radio y televi-
sión con fines electorales se convirtió 
en un tema álgido. 

Como respuesta a este problema, se 
prohíbe a los partidos políticos, precan-
didatos y candidatos que contraten o 
adquieran, por sí o por terceras perso-
nas, tiempos, en cualquier modalidad, 
en radio y televisión. Tampoco podrán 
contratar tiempos los dirigentes o afilia-
dos a un partido y las personas físicas 
o morales para su promoción personal 
con fines electorales o para influir en 
las preferencias electorales de los ciu-
dadanos. El IFE fue designado como 
la autoridad única para administrar la 
utilización de los “tiempos oficiales” en 
periodo electoral. 

La legislación electoral estableció un 
mecanismo para que los partidos po-
líticos tuvieran acceso a los medios y, 
adicionalmente, establece la obliga-
ción del monitoreo de los promocio-
nales transmitidos por los partidos po-
líticos en uso de su prerrogativa.  Este 
monitoreo incluía los tiempos de trans-
misión, el número de menciones y los 
géneros periodísticos utilizados. 

Junto con el nuevo régimen de acce-
so a los medios electrónicos, la fiscali-
zación de los partidos políticos consti-
tuyó otra medida más importante de 
la reforma. La fiscalización cambia 

desde su raíz pues se modificó no solo 
la estructura institucional sino también 
sus procedimientos y alcances. 

El principio de fiscalización de la Refor-
ma de 2008 establecía que el dinero 
usado en la política debía ser revisa-
do de inicio a fin: el IFE debía saber y 
controlar de dónde provenía el dinero 
y cómo se estaba gastando.

Asimismo, se restringió el acceso al 
dinero privado que podían recibir los 
partidos políticos. Todas las cuotas de 
los simpatizantes o militantes debían 
ser registradas y no podían exceder el 
diez por ciento del tope de la campa-
ña presidencial anterior. 

De igual forma se fortaleció al IFE, al re-
forzar sus funciones de fiscalización de 
los recursos de los partidos políticos y 
dotarlo de herramientas idóneas para 
fiscalizar y sancionar. Por una parte, se 
regularon las precampañas y se obli-
gó a los partidos a presentar informes 
sobre los gastos en las mismas, esta-
bleciendo periodos y topes de gastos 
para ella. Por otra, desapareció la Co-
misión de Fiscalización y se creó la Uni-
dad de Fiscalización, con el ánimo de 
hacer más técnica y eficiente la prác-
tica de la fiscalización, permitiéndole 
hacer auditorias y verificaciones cuan-
do se considere necesario. También se 
diversifica el tipo y número de informes 
que tenían que presentar los partidos 
políticos y se amplían las atribuciones 
sancionatorias del órgano fiscalizador.  

Un gran cambio fue que se otorgó al 
IFE la potestad de acceder a los secre-
tos bancarios, fiduciario y fiscal; siendo 
ésta una de las medidas más impor-
tantes de la reforma en el tema de la 
fiscalización de recursos de los parti-
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La Fiscalización de las Elecciones 2015

En 2014 la fiscalización de los recursos 
económicos entró en una nueva eta-
pa. El objetivo del nuevo modelo de 
fiscalización es múltiple: desplegar un 
sistema nacional de fiscalización, que 
implica nuevas pautas de operación 
de los partidos en lo relativo a su ac-
tuación articulada a nivel nacional  y 
local; mejorar la oportunidad y pulcri-
tud contable de ingresos y gastos me-
diante un sistema informático nacio-
nal en el que se registrarán en tiempo 
real las operaciones tanto nacionales 
como locales; y propiciar una mejor 
fiscalización, mediante la plena apli-
cación de las normas de información 
financiera, la exigencia de revelación 
suficiente en los registros contables, y 
el impulso a la bancarización que mi-
nimice las operaciones en efectivo, 
poco rastreables y por tanto riesgosas.
Desde mi perspectiva, con este nuevo 
modelo se abre la posibilidad de me-
jorar los instrumentos de rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públi-
cos otorgados a los partidos políticos; 
pues se establecen mecanismos de 
rendición de cuentas exante y expost 
al ejercicio de fiscalización.

De acuerdo con Schedler, la rendición 
de cuentas electoral “se basa emi-
nentemente en la posibilidad de cas-
tigo (…) en el momento de la elección 
cuando los ciudadanos llaman a cuen-
tas a los políticos por medio del voto, 
su amenaza fundamental es el despido 
–la amenaza de separar a los ‘corrup-
tos e ineptos’ de sus cargos” (2008:22). 
Pero esta premisa solo ocurre si existen 
mecanismos de control previos y pos-
teriores al ejercicio de una coacción o 
sanción hacia el gobernante. 

Los principales cambios del modelo 
de fiscalización fueron:
1. La institución electoral nacional se 

convirtió en el fiscalizador único de 
las elecciones federales y locales; 

2. Se estableció la sanción de nulidad 
de la elección por el rebase de topes;

3. Se instauró la obligatoriedad de re-
visión de los informes presentados 
por los partidos políticos durante las 
campañas electorales; 

4. Los candidatos se convirtieron en 
centros contables;

5. Se implementó el prorrateo prede-
terminado;
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dos y candidatos. Dicha potestad ha 
sido ejercida desde el 2002 y en con-
secuencia, se pudo constatar que se 
trata efectivamente de un instrumento 
eficaz para la fiscalización.

Asimismo, la Unidad de Fiscalización 
del IFE era el único órgano de la institu-
ción con poder de acceso al secreto 
bancario, fiduciario y fiscal. Si los insti-
tutos electorales locales requieren in-
formación sobre esta materia, deben 
solicitarla formalmente al IFE. 

No obstante, a pesar de los avances 
en la materia, existieron todavía vacíos 
con relación a la fiscalización de las 
precampañas y campañas; así como 
en los plazos y condiciones en los que 
se tenían que presentar los informes 
de campaña al término de la jorna-
da electoral; pues la revisión de los in-
formes finalizaba al terminar el año y 
los resultados de la fiscalización de la 
campaña se conocen solamente un 
año después de la elección, lo que tra-
jo consecuencias serias en la legitima-
ción del Proceso Electoral Federal 2012.
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6. Se estableció un uso intensivo de 
los monitoreos;

7. Se instauró la contabilidad en línea y 
en tiempo real, con comprobantes;

8. Inmediatez en la generación de in-
formes en línea y un solo oficio de 
errores; y

9. Sanciones directas a precandida-
tos y candidatos por ser responsa-
bles solidarios

Derivado de la reforma electoral, la fis-
calización gira alrededor de cuatro ejes: 

1. Fiscalización Nacional. Con la Re-
forma Electoral de 2014, la fiscaliza-
ción electoral del INE se fortalece 
a través de un nuevo modelo de 
fiscalización, con el cual asume la 
función de dictaminar y resolver lo 
relativo a la revisión de informes de 
gastos de los partidos políticos de 
todos los procesos electorales, fe-
derales y locales.   
 

2. Fiscalización Expedita. Con la Re-
forma Electoral, el financiamiento 
público cobra gran relevancia, ya 
que la fiscalización tendrá conse-
cuencias más allá de lo económico: 
si durante las elecciones un candi-
dato rebasa los topes de gasto de 
campaña, podría ser sancionado 
con la cancelación de su registro 
o, en su caso, con la pérdida de la 
candidatura que haya obtenido, 
si su valoración es determinante 
para el resultado de la elección. En 
este sentido, la fiscalización deberá 
realizarse de forma simultánea con 
el proceso electoral para que los 
resultados sean expeditos, es decir, 
el Dictamen y Proyecto de Resolu-
ción tendrán que estar aprobados 
antes de la calificación del Proce-
so Electoral 2014-2015.

3. Fiscalización Moderna. En com-
paración con el Proceso Electoral 
de 2012, el IFE revisó cerca de seis 
mil informes, para estas elecciones 
revisará más de treinta y cinco mil 
informes, lo que representa una 
sobrecarga de trabajo importante 
y, por ello, la necesidad de imple-
mentar mecanismos que le permi-
tan hacerla más expedita. Llevar a 
cabo una revisión de estas propor-
ciones requiere de la profesionali-
zación de sus auditores, así como la 
adopción de tecnologías de avan-
zada. Una iniciativa de moderniza-
ción son los sistemas tecnológicos 
de fiscalización tales como el Re-
gistro Nacional de Proveedores y el 
Sistema Integral de Fiscalización el 
que es una plataforma de Internet 
específicamente diseñada para 
que los partidos realicen en línea 
sus registros contables. Con el Siste-
ma en Línea, el INE verificará de for-
ma automatizada y en tiempo real, 
la veracidad de las operaciones e 
informes reportados.   
 

4. Fiscalización Transparente. De con-
formidad con el Reglamento del 
Instituto Nacional Electoral en ma-
teria de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, toda perso-
na tiene derecho a acceder a la in-
formación de los partidos políticos. 
Es así que el INE tiene el compromi-
so de prever los lineamientos para 
asegurar la máxima publicidad de 
los registros y movimientos conta-
bles de los partidos y candidatos.

Los entes obligados a la rendición de 
cuentas en este nuevo modelo de fis-
calización son: los partidos políticos 
nacionales y estatales, los precandi-
datos y candidatos a cargos de elec-
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ción popular federal y local, los aspi-
rantes y candidatos independientes 
federales y locales, las agrupaciones 
políticas nacionales, las organizacio-
nes de ciudadanos que pretendan 
constituir un partido político nacional 
y las organizaciones de observadores 
electorales a nivel federal.

Con esta reforma, la revisión de los in-
formes, así como la práctica de audi-
torías sobre el manejo de los recursos, 
de la contabilidad y de la situación 
financiera de los partidos políticos 
está a cargo de la Unidad Técnica de 
Fiscalización (UTF), que es supervisa-
da por la Comisión de Fiscalización y 
aprueba los proyectos de resolución 
por el Consejo General del INE.

Las facultades de comprobación del 
INE en materia de Fiscalización com-
prenden las auditorías, verificaciones, 
inspecciones y otras indagaciones 
para obtener evidencia con respec-
to de operaciones, saldos e informes 
para establecer el cumplimiento o no 
de las disposiciones del origen y apli-
cación de recursos de partidos políti-
cos y candidatos. 

Entre sus procedimientos, se encuen-
tran mecanismos técnicos que fortale-
cen la fiscalización:

1. El monitoreo de anuncios especta-
culares en calles y avenidas duran-
te la precampaña y campañas; im-
presos, que implica reunir y revisar 
la propaganda electoral en diarios, 
revistas y otros medios impresos; e 
internet con monitoreo de páginas 
y sitios de internet.   
 

2. Las visitas de verificación son las 
diligencias de carácter administra-
tivo que ordena la Comisión de Fis-

calización y que tienen por objeto 
corroborar el cumplimiento de las 
obligaciones y la veracidad de los 
informes presentados por los parti-
dos políticos, aspirantes y candida-
tos independientes.   
 

3. La confirmación con terceros es 
la facultad de la Unidad Técnica 
de Fiscalización de requerir infor-
mación a personas físicas y mora-
les, públicas o privadas, relativa a 
operaciones celebradas con par-
tidos políticos y candidatos inde-
pendientes. La UTF también puede 
solicitar a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores o a 
la Unidad de Inteligencia Financie-
ra del SAT, informes de operaciones 
que se presuman de origen ilícito.  
 

4. Tecnologías de la Fiscalización, 
operación de herramientas tecno-
lógicas diseñadas para cumplir el 
mandato constitucional de fiscali-
zar a partidos políticos y candida-
tos de todo el país, en tiempo real, 
con reglas homogéneas y con el 
objeto de contar con los resulta-
dos de auditoría antes de la cali-
ficación de la elección, tal como 
se establece en la Reforma 2014 
(Sistema Integral de Fiscalización y 
Registro Nacional de Proveedores). 

Por supuesto, las normas legales y re-
glamentarias en la materia no eliminan 
uno de los mayores problemas que 
enfrentan la fiscalización, los recursos 
no declarados. Antes bien, se refuer-
zan los mecanismos de verificación y 
monitoreo de anuncios espectacula-
res; propaganda en vía pública, en 
medios impresos e internet y eventos 
proselitistas. Junto con ello, hay una 
apelación a la participación de la 
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ciudadanía en la vigilancia del gasto, 
particularmente en campañas, pues 
los avisos de contratación a que están 
obligados los partidos y los resultados 
del monitoreo serán públicos. De ma-
nera que cualquier ciudadano podrá 
denunciar propaganda no reportada. 
Con ello, se avanza hacia la máxima 
publicidad y se favorece el control so-
cial sobre el gasto de campañas.

Un ejemplo de ello fue la distribución 
de costos entre las campañas que 
sean beneficiadas con propaganda, 
conocido en el medio como prorra-
teo y que suscitó una amplia y encen-
dida polémica a propósito de la elec-
ción presidencial anterior, mismos que 
traerán discusiones en las sesiones del 
Consejo General del INE en la que se 
aprueben los dictámenes y las quejas 
derivadas de la fiscalización; ya que 
en este proceso electoral deberán 
ajustarse a porcentajes precisos e ina-
movibles de distribución a diferencia 
de lo que ocurría en pasado cuando 
los partidos podían determinar los por-
centajes de distribución al entregar el 
informe de gastos.

El tema es aún más relevante si consi-
deramos que los artículos 229.4 y 375 
de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, señalan que 

el excederse de los topes de gastos de 
precampaña o de campaña consti-
tuye una causal para negar el registro 
del candidato o bien para declarar la 
nulidad de la elección, en términos de 
lo dispuesto en el artículo 41, fracción 
VI, inciso a) Constitucional y 78 bis de la 
Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral.

A estas complejidades se suma que el 
nuevo modelo de fiscalización políti-
ca será aplicado por una sola autori-
dad nacional, tanto para los procesos 
electorales federales y los de las enti-
dades federativas, lo que para 2015 
implicará la revisión de algo más de 16 
mil informes de campaña.

Lo anterior implicó un nuevo diseño 
institucional que otorga a la Comisión 
de Consejeros Electorales la supervi-
sión de los quehaceres de la instancia 
técnica fiscalizadora, así como me-
canismos informáticos de registro que 
harán más eficaces y oportunas las re-
visiones y producirán resultados en el 
brevísimo plazo de quince días en el 
caso de precampañas y de diez en el 
de campañas.

Abordemos estas complejidades con 
mayor profundidad.

Fiscalización de las Precampañas y Campañas Electorales 2015

La fiscalización de las precampañas 
electorales implicó la revisión de 4.358 
informes de precampaña de diputa-
ciones federales y de 7.257 informes 
de precampaña de los procesos loca-
les de 63 de gubernaturas, 3.074 de di-
putados locales, 4.016 de ayuntamien-
tos y 104 de juntas municipales.

Como resultado de esta fiscalización se 
aprobaron sanciones a diversos partidos 
políticos por un monto de vientidós mi-
llones quinientos noventa y siete mil seis-
cientos treinta y un pesos con cuarenta 
y nueve centavos (P/. 22’597.631.49), 
y se inhabilitaron a 282 precandidatos 
en diversas entidades federativas, por 
distintos incumplimientos a la normativi-
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dad electoral por exceder los topes de 
gastos de precampaña y la no presen-
tación de informes de precampaña. 

El 10 de julio de 2015, a 33 días de ce-
lebrada la Jornada Electoral el 7 de ju-
nio, la Comisión de Fiscalización del INE 
inició la aprobación de los dictámenes 
consolidados de los informes de cam-
paña y los proyectos de resolución res-
pecto a las irregularidades encontra-
das en la revisión de dichos informes. 
Revisó los informes correspondientes 
a doce mil novecientos catorce can-
didatos (12.914), de los cuales dos mil 
seiscientos sesenta y siete (2.667) co-
rrespondieron a candidatos federales 
y diez mil doscientos cuarenta y siete 
(10.247) a candidatos locales.

La Unidad Técnica de Fiscalización del 
INE recibió los informes a través del Siste-
ma Integral de Fiscalización, en donde se 
registraron un total de un millón sesenta 
mil seiscientos setenta y cuatro (1’060.674) 
operaciones de partidos y candidatos. 

De cada operación, se comprobó y ve-
rificó la existencia de la documentación 
soporte: movimientos bancarios, existen-
cia de cheques, de contratos, de factu-
ras, de recibos, entre otras.

Asimismo, se detectó que quince mil no-
vecientos sesenta y seis (15.966) especta-
culares, vallas y panorámicos no fueron 
reportados por los partidos, lo que repre-
sentó un tercio del total contratado.
 
Los dichos de los partidos se contras-
taron con el monitoreo que implemen-
tó el INE en todo el territorio nacional, 
con visitas de verificación de personal 
del Instituto y con la información apor-
tada por las autoridades hacendarias 
y financieras del país.

Para el caso de espectaculares, se 
realizaron tareas de monitoreo en los 
300 distritos electorales en que se divi-
de la geografía del país, y se obtuvo 
la evidencia de cuarenta mil sesenta 
y seis (40.066) testigos que incluyen 
espectaculares, vallas, panorámicos, 
entre otros. De estos, los partidos polí-
ticos y candidatos no habían reporta-
do 15.966, es decir más de una tercera 
parte.

Así, con el monitoreo del INE y tras dar 
oportunidad a los actores políticos de 
acreditar esos gastos, el INE identifi-
có erogaciones no reportadas en ese 
tipo de propaganda por nueve millo-
nes ochocientos veinticinco mil pesos  
(P/. 9’825.000), que se traducirán en 
una sanción equivalente.
  
La Comisión de Fiscalización acordó los 
criterios de sanción antes de conocer 
las irregularidades y los actores que las 
cometieron. Así, se aplica la misma nor-
ma a todos los partidos y candidatos. 
Por ejemplo, el no informar ingresos o 
gastos  se sancionó con el 150 % del 
monto involucrado; el no acreditar el 
gasto con el 100 % de la cifra identifica-
da; la no presentación de informes de 
campaña se sancionó con el 30 % del 
tope de gasto de las campañas; el no 
uso del Sistema Integral de Fiscalización 
o la no apertura de cuentas bancarias 
para los candidatos se sancionó con el 
30 % del tope de gasto de la campaña 
involucrada por el porcentaje de finan-
ciamiento público, local o federal se-
gún sea el caso, que le corresponde al 
partido político omiso. También se san-
cionó el realizar aportaciones en efecti-
vo mayores a 90 días de salario mínimo 
realizados en efectivo con el 100 % del 
monto involucrado. 

LA INFLUENCIA DEL DISEÑO DEL SISTEMA ELECTORAL EN LA GOBERNABILIDAD
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Asimismo, se aplicaron los criterios de 
prorrateo definidos en el artículo 83 de 
la Ley General de Partidos Políticos y 
en el Reglamento de Fiscalización del 
INE, que señala que los gastos genéri-
cos de campaña serán prorrateados 
entre las campañas beneficiadas, de 
acuerdo con lo siguiente:

a) como gastos genéricos de cam-
paña, se entenderán los realizados en 
actos de campaña y de propaganda, 
en la que el partido o la coalición pro-
mueva o invite a votar por un conjunto 
de candidatos a cargos de elección 
popular que postulen, siempre y cuan-
do no se especifique el candidato o el 
tipo de campaña;

b) los gastos genéricos en los que no 
se identifique algún candidato o tipo 
de campaña, pero se difunda alguna 
política pública o propuesta del parti-
do o coalición, y

c) en los casos en los que se publique 
o difunda el emblema o la mención de 
lemas con los que se identifique al parti-
do, coalición o sus candidatos o los con-
tenidos de sus plataformas electorales.

El 11 y 12 de julio de 2015, la Comisión 
de Fiscalización del INE aprobó los dic-
támenes y proyectos de resolución de 
las campañas federales correspon-
dientes a la elección de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, así 
como los correspondientes a las elec-
ciones locales de Baja California Sur, 
Campeche, Colima, Distrito Federal, 
Guanajuato, Guerrero, Jalisco, México, 
Michoacán, Morelos, Querétaro, San 
Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Yucatán.

El agregado de los ingresos reportados 
en las cuentas de campañas electora-
les federales de los partidos y candida-

tos equivale a un mil cincuenta y nueve 
millones de pesos (P/. 1.059’000.000), 
de los cuales fueron erogados un mil 
veinte millones (P/.1.020’000.000).

La Comisión de Fiscalización aprobó 
proponer al Consejo General sancio-
nes por ciento treinta y un millones de 
pesos (P/. 131’000.000) por faltas detec-
tadas en los informes de las campañas 
federales. A continuación, se precisa 
la distribución de esas sanciones entre 
partidos políticos y coaliciones:

Partido/Coalición Sanciones 
totales (MDP)

PAN $   3.4
PRI $   0.9
PRD $   4.0
PT $   9.3
PVEM $ 56.9
Mov. Ciudadano $ 13.7
Nueva Alianza $   1.1
MORENA $ 13.0
Partido Humanista $ 13.0
Encuentro Social $   5.7
Coalición PRI-PVEM $   4.4
Coalición PRD-PT $   5.7
Total $ 131.1

Asimismo, se identificaron 14 exceden-
tes de topes del gasto de campaña 
en el caso federal. De ellos, 13 corres-
ponden a candidatos derrotados y 
uno a un ganador, en Quintana Roo, 
quien obtuvo una diferencia de votos 
respecto al segundo lugar de 15.75 %.
 
Respecto a las elecciones locales, se 
identificaron mil cien millones pesos 
(P/. 1.100’000.000) de ingresos en las 
cuentas bancarias de los partidos, de 
los cuales acreditaron gastos por no-
vecientos veintiocho  millones de pe-
sos (P/. 928’000.000). Las sanciones al-
canzaron los doscientos sesenta y siete 
millones treinta y nueve mil millones de 
pesos (P/. 277’039.000).
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Entidad Federativa Sanciones totales
(MDP)

Baja California Sur $  15.6
Campeche $  2.90
Colima $  5.05
Distrito Federal $  33.8

Estado de México $  35.39
Guerrero $  12.1
Guanajuato $  19.04
Jalisco $  54.7
Michoacán $  12.75
Morelos $  3.6
Nuevo León $  8.60
Querétaro $  7.5
San Luis Potosí $  30.0
Sonora $  11.2
Tabasco $ 11.46
Yucatán $  13.7
Total $  277.39

En estas nueve entidades se identifica-
ron 24 excedentes de topes de cam-
paña. De ellos cinco fueron candida-
tos ganadores, pero ninguno tuvo un 
porcentaje de diferencia meno al 5 % 
respecto al segundo lugar.

Dos candidatos a gobernador en los 
que se identificó excedente de tope 
fueron los candidatos a la gubernatura 
de Baja California Sur por el Partido Ac-
ción Nacional, con un excedente de 
seis mil seiscientos setenta y seis pesos 
(P/. 6.676), el 0.06 %, y el de la Coalición 
PRI-PVEM con dos  millones novecientos 
mil de pesos (P/. 2’900.000), el 21.7 %.
  
Las auditorías se enfocaron en la revi-
sión de los gastos que representan ma-
yor importancia relativa para los sujetos 
obligados, siendo estos: gastos en con-
tratación de espectaculares, publici-
dad en medios impresos, publicidad en 
internet, gastos en casa de campaña y 
gastos en actos de campaña.

Como se aprecia, la fiscalización de 
las precampañas y campañas electo-
rales federales y locales fue una tarea 
ardua que permitió a la institución elec-
toral nacional ejercer una rendición 
de cuentas efectiva sobre los recursos 
públicos ejercidos por los partidos po-
líticos nacionales y locales durante el 
Proceso Electoral de 2014-2015, donde 
se renovaron 9 gubernaturas de las 32 
que conforman el país (Baja Califor-
nia Sur, Campeche, Colima, Guerrero, 
Michoacán, Nuevo León, Querétaro, 
San Luis Potosí y Sonora), 387 diputa-
dos locales por el principio de mayoría 
relativa y 254 por el principio de repre-
sentación proporcional; y 1009 ayun-
tamientos y jefes delegacionales y 20 
juntas municipales.

Con todo, se considera que aún faltan 
tareas por atender, las cuales se seña-
lan a continuación.

Conclusiones

A pesar de los avances de la Reforma 
Electoral 2014, durante la implementa-
ción del nuevo modelo de fiscalización 
se detectaron los siguientes problemas. 

1. Es necesario establecer criterios para 
sancionar subvaluaciones y sobreva-
luaciones sobre los gastos ejercidos.

2. Se debe confeccionar una matriz 
de precios para valorar las subva-
luaciones y sobrevaluaciones. 

3. Se debe incrementar la transparen-
cia de los ingresos y egresos de los 
partidos en campañas.

4. Se necesita una fiscalización más 
eficaz y expedita de las elecciones 
extraordinarias.

LA INFLUENCIA DEL DISEÑO DEL SISTEMA ELECTORAL EN LA GOBERNABILIDAD
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de sanciones, no solo económicas.
8. En el caso de los candidatos inde-

pendientes, se debe encontrar me-
canismos para identificar su capa-
cidad económica.

9. Por último, se debe repensar el mo-
delo nacional de fiscalización en 
términos de coadyuvancia.
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RESUMEN:

La distritación electoral en territorio mexicano -a cargo del Instituto Nacional Electoral-, se debe realizar 
de acuerdo con lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual 
manda atender el último Censo de Población, así como considerar a pueblos y comunidades indígenas.

En 2015, el INE emprendió un proceso de distritación local en 15 entidades de la República 
Mexicana. En este contexto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, aprobó el 28 de octubre de 2015 la jurisprudencia 37/2015, que obliga a la autoridad 
electoral a emprender una Consulta previa a Comunidades Indígenas cuando emitan actos 
susceptibles de afectar sus derechos. 

En virtud de lo anterior, se aprobó el Protocolo para la Consulta a Pueblos y Comunidades Indígenas 
en materia de Distritación Electoral, el cual contempla diversas fases en su implementación.

PALABRAS CLAVES:

Distritación electoral/ consulta indígena/ derechos políticos de los indígenas

ABSTRACT:

The electoral districting in Mexico -held by the National Electoral Institute- must be made according 
to the provisions of the Constitution of the United Mexican States, the last Census of Population 
and should consider  Indigenous communities.

In 2015, the INE undertook a local redistricting process in 15 states of the Mexican Republic. In 
this context, the Federal Electoral Court, adopted on October 28th 2015 the law 37/2015, which 
requires the electoral authority to undertake prior consultation with indigenous communities when 
issuing acts likely to affect their rights.
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Under the above, the Protocol to the Consultation on Indigenous Peoples and Communities on 
the electoral districts -which includes various phases in its implementation-, was approved.

KEYWORDS:

Electoral districting/  indigenous consult/ political rights of indigenous people.

Existen diversas definiciones de 
identidad, unas desde un punto 
de vista individual y otras del co-

lectivo. Desde el ámbito grupo o co-
lectivo, la identidad se relaciona con 
una etnia y una cultura, y se entiende 
como un conjunto de rasgos propios 
que los caracteriza y singulariza frente 
a los demás, rasgo que permiten reco-
nocernos como miembros de una co-
munidad o cultura. 

La diferencia entre identidad y cultura 
es que, la primera es formada por la 
cultura que la envuelve; mientras que 
la segunda es el conjunto de valores y 
reglas de una realidad colectiva. Am-
bos elementos -cultura e identidad- son 
imprescindibles para la definición de 
los pueblos, las etnias, las poblaciones 
indígenas y  las minorías. 

En la región latinoamericana las pobla-
ciones indígenas son consideradas mi-
norías étnicas por no formar parte del 
conjunto mayoritario cultural de una 
sociedad aunque es preciso señalar 
que en algunos países constituyen una 
mayoría demográfica.

En México se aplica el concepto de 
indígena a una enorme variedad de 
identidades étnicas. Hoy se conoce 
que en el territorio mexicano existen 
56 grupos indígenas que hablan 62 
lenguas diferentes con tradiciones dis-
tintas. Por tanto, bajo el concepto de 
indígena agrupamos un gran mosaico 
de identidades culturales, algunas con 

mayores diferencias entre sí que las que 
tienen con respecto de sus vecinos no 
indígenas. Es así que la definición de lo 
indígena se basa en la cultura, particu-
larmente en la lengua como un rasgo 
distintivo. En su mayor parte, los indíge-
nas mexicanos fincan su identidad ét-
nica primaria en su comunidad -es por 
ello que se denominan comunidades 
indígenas-, además de identificarse 
con un pueblo preciso en una locali-
dad geográfica.

De acuerdo con el Censo de Población 
y Vivienda de 2010, la población que 
se identifica como indígena en México 
asciende a 15.7 millones y de acuerdo 
con la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI),1 
la población que vive en hogares cuyo 
jefe de familia es hablante de lengua 
indígena alcanza los 11.3 millones de 
personas. Esta última cifra incorpora a 
las personas hablantes de lengua in-
dígena (6.9 millones) y a las personas 
que no hablan lengua indígena, pero 
que viven en hogares donde el jefe de 
familia habla alguna lengua indígena 
(4.4 millones).

La población indígena se ubica a lo 
largo y ancho del país. Los Estados de 
Chiapas, Oaxaca, Veracruz y Puebla 
son los que reportan el mayor número 
de hablantes de lengua indígena. En 
estos cuatro Estados se concentra un 
poco más del 50% del total de hablan-
tes de lengua indígena en México.

I. Identidad y Cultura

1  La CDI atiende a las Comunidades Indígenas a través de infraestructura, vivienda, servicios de salud, proyectos productivos, programas de alimentación así como en 
la promoción del arte y cultura indígena.  (Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, s/f).
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II. Marco Jurídico

El artículo 2 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos señala que:

(…) La Nación tiene una composi-
ción pluricultural sustentada origi-
nalmente en sus pueblos indígenas, 
que son aquellos que descienden 
de poblaciones que habitaban en 
el territorio actual del país al iniciar-
se la colonización y que conservan 
sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o 
parte de ellas. La conciencia de su 
identidad indígena deberá ser crite-
rio fundamental para determinar a 
quiénes se aplican las disposiciones 
sobre pueblos indígenas (…).

En la disposición constitucional en co-
mento, se refiere que:

Son comunidades integrantes de un 
pueblo indígena, aquellas que for-
men una unidad social, económica 
y cultural, asentadas en un territorio 
y que reconocen autoridades pro-
pias de acuerdo con sus usos y cos-
tumbres. 

El reconocimiento de los pueblos y 
comunidades indígenas se hará en 
las constituciones y leyes de entida-
des federativas, las que deberán to-
mar en cuenta criterios etnolingüísti-
cos y de asentamiento físico. 

El Apartado B del artículo 2 de la Cons-
titución, establece que la Federación, 
los Estados y Municipios en el país -para 
promover la igualdad de oportunida-
des de los indígenas y eliminar cual-
quier práctica discriminatoria: 

(…) establecerán las instituciones y 
determinarán las políticas necesa-
rias para garantizar la vigencia de 

los derechos de los indígenas y el 
desarrollo integral de sus pueblos y 
comunidades, las cuales deberán 
ser diseñadas y operadas conjunta-
mente con ellos. 

Para abatir las carencias rezagos que 
afectan a los pueblos y comunidades 
indígenas en la elaboración del Plan 
Nacional de Desarrollo (PND), 2 de exis-
tir recomendaciones y propuestas de 
éstos, en su caso serán incorporadas. 

Por su parte, la Constitución Federal de 
los Estados Unidos Mexicanos en su artí-
culo 53 determina que:

La demarcación territorial de los 300 
distritos electorales uninominales será 
la que resulte de dividir la población 
total del país entre los distritos seña-
lados. La distribución de los distritos 
electorales uninominales entre las en-
tidades federativas se hará teniendo 
en cuenta el último censo general de 
población, sin que en ningún caso la 
representación de un Estado pueda 
ser menor de dos diputados de ma-
yoría.(…).

De esta manera, la Ley Fundamental 
en su artículo 41, numeral V, aparta-
do B, inciso a), numeral 2; establece 
que corresponde al Instituto Nacional 
Electoral (INE)3 para los procesos elec-
torales federales y locales “(…) la geo-
grafía electoral, así como el diseño y 
determinación de los distritos electora-
les y división del territorio en secciones 
electorales (…)”.     
 
Es relevante añadir que en esta nor-
ma fundamental, en su artículo terce-
ro transitorio del decreto de reforma,4 
determina que “Para establecer la 

2  El PND es un documento de trabajo que rige la programación y presupuestación de toda la Administración Pública Federal, en el que se incluyen indicadores que 
reflejan la situación del país con los temas considerados como prioritarios (PND, 2013-2018).

3  El INE es el organismo público autónomo encargado de organizar las elecciones federales en México, así como las elecciones locales en los Estados de la República 
y la Ciudad de México. 

4  Decreto de Reforma del 14 de agosto de 2001 por el que se adiciona un segundo y tercer párrafo al artículo 1° y se reforma el artículo 2 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.
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demarcación territorial de los distritos 
electorales en el país, se deberá tomar 
en consideración, cuando sea factible, 

la ubicación de los pueblos y comuni-
dades indígenas, a fin de propiciar su 
participación política”.

III. Distritación electoral en territorio mexicano 

En México la dinámica poblacional se 
transforma de manera permanente 
en las diversas zonas geográficas que 
comprende el territorio nacional. El 
Censo de Población y Vivienda que se 
lleva a cabo cada diez años en todo 
el país así lo acredita5.Es a través del 
Censo que podemos observar los mo-
vimientos demográficos -desde la mi-
gración hacia Estados Unidos hasta el 
índice de mortalidad y de natalidad-, 
entre otra información relevante. Con 
el paso del tiempo, estos cambios pro-
ducen desequilibrios en la población 
que pueden incidir en la representa-
ción política.

De ahí deriva la importancia de una 
revisión periódica del equilibrio pobla-
cional dentro de cada uno de los Distri-
tos Electorales. La Constitución Política 
mandata que cada Diputado local y 
federal debe representar a un número 
igual de ciudadanos, de acuerdo con 
la máxima representación popular de 
“un ciudadano, un voto”, y estable-
ce que para ejecutar el proceso de 
distritación -a cargo de la Dirección 
Ejecutiva del Registro Federal de Elec-
tores del Instituto Nacional Electoral-, 
se debe considerar el último Censo de 
Población y Vivienda, así como a los 
Pueblos y Comunidades Indígenas de 
todo el país.

Para llevar a cabo esta labor, el Con-
sejo General del Instituto Nacional 
Electoral6 aprobó la creación del Co-
mité Técnico para el Seguimiento y 
Evaluación de los Trabajos de Distrita-
ción, como instancia de asesoría téc-
nico-científica para el desarrollo de 
actividades o programas en materia 
de distritación federal y local7.

Adicionalmente, para un desarrollo 
óptimo de los trabajos de distritación, 
el Consejo General del INE aprobó 
los criterios y reglas operativas para 
el análisis y delimitación territorial de 
los Distritos en las entidades federati-
vas previas a sus respectivos Procesos 
Electorales Locales con base en el úl-
timo Censo mencionado. Los criterios 
son:

1. Equilibrio poblacional: Para deter-
minar el número de Distritos que 
tendrá la entidad federativa o Es-
tado de la República, se procurará 
que la población sea lo más cerca-
na a la población media estatal. 

2. Distritos integrados con población 
indígena: De acuerdo con la infor-
mación provista y  la definición es-
tablecida por la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas (CD), cuando sea factible 
se conformarán los Distritos con Mu-

5  El Censo de Población y Vivienda se realizó del 31 de mayo al 25 de junio de 2010, por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y más de 106,000 
entrevistadores recorrieron el país para visitar cada vivienda y hacer preguntas sobre éstas y sus ocupantes (INEGI, 2010).  

6  El Consejo General es el órgano superior de dirección del Instituto Nacional Electoral (INE).

7  Acuerdo INE/CG258/2014 aprobado el 19 de noviembre de 2015.
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IV. Consulta a Comunidades Indígenas en materia de Distritación

nicipios que cuenten con 40% o más 
de población indígena. Cabe decir 
que los Municipios con 40% o más de 
población indígena que sean colin-
dantes entre sí, serán agrupados. 
En el caso de que sea necesario 
integrar un Municipio no indígena, 
se preferirá al Municipio con mayor 
proporción de población indígena.

3. Integridad municipal: Los Distritos se 
construirán preferentemente con 
Municipios completos. 

4. Compacidad: En la delimitación de 
los Distritos se procurará obtener la 
mayor compacidad, es decir, que 
los límites de éstos tengan una for-
ma geométrica lo más cercana a 
un polígono regular.

8  Con base al Convenio en mención, la Comisión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) ha asesorado el desarrollo de consultas a pueblos indígenas sobre 
diversos temas como situación de derechos de mujeres indígenas, migración, lugares sagrados y energía eólica, entre otros.

5. Tiempos de traslado: Se construirán 
Distritos buscando facilitar el trasla-
do en su interior, tomando en con-
sideración los tiempos de traslado 
entre las cabeceras municipales y, 
de ser posible, comunidades con  
más de 2,500 habitantes.

6. Continuidad geográfica: Los Distri-
tos tendrán continuidad geográfi-
ca tomando en consideración los 
límites geoelectorales aprobados 
por el Instituto Nacional Electoral.

7. Factores socioeconómicos y ac-
cidentes geográficos: Sobre los es-
cenarios propuestos para la distri-
tación podrán considerarse facto-
res socioeconómicos y accidentes 
geográficos que modifiquen los es-
cenarios en comento.

La Declaración de las Naciones Uni-
das sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas establece que los pueblos 
indígenas tienen derecho a la libre de-
terminación. En virtud de lo anterior, 
determinan libremente su condición 
política y  persiguen libremente su de-
sarrollo económico, social y cultural. 
Por otro lado, el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Traba-
jo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes, señala que los 
gobiernos deberán:

• Consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropia-
dos y en particular a través de sus 
instituciones representativas, cada 
vez que se prevean medidas legis-
lativas o administrativas suscepti-
bles de afectarles directamente;

• Establecer los medios a través de 

los cuales, los pueblos interesados 
puedan participar libremente, por 
lo menos en la misma medida que 
otros sectores de la población, y a 
todos los niveles, en la adopción de 
decisiones en instituciones electivas 
y organismos administrativos y de 
otra índole responsables de políticas 
y programas que les conciernan;

• Establecer los medios para el ple-
no desarrollo de las instituciones e 
iniciativas de esos pueblos, y en los 
casos apropiados, proporcionar los 
recursos necesarios para ese fin.

En esta tesitura, el artículo 6 del citado 
Convenio, señala que las consultas lleva-
das a cabo deberán efectuarse de bue-
na fe y de una manera apropiada a las 
circunstancias con la finalidad de llegar 
a un acuerdo o lograr el consentimiento 
acerca de las medidas propuestas.8
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 Es así, que el artículo 7 del Convenio en 
mérito, señala que los gobiernos debe-
rán velar para que, siempre que haya 
lugar, se efectúen estudios de coope-
ración con los pueblos interesados, a 
fin de evaluar la incidencia social, es-
piritual, cultural y sobre el medio am-
biente que las actividades de desarro-
llo previstas puedan tener sobre estos 
pueblos. Los resultados de estos estu-
dios deberán ser considerados como 
criterios fundamentales para la ejecu-
ción de las actividades mencionadas.
En este tenor, el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (TEP-
JF),9 notificó al Instituto Nacional Elec-
toral la Jurisprudencia 37/2015, cuyo 
rubro y texto son al tenor siguiente:

Consulta previa a comunidades indí-
genas debe realizarse por autoridades 
administrativas electorales de cual-
quier orden de gobierno, cuando emi-
tan actos susceptibles de afectar sus 
derechos.- De la interpretación de los 
artículos 1° y 2° Apartado B, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con relación al numeral 6 
del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes, se advierte que la Federación, 
las entidades federativas y los Munici-
pios, para promover la igualdad de 
oportunidades de los indígenas y elimi-
nar cualquier práctica discriminatoria, 
determinarán las políticas necesarias 
para garantizar la vigencia de los de-
rechos de los indígenas y el desarrollo 
integral de sus pueblos y comunida-
des, las cuales deberán ser diseñadas y 
operadas conjuntamente con ellos. En 
ese sentido, las autoridades administra-
tivas electorales de cualquier orden de 
gobierno, tienen el deber de consultar 
a la comunidad interesada, mediante 
mecanismos eficaces que garanticen 

su conocimiento, y por conducto de 
sus instituciones representativas, cada 
vez que pretendan emitir alguna me-
dida susceptible de afectarles directa-
mente, con el objeto de garantizar la 
vigencia de sus derechos indígenas y el 
desarrollo integral de pueblos y comuni-
dades; sin que la opinión que al efecto 
se emita vincule a la autoridad adminis-
trativa, porque se trata de una consulta 
para determinar si los intereses de los 
pueblos indígenas serían agraviados.

En este orden de ideas, resulta relevan-
te referirse a la sentencia que la Corte 
Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) estableció con relación al 
caso de Pueblo Indígena Kichwa de 
Sarayaku vs. Ecuador [27 de junio de 
2012], en la que señala que las con-
sultas que se pretendan aplicar a los 
miembros de comunidades y pueblos 
indígenas deberán atender, principal-
mente, los siguientes parámetros:

• Previa, en las primeras etapas del 
plan o proyecto a realizar, pues el 
hecho de informar a las comunida-
des y pueblos indígenas de manera 
posterior va en contra de la esen-
cia del derecho a la consulta;

• Culturalmente adecuada, median-
te procedimientos acordes, aten-
diendo a  las especificidades de los 
pueblos y comunidades indígenas, 
como son sus costumbres, tradicio-
nes y, sobre todo, instituciones re-
presentativas;

• Informada, esto es, los procedi-
mientos que sean implementados 
para dar a conocer los proyectos y 
medidas, exigen la provisión plena 
de información precisa sobre la na-
turaleza y alcances del proyecto, 
pues solo a sabiendas de todas las 

9  El (TEPJF)  es un órgano especializado del Poder Judicial de la Federación encargado de resolver controversias en materia electoral y proteger los derechos político-
electorales de los ciudadanos.  
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consecuencias y riesgos de cual-
quier naturaleza, los integrantes de 
pueblos y comunidades indígenas, 
podrán evaluar la procedencia del 
plan propuesto, y;

• De buena fe, con el objeto de lle-
gar a un acuerdo basado en la li-
bertad, la confianza y respeto mu-
tuo. (Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación, 2015)

En este sentido, y en atención a lo 
precisado en la citada Jurisprudencia 
37/2015 del Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, el INE 
como autoridad administrativa elec-
toral nacional, tiene el deber de con-
sultar a los pueblos y comunidades in-
dígenas, mediante mecanismos efica-
ces que garanticen su conocimiento 
y por conducto de sus instituciones re-
presentativas, cada vez que pretenda 
emitir medidas susceptibles de afec-
tarles directamente con el objeto de 
garantizar la vigencia de sus derechos 
y el desarrollo integral de sus pueblos y 
comunidades, sin que la opinión que 
al efecto se emita vincule a esta au-
toridad administrativa porque se trata 
de una consulta para determinar si los 
intereses de los pueblos y comunida-
des indígenas serían agraviados.

Por lo anterior, con base en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales (LGIPE) y 
los criterios técnicos y las reglas opera-
tivas aprobados por el Consejo Gene-
ral del INE en materia de distritación y 
con la información que, para este fin, 
ofrezca la CDI se propuso consultar a 
las instituciones representativas de los 
pueblos y comunidades indígenas en 
las entidades federativas, su opinión 

sobre la forma cómo podrían quedar 
agrupados los municipios, en dónde 
se ubican sus pueblos y comunidades 
dentro de los distritos electorales ge-
nerados por la autoridad electoral, así 
como consultarles una propuesta ini-
cial de cabeceras distritales. 

Para el desarrollo de la consulta en 
cada estado de la República o enti-
dad federativa, la CDI apoyará al INE 
en las siguientes actividades: 

• Coordinar con el INE para la reali-
zación de reuniones preparatorias 
con funcionarios y el Presidente del 
Consejo Consultivo de la CDI para 
informarles los objetivos de la con-
sulta, la metodología y los materia-
les informativos.

• Colaborar en la logística para la or-
ganización de la reunión informati-
va sobre la consulta indígena con 
la Presidencia, la Comisión de Ho-
nor, la Comisión Coordinadora del 
Consejo Consultivo y funcionarios 
del CDI.

• Sobre la lista de instituciones indíge-
nas representativas de cada enti-
dad federativa que defina el INE, 
podrá sugerir adecuaciones a la par 
de otras instancias especializadas.

• Ofrecer los apoyos que se requie-
ran para que se lleve a cabo la 
difusión de la consulta indígena a 
través del Sistema de Radiodifuso-
ras Culturales Indigenistas de con-
formidad con los contenidos defini-
dos por el INE.

Por otro lado, se consideró la partici-
pación del Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas (INALI)10 para apoyar 
en lo siguiente: 

10  El (INALI)  es un organismo descentralizado del gobierno mexicano que busca promover el fortalecimiento, preservación y desarrollo de lenguas indígenas que se 
hablan en territorio nacional.
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V. Fases de la Consulta a Comunidades Indígenas en materia de Distritación

La Consulta Indígena en materia de 
Distritación Electoral considera una 
secuencia de actividades o fases que 
tienen como fin recabar la opinión de 
los pueblos y comunidades indígenas 
respecto a la delimitación de los distri-
tos electorales de su entidad federati-
va propuesta por la autoridad electo-
ral, en particular, sobre la forma como 
quedarían agrupados los municipios 
en donde se ubican sus pueblos y co-
munidades, y, sobre la propuesta de 
cabecera distrital. 

Durante el proceso de consulta, son 
dos los momentos más relevantes: el 
informativo y el de la consulta en sí. En 
el primero -a través de la radio, foros 
estatales, mesas informativas y reque-
rimientos específicos-, el INE ofrecerá 
a las instituciones indígenas represen-
tativas y a la población indígena, la 
información sobre el proceso de dis-
tritación, los escenarios de distritación 
generados y el proceso de consulta. 
Por su lado, en el segundo, el INE co-
nocerá la opinión de la población indí-
gena respecto del Primer Escenario de 
Distritación y las cabeceras distritales.

Las actividades de la Consulta se agru-
pan en seis etapas o fases y quedarán 
inscritas en el proceso de distritación 
de cada entidad federativa:  
 
1. Fase preparatoria: 

Esta fase tiene por objetivo que el INE 
informe a la CDI sobre el procedimien-
to que se seguirá para la consulta in-
dígena y acordar los términos de la 
difusión de la misma a través del Sis-
tema de Radiodifusoras Culturales In-
digenistas, así como la logística de las 
reuniones en las que participarán las 
autoridades de las instituciones indíge-
nas representativas de cada entidad 
federativa.     
 
• Comprende la realización de reu-

niones de trabajo con funcionarios 
y el Presidente del Consejo Consul-
tivo de la CDI.

• Esta etapa concluye hasta el mo-
mento en que se lleven a cabo el 
Foro Estatal de Distritación y la Mesa 
Informativa Especializada.
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• En la traducción de los materiales 
informativos que se utilizarán en la 
difusión radiofónica de la consulta 
indígena en materia de distritación 
en sus diferentes lenguas.

• En la revisión de los textos de los 
materiales escritos en español y en 
lenguas indígenas, con la finalidad 
de lograr una mejor comunicación 

con los participantes, de acuerdo 
con su lengua y cultura.

• En la propuesta de los intérpretes 
de las diferentes lenguas para que 
participen en las mesas informati-
vas especializadas en el proceso 
de distritación que habrán de cele-
brarse en cada entidad federativa.
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2.  Fase informativa: 

Esta fase tiene por finalidad que el 
INE ofrezca a la población indígena 
la mayor información posible sobre el 
proceso de distritación y la consulta 
indígena. Cuando se requiera, esta 
información se presentará tanto en 
español como en la o las lenguas indí-
genas que se hablen en cada entidad 
federativa.     
 
• Iniciará con una reunión de presen-

tación del proceso de distritación y 
de la consulta indígena por parte del 
INE a la Presidencia, a la Comisión de 
Honor y a la Comisión Coordinadora 
del Consejo Consultivo de la CDI.   

• Acto seguido, el INE informará a los 
pueblos y comunidades indígenas 
de cada entidad federativa a tra-
vés del Sistema de Radiodifusoras 
Culturales Indigenistas y mediante 
los tiempos de radio que corres-
ponden al Estado que son admi-
nistrados por el INE, sobre el pro-
ceso de distritación y la realización 
del Foro Estatal de Distritación y la 
Mesa Informativa Especializada.  
 

• En cada entidad se realizará un 
Foro Estatal, cuyo objetivo será que 
el INE presente el proyecto de distri-
tación electoral. Al acto se invitará 
a: las instituciones indígenas repre-
sentativas de la entidad, los repre-
sentantes de los partidos políticos, 
las autoridades estatales y munici-
pales, diputados locales, las auto-
ridades electorales locales y fede-
rales y al público en general.   
 

• Como parte del foro habrá una 
Mesa Informativa Especializada 
en el proceso de distritación y su 
relación con los pueblos y comu-

nidades indígenas, en donde el 
INE aportará la información más 
relevante sobre la temática. En el 
momento que se les remita la invi-
tación al Foro Estatal y a la Mesa 
Informativa Especializada, les será 
enviado, para su conocimiento, 
a las instituciones indígenas repre-
sentativas el presente protocolo; 
cualquier duda sobre el mismo po-
drán manifestarla durante el desa-
rrollo de la Mesa. Participarán en la 
mesa las autoridades o represen-
tantes de las instituciones indígenas 
representativas de la entidad, las 
autoridades indígenas municipales, 
diputados indígenas de la entidad 
y como asistentes al evento po-
drán estar: los representantes de los 
partidos políticos, las autoridades 
estatales y municipales, diputados 
locales y federales, las autoridades 
electorales locales y federales y el 
público en general.

• El INE establecerá los mecanismos 
para mantener informadas a las 
instituciones indígenas representa-
tivas sobre los trabajos del proceso 
de distritación en la entidad fede-
rativa que les corresponda, a efec-
to de que conozcan y en su caso 
emitan opinión.

3.  Fase de socialización de la informa-
ción entre la población indígena:

El objetivo de esta fase es abrir un es-
pacio de tiempo durante el cual las 
instituciones indígenas representativas 
difundan y analicen la información 
que recibieron en el Foro Estatal de 
Distritación y en la Mesa Informativa 
Especializada con los pueblos y comu-
nidades indígenas de su entidad fede-
rativa.     
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• La dinámica para la difusión y el 
análisis de la información depen-
derá de cada institución indígena 
representativa.

4.  Fase de ejecución:

El objetivo de esta fase es conocer la 
opinión de las instituciones indígenas 
representativas sobre el Primer Esce-
nario de Distritación de la entidad fe-
derativa que les corresponda y sobre 
una propuesta inicial de cabeceras 
distritales.      
 
• El INE generará el Primer Escena-

rio de Distritación para la entidad 
federativa correspondiente con 
base en los criterios técnicos y las 
reglas operativas aprobados por 
el Consejo General del INE. Adicio-
nalmente, el INE incluirá en este es-
cenario una primera propuesta de 
cabeceras distritales.    
 

• El Primer Escenario de Distritación 
será enviado de manera oficial a 
las instituciones indígenas represen-
tativas de la entidad federativa.

• De conformidad con el objetivo 
planteado, se consultará a las insti-
tuciones indígenas representativas 
para que opinen:    
 
• Sobre la forma en la que po-

drían quedar agrupados los 
municipios en los que se ubican 
sus pueblos y comunidades in-
dígenas dentro de los distritos 
electorales.

• Sobre la propuesta de cabe-
ceras distritales.

• El INE establecerá un plazo para 
que las instituciones indígenas re-
presentativas de la entidad fede-
rativa correspondiente, formulen 
sus opiniones con relación al Primer 
Escenario de Distritación y a la pro-
puesta de cabeceras distritales y 
las envíen a la Junta Estatal o Distri-
tal del INE.    
 

• El Segundo Escenario de Distritación 
de cada entidad federativa estará 
disponible en las Juntas Locales y 
Distritales correspondientes para que 
las instituciones indígenas represen-
tativas estén informadas, lo conoz-
can y puedan, en su caso, opinar 
sobre el mismo dentro del plazo de 
observaciones para ese escenario, 
que se defina en el Plan de Trabajo 
del Proyecto de Distritación Electoral 
Local y Federal 2016-2017.

5.  Fase de valoración técnica de las 
opiniones: 

Esta fase tiene por objetivo obtener 
una valoración técnica de las opinio-
nes que las instituciones indígenas re-
presentativas envíen sobre el Primer 
Escenario de Distritación y con rela-
ción a la propuesta de ubicación de 
las cabeceras distritales de la entidad 
federativa correspondiente.  
 
• Tomando en consideración las ob-

servaciones del Comité Técnico 
para el Seguimiento y Evaluación 
de los Trabajos de Distritación, el 
INE valorará técnicamente las opi-
niones que las instituciones indíge-
nas representativas de una entidad 
federativa presenten al Primer Es-
cenario de Distritación y a la pro-
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puesta de cabeceras distritales. Asi-
mismo, se ponderará cualquier opi-
nión que las instituciones indígenas 
representativas formulen respecto 
de los trabajos de distritación. 
 

• La valoración técnica será con 
base en los criterios y reglas opera-
tivas que deberán aplicarse para el 
análisis y en la delimitación de los 
distritos de las entidades federati-
vas previos a sus respectivos proce-
sos electorales locales.  
 

• Se tomará en consideración la Ju-
risprudencia 37/2015 del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la 
Federación.     
 

• Las opiniones al Primer Escenario de 
Distritación enviadas por las institucio-
nes indígenas representativas de la 
entidad federativa correspondiente, 
que técnicamente resulten viables, 

podrán ser tomadas en considera-
ción por el INE antes de publicar el 
Segundo Escenario de Distritación.  
    

• Las opiniones a la propuesta de 
cabeceras distritales que técnica-
mente resulten viables podrán ser 
tomadas en consideración por el 
INE al momento de publicar el Es-
cenario Final de Distritación. 
 

• En caso que no se reciba ninguna 
opinión sobre algún distrito elec-
toral o bien sobre la totalidad del 
Primer Escenario de Distritación, o 
sobre alguna cabecera distrital, se 
considerará que la propuesta ha 
sido aceptada.

6.  Fase de conclusión de la consulta y 
entrega de la distritación:

El INE hará entrega de la Distritación 
aprobada por su Consejo General al 
Consejo Consultivo de la CDI.

VI. Una mirada al futuro

Durante el 2015, el Instituto Nacional 
Electoral emprendió un proceso de 
distritación local en 15 entidades de la 
República. En ese contexto, la Sala Su-
perior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación obligó a la 
autoridad electoral a emprender una 
Consulta previa a Comunidades Indí-
genas cuando emitan actos suscepti-
bles de afectar sus derechos.
 
En virtud de lo anterior, el Consejo Ge-
neral del INE aprobó en febrero de 2016 
el Protocolo para la Consulta a Pueblos 
y Comunidades Indígenas en materia 
de Distritación Electoral, el cual permi-
tirá contar con una orientación sobre 

cómo y a quién se debe consultar en 
cada Estado y a nivel federal. 

Como se ha señalado, el acompaña-
miento de la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
resulta enriquecedor para que el INE 
proceda a distritar 17 entidades en 
2016 y se lleve a cabo la nueva distri-
tación en los 300 distritos electorales 
federales. Cabe  indicar que la Distri-
tación vigente se hizo en el 2005.

Para esta Distritación Nacional, hare-
mos las consultas a todas las institucio-
nes indígenas representativas sobre la 
forma cómo se piensa agrupar a los 
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pueblos y comunidades indígenas al 
interior de los Distritos y sobre la pro-
puesta de cabecera distrital.

El Instituto Nacional Electoral tiene el 
mayor interés en ofrecer a la pobla-
ción indígena el mayor cúmulo de in-
formación sobre lo que se va a reali-
zar. En su momento sus opiniones serán 

valoradas por el Comité de Expertos. 
Sabemos que la Consulta generará 
una mejor -y seguramente una mayor- 
representación política de los Pueblos 
y Comunidades Indígenas de México. 
Un pendiente para cerca de los millo-
nes de mexicanos indígenas, que ya 
no puede esperar más.
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RESUMEN:

El artículo en cuestión busca realizar un estudio de la aplicación de la representación proporcional 
en el Sistema Electoral Panameño, en la conformación de la Asamblea Nacional.

Al respecto, se hace un análisis previo de temas relacionados con las elecciones y el sistema 
electoral en general, para luego realizar un estudio de cómo funciona el sistema de adjudicación 
de escaños en Panamá para el Poder Legislativo y, de esta manera,  generar un espacio para la 
discusión sobre el cumplimiento del sistema existente de acuerdo con el cometido de la figura, 
el cual consiste en ser un mecanismo destinado a permitir la pluralidad política en la Asamblea 
Nacional.

Para lograr estos fines, analizaremos el sistema de votación existente en Panamá en los circuitos 
plurinominales y las reglas para aplicar la representación proporcional. 

Finalmente, expondremos nuestras conclusiones sobre el asunto, a fin de complementar el 
estudio realizado.

PALABRAS CLAVES:

Representación proporcional/ Panamá/ cociente/ medio cociente/ circuitos plurinominales.
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ABSTRACT:

The article in question seeks to conduct a study of the application of the proportional representation 
in the Panamanian electoral system, in the formation of the National Assembly.

In this regard, its done a prior analysis of the issues related to  elections and the electoral system in 
general. Then, it will be done a study of how the system of allocation of seats in Panama works for 
the legislative branch and in this way, generate a space for discussion about if the existing system 
complies or not with its role, which is a mechanism that political plurality in the National Assembly.

To achieve these goals, we will analyze the existing voting system to apply proportional 
representation, and thus draw our conclusions.

Finally, we will exhibit our findings on the matter, in order to complement the study.

KEY WORDS:

Proportional representation/ Panama/ ratio average/ half ratio average/ multiple member 
constituency.

Los seres humanos desde su apa-
rición han buscado formas de 
liderazgo a fin de  satisfacer sus 

necesidades, tanto individuales como 
colectivas, razón por la que, siempre 
han confiando en un individuo o varios 
de ellos, la dirección del grupo.

Ahora bien, los elementos para con-
figurar este liderazgo, a lo largo del 
tiempo, han variado principalmente en 
función de las necesidades y comple-
jidades de los grupos humanos. Así las 
cosas, en un principio el liderazgo era 
dominado por razones de fuerza o ha-
bilidad para satisfacer las necesidades 
del grupo, o por la edad, en cuanto a 
que la experiencia previa era conside-
rada vital para su supervivencia. 

Con el establecimiento de asenta-
mientos permanentes de seres huma-
nos, en forma de tribus, clanes, pue-
blos, etc., las interacciones humanas 
pasaron de un plano de estricta su-
pervivencia a una continuidad, razón 
por la cual, los parámetros de fuerza 

comenzaron a ser considerados obso-
letos para determinar la calidad del 
líder de la población.

En este punto, inicia la aparición de las 
monarquías, es decir, liderazgos fami-
liares sucesorios que en cierta medida 
mantenían el sistema de gobierno an-
terior con el agravante de  transmitir el 
poder a los descendientes del líder.

Lo anterior, durante muchos siglos fue 
aceptado hasta el momento en que 
la pujanza de las clases medias y bajas 
requirió  mayor participación en la de-
cisión de los asuntos públicos, produ-
ciéndose inicialmente la eliminación 
del carácter absoluto del sistema de 
gobierno, y luego la eliminación del 
sistema a nivel casi general, quedan-
do remanentes que más que gober-
nar, constituyen símbolos de tradición 
y unión nacional.

Con el fin de las monarquías se institu-
yeron los gobiernos en donde el pue-
blo debía autogobernarse, es decir, ya 

La Democracia Representativa
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no  contaban con líderes hereditarios 
que decidían por la generalidad sino 
que éstos debían establecer una for-
ma para llevar a la práctica la guía y 
conducción del pueblo.

Es en este momento, en que aparecen 
la Democracia Representativa como 
mecanismo de gobierno en donde el 
pueblo elige -ya no se le impone- sus 
representantes quienes deberán en su 
nombre, ejercer el mandato público por 
un período de tiempo determinado y en 
todo caso sometido al mandato legal.

De lo anterior, podemos ver que el siste-
ma de gobierno pasa de un liderazgo 
absoluto, hereditario y  perpetuo, a uno 
temporal que surge de la voluntad po-
pular y es sometido al escrutinio legal.

Por tanto, podemos sostener que la 
Democracia Representativa no es más 
que la forma de gobierno en la cual el 
pueblo elige en un proceso electoral 
libre, auténtico y honesto a sus auto-
ridades públicas que deberán ejer-
cer el poder público de conformidad 
con lo dispuesto en la ley dentro de 
un tiempo previamente determinado 
sin posibilidad de extenderlo a menos 
que así lo consientan los gobernados.

Este sistema de gobierno tiene su apa-
rición con el Parlamento Británico; sin 

embargo, se magnifica y se consolida 
con la Independencia de los Estados 
Unidos de América cuando se dispone 
que los Poderes Ejecutivos y Legislati-
vos deben ser ejercidos por ciudada-
nos elegidos entre sus pares, es decir, 
ya no solo el cuerpo deliberativo de la 
Nación está compuesta por autorida-
des electas sino también la adminis-
tración es ejercida por representantes 
del pueblo sometidos a la ley.

Así pues, podemos establecer los prin-
cipios básicos de la Democracia Re-
presentativa:

1. Temporal;
2. Renovable a través de procesos 

electorales auténticos, libres y ho-
nestos; y,

3. Sometida al control de la legalidad 
y constitucionalidad.

Lo anterior, nos lleva al estudio de un 
punto  particular en el sistema demo-
crático representativo; el evento elec-
toral, es decir, el acto mediante el cual 
los integrantes de una comunidad 
política proceden de manera regular 
a escoger a los conciudadanos que 
temporalmente llevarán a cabo el li-
derazgo social o mejor dicho el ejerci-
cio del poder público.

Las Elecciones

Las elecciones son un evento genera-
lizado a nivel mundial; son un meca-
nismo en el que la ciudadanía de un 
país procede a emitir su opinión sobre 
un evento político en particular, ya sea 
para la elección de sus autoridades o 
para manifestar su criterio en un Refe-
réndum o Plebiscito.

A través de este mecanismo se da el 
proceso de renovación de las auto-
ridades públicas de una nación me-
diante la selección de ciudadanos por 
parte del electorado, quienes previa-
mente, han sido validados -por el or-
ganismo electoral- como candidatos 
cumpliendo con los requisitos exigidos 
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por la Legislación Electoral (incluso la 
Constitucional) para ejercer el cargo 
al que aspiran.

Generalmente, el proceso electoral es 
directo; los electores al emitir su voto, 
eligen como autoridad a la que tenga 
mayor cantidad de votos; sin embar-
go, existen las elecciones indirectas en 
las cuales la ciudadanía escoge con 
su voto a un conjunto de ciudadanos, 
quienes posteriormente, realizan la se-
lección final de la autoridad.

Como ejemplo de este último caso, te-
nemos el Colegio Electoral de los Esta-
dos Unidos de América conformado por 
los llamados electores, elegidos en los 
50 Estados en el primer mes de noviem-
bre del año de la elección, quienes a su 
vez en diciembre siguiente a la elección 
proceden a elegir al Presidente de la 
Unión  (Garber, 2011).

Ahora para que este ejercicio cívico 
sea considerado  válido, debe cum-
plir una serie de requisitos cuyo cum-
plimiento determina su autenticidad 
como mecanismo de selección de au-
toridades y no una parodia para legi-
timar a quien ostente el poder público 
en un momento dado.

La doctrina ha reconocido una serie 
de puntos que debe reunir una elec-
ción para ser considerada auténtica, 
entre los que podemos mencionar:

1. Que los resultados de la votación 
sean reconocidos;

2. Que exista un registro electoral 
confiable;

3. Que la elección se realice confor-
me a la Ley Electoral previamente 
dispuesta para el acto;

4. Que existan condiciones para que 
el pueblo pueda cambiar a la au-

toridad;
5. Que existan igualdad de condicio-

nes de competencia entre los can-
didatos; y, 

6. Que exista una autoridad electoral 
independiente, imparcial  que re-
suelva las controversias producto 
de la elección.

Los elementos anteriores son de vital 
importancia para el sistema demo-
crático representativo, toda vez que 
el cumplimiento de los mismos en una 
elección no solo permite la legitimidad 
de las autoridades electas sino que las 
distintas corrientes políticas de una so-
ciedad puedan ser representadas en 
los distintos órganos de gobierno. Es 
decir, una elección auténtica evita la 
hegemonía absoluta de un partido po-
lítico y permite el acceso a la minoría 
para hacerse presente en el gobierno.

Por consiguiente, existe un eslabón in-
divisible entre la Democracia Repre-
sentativa y las elecciones, ya que una 
no puede existir sin la otra. No se pue-
de hablar de representantes legítimos 
del pueblo si éstos no son electos  de 
manera libre y bajo un marco legal 
que garantice a cualquier ciudadano 
presentar su oferta electoral.

Ahora bien, ¿cómo saber qué candi-
dato ha sido electo? Es una pregunta 
muy sencilla, pero muy complicada 
de responder, ya que al ser una com-
petencia de ideas personificadas que 
recogen el sentir de una población, dis-
criminar éstas sería atentar contra la di-
versidad de opiniones y el acuerdo ge-
neral para alcanzar el bien común. En 
este sentido, las distintas legislaciones 
electorales establecen mecanismos 
para traducir los votos en puestos públi-
cos, es decir, para determinar quienes 
ganan en la elección que es lo que se 
conoce como sistema electoral.
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Sistemas Electorales

Los sistemas electorales son los mecanis-
mos que adopta cada país a través de 
su legislación para establecer cómo se 
interpretan los resultados de una elec-
ción, son la fórmula que cada Estado 
utiliza para adjudicar los escaños en los 
distintos órganos de gobierno que son 
sometidos a la voluntad popular.

En general, éstos son ligados al tipo de 
autoridad a elegir ya que muchos consi-
deran que hay autoridades que deben 
responder a la voluntad mayoritaria de 
los miembros de la colectividad, y, otras 
que deben ser producto de un consen-
so o que representen a la mayor can-
tidad de voluntades como sea posible.

Por tanto, los sistemas electorales se 
agrupan en dos categorías, los siste-
mas mayoritarios y los de representa-
ción proporcional.

Los primeros, usualmente utilizados en 
la elección de las autoridades eje-
cutivas (bajo el concepto que uno 
administra mejor que muchos) y es 
el más sencillo de todos, puesto que 
parte de una simple fórmula: gana 
quien más votos obtenga.

Este sistema es utilizado en la mayo-
ría de los sistemas de gobierno presi-
denciales, como Panamá, en donde 
el método es válido para la elección 
presidencial y municipal, y en algunas 
circunscripciones legislativas.

Como hemos dicho, se trata de un sis-
tema sencillo y de fácil manejo, aun-
que permite el desconocimiento de la 
voluntad de la mayoría. Ante una mul-
tiplicidad de candidatos, el porcenta-
je del ganador -si bien numéricamen-
te es el mayor-, no necesariamente 

refleja la voluntad de la mayoría del 
electorado; como ocurrió en la Elec-
ción Presidencial de 1994 en Panamá, 
en donde el candidato Ernesto Pérez 
Balladares fue proclamado vencedor 
con el 33% de los votos emitidos (Val-
des Escoffery, 2006).

Lo anterior, ha llevado a la creación de 
la figura de la doble vuelta o balotage 
en donde las leyes electorales para pro-
clamar ganador a un candidato en un 
sistema mayoritario exigen que gane 
con un determinado porcentaje, que 
de no ser alcanzado, motiva a una se-
gunda elección entre los 2 dos candida-
tos más votados. El propósito es que el 
ganador tenga un porcentaje que legiti-
me su victoria de manera contundente.

Por otro lado, tenemos el sistema de 
representación proporcional que es 
utilizado de manera exclusiva  para 
organismos deliberativos, es decir, 
asambleas ya sean de índole nacio-
nal o municipal, y se sustenta en que 
el Órgano Legislativo esté compuesto 
por las corrientes políticas  en la pro-
porción en que hayan sido electas. 

Se trata de un sistema que si bien tie-
ne rasgos del mecanismo mayoritario, 
también permite el acceso a las le-
gislaturas a los partidos políticos que 
obtengan un porcentaje significativo 
de votos en la elección, de forma tal 
que la expedición de las normas lega-
les que regirán el destino de un Esta-
do sean producto de la discusión y el 
consenso de la mayoría de las corrien-
tes políticas de aquel.

El sistema de representación propor-
cional se diseña con fórmulas que in-
tentan que los escaños legislativos de 
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un país sean distribuidos entre los parti-
dos políticos en función del porcentaje 
de votos que obtengan y para ello se 
valen de figuras como la cifra reparti-
dora o cociente, el medio cociente, el 
voto en plancha y selectivo, las cuales 
tienen la finalidad de hacer la transfor-
mación de votos en escaños en virtud 

del porcentaje de los primeros.
Nuestro país utiliza el sistema de re-
presentación proporcional en las 
elecciones legislativas, en las circuns-
cripciones de mayor población con 
un mecanismo híbrido que recoge 
ambos sistemas y que veremos en lí-
neas posteriores.

Sistema Electoral Panameño

El Código Electoral de Panamá deta-
lla con precisión el sistema electoral 
para la conformación de los distintos 
órganos de gobierno cuya composi-
ción obedece a la voluntad popular, 
el que tiene  su base en disposiciones 
constitucionales.

Al respecto, el mismo, al igual que la 
mayoría de las legislaciones electo-
rales del continente, dispone un siste-
ma mayoritario para las elecciones no 
solo de los organismos ejecutivos sino 
también para algunas circunscripcio-
nes legislativas y  establece que habrá 
circunscripciones legislativas que se 
regirán bajo la modalidad de la repre-
sentación proporcional.

Sobre la primera modalidad, en Pa-
namá el sistema mayoritario no está 
condicionado a un porcentaje en 
particular para que el candidato ga-
nador obtenga la victoria, es decir, no 
hay segunda vuelta electoral puesto 
que se utiliza la mayoría simple para 
efectuar la proclamación respectiva. 
Así fue validado por el Pleno de la Cor-
te Suprema de Justicia en la Elección 
Presidencial de 1994, cuando declaró 
en su Sentencia de 18 de abril de 1994, 
que la mayoría exigida en la Ley Elec-
toral no debía considerarse como una 
mayoría calificada.

Este sistema mayoritario permite la con-
formación de alianzas electorales entre 
los distintos partidos políticos, a fin de 
postular candidatos comunes quienes 
se ven beneficiados por la sumatoria 
de votos que obtengan en cada uno 
de los partidos políticos en que se ha-
yan postulado, de forma tal, que una 
proclamación obedece al binomio 
candidato-partido, es decir, la junta 
de escrutinio correspondiente primero 
debe establecer qué candidato obtu-
vo la mayor cantidad de votos y luego 
indicar a qué partido representará.

Sobre este punto, debemos recordar 
que en Panamá se permite la libre 
postulación para todos los cargos de 
elección popular, empero, quien com-
pita bajo esta modalidad no puede ser 
postulado por un partido político aún 
cuando exista una alianza electoral.

Para determinar a qué partido político 
se le asignará el cargo obtenido por el 
candidato, se sigue una regla sencilla 
la cual consiste en que aquel repre-
sentará al partido en que está inscrito 
y en caso de no estarlo o que éste des-
apareciera, el candidato ganador re-
presentará al partido político que más 
votos le dio en la elección.
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Como hemos visto, se trata de un sis-
tema práctico y que se utiliza para la 
elección de Presidente y Vicepresiden-
te de la República, Alcaldes, Represen-
tantes de Corregimiento y 26 de los 71 
Diputados de la Asamblea Nacional.

En otro orden de ideas, y con funda-
mento constitucional, nuestro país uti-
liza el sistema de representación pro-
porcional para las elecciones legislati-
vas en 13 circunscripciones legislativas 
de las 39 existentes, empero, con la 
capacidad de elegir a 45 de los 71 Di-
putados del Órgano Legislativo.

Ahora bien, como analizaremos más 
adelante, podremos observar que di-
cho sistema en realidad es mixto ya 
que permite la repartición de curules 
mediante un mecanismo de cocien-
te y medio cociente, sin embargo, a 
la hora de tener que adjudicar curules 
por residuo se transforma en un sistema 
mayoritario que desnaturaliza en su to-
talidad la representación proporcional.

También, es utilizado para la elección 
de Concejales en los Distritos de Tabo-
ga, Sambú y Cémaco; en ocasiones  los 

mismos no alcanzan la cifra de cinco 
corregimientos y por tanto, cinco repre-
sentantes son el mínimo constitucional 
establecido para la configuración del 
Concejo Municipal, a saber, el órgano 
de deliberación en el gobierno local.

Asimismo, para la elección de los re-
presentantes panameños en el Parla-
mento Centroamericano, nuestra Ley 
Electoral ha dispuesto un sistema de re-
presentación proporcional puro ya que 
utiliza de manera íntegra el porcentaje 
de votos obtenidos por los partidos po-
líticos y hace un reparto de curules en 
atención a tal porcentaje, garantizan-
do no solo un reparto proporcional sino 
que da cabida a las minorías, enten-
diéndose por esto, que todos los parti-
dos políticos que subsistan la elección 
tienen derecho a una representación 
en el Parlamento Centroamericano.

De esta forma, procedemos al análi-
sis del sistema proporcional paname-
ño haciendo énfasis en las modalida-
des utilizadas en los últimos 30 años y 
la propuesta elaborada por la ban-
cada oficialista en la Reforma Elec-
toral del año 2010.

Foto: Juan Carlos Navarro / Flycker
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La Representación Proporcional en Panamá

Con la promulgación de la Ley 60 de 
31 de marzo de 1925, se establece la 
primera fórmula de representación 
proporcional en el sistema electoral 
panameño;  como hemos indicado en 
líneas anteriores, es utilizada para las 
elecciones de los entes deliberativos 
de la Nación, la Asamblea Nacional y 
los Concejos Municipales.

No obstante, según el Magistrado 
Eduardo Valdés Escoffery (2006), con 
anterioridad a dicha fecha se dio un 
ensayo de este sistema con la Ley 1 
de 22 de agosto de 1916, empero, se 
considera que en 1925 se adopta for-
malmente éste.

Con el devenir de los años, el sistema 
se ha afianzado a nivel de la elección 
legislativa quedando en desuso para  
los comicios de Autoridades Municipa-
les -principalmente- a partir de 1972, 
cuando la Constitución Política dispu-
so la creación de la figura del Repre-
sentante de Corregimiento, quien en 
compañía de sus pares en un distrito 
conformaban el Concejo Municipal.

Es decir, que en materia de elecciones 
locales su organismo deliberativo pasó 
de una elección plurinominal a una de 
índole uninominal que utiliza el siste-
ma mayoritario. Sin embargo, como la 
propia Constitución Política estableció 
que el Concejo Municipal estaría com-
puesto al menos de cinco miembros, 
se mantuvo la figura de los Concejales 
para aquellos distritos con menos de tal 
cantidad de corregimientos, en cuyo 
caso, se utiliza una circunscripción mu-
nicipal para elegir a éstos a través del 
principio de representación proporcio-
nal en atención a que en los distritos  

que deben hacer esta elección, el nú-
mero de Concejales es de dos o más.

Por otro lado, con ocasión a la incorpo-
ración de la República de Panamá al 
Parlamento Centroamericano en 1994, 
se dispuso a través de la Ley 22, de 14 
de julio de 1997 las normas para la elec-
ción de los diputados a dicho organis-
mo regional; para ello se estableció un 
sistema de representación proporcio-
nal, el cual, a diferencia del sistema 
aplicado para la elección legislativa, 
se caracteriza porque se maneja estric-
tamente con los votos obtenidos por los 
partidos políticos, es decir, no utiliza el 
voto selectivo o preferencial.

Ahora bien, ¿cómo funciona el siste-
ma de representación proporcional 
en la República de Panamá?

El sistema de representación propor-
cional actual que se utiliza en los even-
tos electorales legislativos en Panamá, 
tiene su origen en la Ley 11, de 10 de 
agosto de 1983, la que contiene el Có-
digo Electoral, aunque como es de co-
nocimiento general, dicha propuesta 
fue modificada en el año 1988 y 1993 
cuando se realizó la última modifica-
ción a éste y que se mantiene hasta 
nuestros días.

En este sentido, el sistema de repre-
sentación proporcional es utilizado en 
aquellas circunscripciones legislativas 
en donde se eligen dos o más dipu-
tados y conjugan en sí, un sistema de 
reparto en atención al promedio de 
votos obtenidos por los partidos políti-
cos bajo la figura del cociente y me-
dio cociente, y un sistema mayoritario 
para el residuo.
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Para  entender esta combinación, es 
preciso referirnos a una institución muy 
propia del Derecho Electoral Panameño 
como el voto preferencial o selectivo.

En los sistemas electorales que utilizan 
la representación proporcional para la 
elección de  Autoridades Legislativas, 
se parte del hecho que los electores 
endosan con su voto la oferta electo-
ral propuesta por un partido político, a 
través de una lista de candidatos sin 
la posibilidad de modificar el orden de 
la misma, y por tanto, si tienen prefe-
rencia por algún miembro en particu-
lar de ésta, no pueden colocarlo con 
su voto en una posición preferencial 
para su proclamación.

Debemos recordar que en este tipo 
de elección, cuando un partido po-
lítico es favorecido con una o varias 
curules, se proclamarán en éstas a los 
candidatos del partido agraciado se-
gún el orden en que éstos aparecen 
en la lista propuesta por aquél.

Nuestro sistema electoral desde el año 
1930, con la Ley 28, de 5 de noviembre,  
estableció el voto preferencial o selec-
tivo, en el cual, el ciudadano al elegir 
un partido político puede modificar el 
orden de la lista propuesta por aquél, 
en el sentido de privilegiar a uno o va-
rios (mas no a todos) candidatos, de  
tal manera que a la hora de realizar 
la adjudicación no se utilizará el orden 
de la lista sino el grado de simpatía 
que éstos tengan con el electorado lo 
cual se refleja en los votos a cada uno 
de éstos (Valdés Escoffery, 2012).

Con la Reforma Electoral del año 2012 
(Ley 54, de 17 de septiembre) se mo-
dificó el sistema de votación en las 

circunscripciones plurinominales, elimi-
nándose el voto por lista y restringien-
do el voto preferencial a un solo can-
didato de las listas presentadas en la 
boleta de votación. 

Este sistema genera un doble escruti-
nio: el primero para determinar cuán-
tos votos obtiene cada partido políti-
co o lista de candidatos, y luego, uno 
interno en cada uno de éstos para 
establecer la cantidad de votos que 
cada integrante de la lista obtiene.

Este doble escrutinio es fundamental 
para el sistema de representación pro-
porcional panameño ya que el voto ob-
tenido por los partidos políticos es el que 
determina si éstos alcanzan el cociente 
y el medio cociente, mientras que el 
voto que cada candidato obtiene es la 
cifra utilizada para establecer cuál de 
éstos debe ser proclamado en la curul 
cuando se obtenga por cociente o me-
dio cociente, y  para determinar el ga-
nador por la figura del residuo.

Nuestra Ley Electoral, en su artículo 
326, establece el mecanismo para la 
adjudicación de curules en los circui-
tos electorales plurinominales y a la le-
tra dispone:

Artículo 326. Cuando se trate de 
circuitos electorales que elijan a 
dos o más Diputados, las Juntas 
de Escrutinio de Circuito Electora-
les proclamarán a los candidatos 
electos de conformidad con las 
siguientes reglas:

1. El número total de votos válidos 
depositados en el circuito por to-
dos los electores se dividirá por el 
número de ciudadanos que han 
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de elegirse. El resultado de esta 
división se denominará cociente 
electoral.

2. Cuando la suma total de votos 
selectivos obtenidos por los can-
didatos postulados en la lista del 
partido sea igual o mayor al co-
ciente electoral, tendrá derecho 
a una curul o a tantas curules 
como cocientes haya alcanzado.

3. Si aplicada la fórmula anterior, 
quedaran puestos por llenar para 
completar el número de ciuda-
danos que han de elegirse, se ad-
judicará uno a cada una de las 
listas restantes que hayan obteni-
do un número de votos no menor 
de la mitad del cociente elec-
toral en el orden en que dichas 
listas hayan obtenido boletas 
únicas de votación. Los partidos 
que hayan obtenido el cociente 
electoral no tendrán derecho al 
medio cociente.

4. Una vez aplicado el cociente y el 
medio cociente, si aún quedaran 
puestos por llenar, estos se adju-
dicarán a los candidatos más vo-
tados entre todos los que hayan 
participado en la elección en el 
respectivo circuito, en orden de-
creciente de votos, de mayor a 
menor, hasta llenar la cantidad de 
curules pendientes de adjudicar.

De la norma anterior, podemos descri-
bir el funcionamiento del sistema de 
manera muy simple y sencilla.

Ante todo, debemos recordar que se 
trata de un sistema de adjudicación 
excluyente, los niveles de adjudica-
ción proceden en la medida en que 
existan curules por repartir, por lo tanto, 
si en un nivel de adjudicación se verifi-

ca la totalidad de las proclamaciones, 
culmina el acto y no se consideran el 
resto de los resultados independiente-
mente que se alegue haber alcanza-
do una cifra determinada de votos.

En primera instancia y luego de deter-
minados los votos que cada partido 
político y lista de candidatos obtuvo 
en el circuito electoral, así como los 
votos obtenidos por cada uno de los 
candidatos de estas listas, se procede 
a dividir el total de votos válidos del cir-
cuito entre el total de curules a elegir-
se;  esto da la cifra repartidora que en 
la legislación panameña se denomina 
cociente electoral.

Cada vez que un partido político al-
cance con sus votos el cociente elec-
toral, tendrá derecho a un escaño o 
curul en la medida en que dicha situa-
ción se verifique. A diferencia del siste-
ma mayoritario, en este tipo de adju-
dicación partimos de la premisa parti-
do-candidato, es decir, primero se de-
termina qué partido político obtiene 
una curul y en qué cantidad,  luego se 
procede a señalar el candidato que 
debe ser proclamado en ella.

En caso que no se adjudiquen la tota-
lidad de las curules por el mecanismo 
del cociente, se procede a la adju-
dicación por medio cociente, y para 
ello se procede a dividir el cociente 
electoral entre dos, obteniéndose una 
nueva cifra repartidora denominada 
medio cociente y se procede a la ad-
judicación de las curules a los partidos 
políticos que hayan alcanzado o su-
peren dicha cantidad de votos.

Con respecto a la proclamación, se uti-
lizan las mismas reglas aplicadas en la 

LA REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL EN EL SISTEMA ELECTORAL PANAMEÑO
Msc. Juan Carlos Pérez Cortés



REVISTA JUSTICIA ELECTORAL Y DEMOCRACIA
Número 4, Año 3, 2016 105

proclamación por cociente, es decir, 
primero se determinan los partidos políti-
cos que alcanzan un escaño por medio 
cociente y luego se indica el candidato 
que debe ocupar la curul en atención 
a los votos obtenidos por cada candi-
dato dentro del partido político.

Hasta este punto se da una reparti-
ción de curules de acuerdo con el 
porcentaje de votos obtenidos por los 
partidos políticos, el siguiente nivel de 
adjudicación es denominado residuo; 
consiste en un sistema mayoritario que 
varía  la fórmula de proclamación al 
binomio candidato-partido.
Si luego de adjudicarse curules me-
diante el uso del cociente y medio 
cociente quedaran escaños sin adju-
dicación, se procede con el residuo    
utilizando los votos obtenidos por cada 
candidato en el circuito.

Por consiguiente, la adjudicación del 
residuo viene a transformarse en una 
competencia entre candidatos y se 
proclamará a los candidatos que más 
votos hayan obtenido en el circuito 
en función de las curules pendientes 
de adjudicación.

Luego de establecer qué candidato 
debe ser proclamado, se procede a 
determinar el partido político que éste 
representará, para ello, se dispone 
que la curul ingresará a la bancada 
del partido político que lo postuló.

En nuestro Derecho Electoral, esta es 
la figura más controvertida ya que el 
residuo desnaturaliza la figura de la re-
presentación proporcional.

Un repaso de la historia electoral de 
esta figura nos permite analizar que di-
cha situación no fue concebida de tal 
manera cuando se expidió el actual 
Código Electoral en 1983.

Como veremos al expedirse la Legislación 
Electoral vigente, la figura de la represen-
tación proporcional -si bien establecía la 
actual fórmula para el reparto de esca-
ños por residuo- contenía medidas para 
dar mayor acceso a las minorías.

En este sentido, la versión original del 
Código Electoral de 1983 disponía una 
fórmula muy similar a la actual, pero  la 
Reforma Electoral del año 1988 estable-
ció que los partidos políticos que alcan-
zaban curules por cociente o medio 
cociente debían descontar una cifra 
de votos a sus candidatos que partici-
parían en la adjudicación por residuo.

Sobre el particular, el artículo 86 de la 
Ley 9, de 21 de septiembre de 1988, 
que modificó el artículo 273 del Códi-
go Electoral, dispuso lo siguiente:

Artículo 273: Cuando se trate de cir-
cuitos electorales que elijan a dos o 
más Legisladores, las juntas de escru-
tinio de Circuito Electoral proclama-
rán a los candidatos electos de con-
formidad con las siguientes reglas:

1. (…);
2. (…);
3. (…);
4. Si aún quedaran puestos por llenar, 

se adjudicarán a los candidatos más 
votados de las listas que tengan el 
mayor residuo, una vez aplicado 
el cuociente y medio cuociente. 
Para obtener el residuo, a los parti-
dos que hayan obtenido uno o más 
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cuocientes se les restará un medio 
cuociente por cada cuociente al-
canzado y a los que hayan obtenido 
medio cuociente se les restará me-
dio cuociente. (…).

De la norma anterior, podemos obser-
var que al deducir votos a los partidos 
políticos que habían alcanzado curules 
mediante cociente o medio cociente, 
se equiparaban a los candidatos de és-
tos con el resto de los candidatos de los 
otros partidos, de forma tal que existían 
más posibilidades para que los candida-
tos de los partidos medianos y pequeños 
pudieran -vía residuo- tener representa-
ción en la  Asamblea Legislativa.

En este sentido, se garantizaba que 
el sistema adjudicara las curules en la 
proporción en que los partidos políticos 
eran favorecidos con el voto popular y 
no como en la actualidad, en donde 
los partidos políticos más fuertes aca-
paran en su totalidad las curules que 
deban adjudicarse por residuo.

La variación de la fórmula para la 
adjudicación del residuo se verificó 
mediante la Ley 17, de 30 de junio 
de 1993, y al ser conveniente para los 
partidos políticos favorecidos con los 
votos en una elección, no ha existido 
voluntad política en el Órgano Legis-
lativo para cambiar el mismo.

No obstante,  el Tribunal Electoral a 
través de la Comisión Nacional de Re-
formas Electorales en los años 2010 y 
2015, propuso una modificación al sis-
tema de representación proporcional, 
específicamente, en materia de adju-
dicación de residuo.

La propuesta de modificación legal es-
taba destinada a retomar la fórmula uti-
lizada en la elección general de 1989.

Sometido el proyecto a consideración 
de la Asamblea Nacional, dicha pro-
puesta fue rechazada  y en su defecto 
se aprobó la norma arriba citada en 
donde se institucionalizó el voto selec-
tivo individual, es decir, en donde el 
elector debe votar por un solo candi-
dato como si se tratase de una vota-
ción en un circuito uninominal.

Esta fórmula si bien hace más fácil el 
escrutinio de los votos, desnaturaliza la 
competencia de los partidos políticos 
ya que la traduce a una competencia 
individual de candidatos.

Con los trabajos de la Reforma Elec-
toral del año 2015, el Tribunal Electoral 
ha propuesto a la Asamblea Nacio-
nal la derogación del sistema actual 
de votación para  retornar al sistema 
existente antes del 2012, en donde 
el elector podía votar por la lista en 
su totalidad o preferir a uno o varios 
miembros de ésta.

Otra de las propuestas que han sido 
sometidas a consideración del Poder 
Legislativo es la variación de la fórmula 
para la adjudicación del residuo para 
que la competencia no sea por can-
didatos sino por listas, lo que da mayo-
res opciones a los partidos pequeños 
y medianos en adición a la resta del 
medio cociente a los partidos políticos 
o listas que hayan previamente sido 
favorecidas con curules en el reparto 
por cociente o medio cociente.

En general, éstas son las fórmulas utili-
zadas para reglamentar la figura de la 
representación proporcional en nues-
tro país para las Elecciones Legislativas; 
tanto en la actualidad como en su pa-
sado inmediato y los retos que a futuro 
podrían presentarse sobre la misma.
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Ahora bien, hemos sostenido que tam-
bién existe un sistema de representa-
ción proporcional para la adjudica-
ción de escaños al Parlamento Cen-
troamericano y que si bien utiliza los 
votos de los partidos políticos, difiere 
de la descrita con anterioridad.

Según el Tratado Constitutivo del Par-
lamento Centroamericano, cada Es-
tado parte tiene derecho a 20 Dipu-
tados, quienes serán electos en sus 
respectivos países mediante el sistema 
electoral que cada cual establezca.

Nuestra Ley Electoral en sus artículos 
380 al 384 dispone el mecanismo para 
tal elección, que parte de los siguien-
tes principios:

1. Se utilizan los votos de la elección 
presidencial para determinar la 
adjudicación de curules; y,

2. Se utiliza el concepto de listas blo-
queadas y cerradas, en donde la 
proclamación se realizará en el or-
den descendente en que los can-
didatos aparezcan en la lista pre-
sentada por los partidos políticos.

Asimismo, dispone como regla bási-
ca que solo participarán en el reparto 
aquellos partidos políticos que subsis-
tan la elección. Con la propuesta de 
la Reforma Electoral del año 2015 se 
permitirá la participación de candida-
tos por libre postulación endosados a 

una candidatura presidencial de libre 
postulación, siempre y cuando alcan-
cen el 2% de los votos válidos de la 
elección presidencial.

Seguidamente, se determina el por-
centaje que cada partido político ob-
tuvo de la votación presidencial y di-
cha cifra se divide entre cinco a fin de 
establecer la cantidad de diputados  
que corresponde a cada partido polí-
tico. En caso de que no se adjudiquen 
todas las curules en dicho reparto, se 
otorgará una curul a cada partido po-
lítico que haya subsistido o lista con 2% 
o más de votos y que no hayan obte-
nido curules en el reparto previo.

Finalmente, si después de efectuados 
ambos repartos quedaran curules 
por adjudicar, se repartirán una cada 
partido político en el orden descen-
dente de los votos obtenidos en la 
elección presidencial.

Como apreciamos, se trata de un ver-
dadero sistema de representación pro-
porcional, en donde tanto los partidos 
mayoritarios como los minoritarios al-
canzan tener una representación en el 
Parlamento Centroamericano y, princi-
palmente su razón obedece a que por 
un lado no hay voto preferencial y por 
el otro, se respeta el principio de que 
los organismos deliberativos deben es-
tar compuestos por la mayoría de las 
corrientes políticas de una Nación.

Culminada la investigación sobre el siste-
ma de representación proporcional, po-
demos sostener que el mismo es una he-
rramienta que permite que los órganos 
de deliberación en toda Nación sean 
consecuentes con la premisa que éstas 
constituyen la casa del pueblo.

El sistema, aún con sus complicacio-
nes permite que los movimientos po-
líticos puedan tener mayor acceso al 
Órgano Legislativo, de manera tal que 
éste no llegue a ser controlado por un 
solo partido político, sino que en éste 
confluya la mayor cantidad de opinio-

Conclusiones:
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nes para que el producto de la misma, 
es decir, las leyes que regirán los desti-
nos de una Nación sean resultado del 
consenso y la aprobación de la mayo-
ría de las corrientes políticas.

No obstante, como todo proyecto 
que guarda estrecha relación con la 
integración de un organismo político, 
el mismo puede ser desvirtuado o ma-
nejado de forma tal que distorsione su 
finalidad como ocurre en el caso pa-
nameño, en donde las adjudicaciones 
por residuo, lejos de facilitar el acceso 

de las minorías a la Asamblea Nacio-
nal, sirven para consolidar la posición 
de los partidos mayoritarios.

El uso correcto de esta herramienta, 
permite la creación de Órganos Le-
gislativos firmes, autónomos y con su-
ficiente independencia, de manera 
que puedan efectuar su labor de ba-
lance y contrapeso con respecto al 
resto de los Órganos del Estado cum-
pliendo  el principio que rige la sepa-
ración de poderes existentes en todo 
gobierno republicano.
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RESUMEN:

El presente artículo analizará los tipos de voto obligatorio y facultativo en Ecuador y su aplicabilidad 
en el contexto de nuestro país. Se hará un breve repaso de las modalidades de voto asistido, 
voto preferencial y el programa de voto en casa. Se enmarcará el estudio con datos estadísticos 
de personas con discapacidad en Ecuador.
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ABSTRACT:

This article will study the voting  types in Ecuador, both mandatory and optional. It will be done 
a brief review about assisted voting, preferential voting and the program “voting at home”. The 
analysis will be supported by statistics about persons with disabilities in Ecuador.
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El voto en el Ecuador es de ca-
rácter obligatorio con excep-
ción de las personas con dis-

capacidad, personas privadas de la 
libertad con sentencia ejecutoriada, 
adultos mayores, jóvenes de entre 16 
y 18 años, ecuatorianos en el exterior 
e integrantes de las Fuerzas Armadas 
y de la Policía Nacional, por lo cual en 
este sentido el Consejo Nacional Elec-
toral (CNE) solicitó al Consejo Nacional 
de Discapacidades (CONADIS) y al 
Ministerio de Salud Pública la base de 
datos de personas con discapacidad 
mayores de 16 años para su empa-
dronamiento, requiriendo información 
adicional como: porcentaje de disca-
pacidad, tipo de discapacidad, géne-
ro, sector de vivienda, número de cé-
dula y datos generales, para el diseño, 
evaluación y aplicación de políticas 
públicas, y la promoción del ejercicio 
de sus derechos de participación:

Empadronados Año 2014 Cantidad 
Personas Porcentaje

Personas sin Discapacidad 11´309.162 97,4%

Personas con Discapacidad 304.898 2,6%

Fuente: Dirección Nacional de Estadísticas CNE, tomado del Proyecto de 
Inclusión de Personas con Discapacidad – DNOP – CNE, 2014: 14.

La evolución del sistema de sufragio 
en Ecuador nos muestra una tenden-
cia de ampliar el padrón electoral, 
a partir de la Constitución del año 
1946 se establece el sufragio faculta-
tivo para la mujer; posteriormente en 
la Constitución del año 1978 se esta-
blece el sufragio facultativo para los 
analfabetos; llegando a incluir con 
la Constitución del año 1998 el sufra-
gio para las personas mayores de se-
senta y cinco años y permanece el 

sufragio para los analfabetos; final-
mente, con la entrada en vigencia 
de la actual Constitución del año 
2008 el sufragio es facultativo para: 
las personas entre dieciséis y die-
ciocho años de edad, las personas 
mayores de sesenta y cinco años, 
los  ecuatorianos que habitan en el 
exterior, los integrantes de las Fuerzas 
Armadas  y Policía Nacional en ser-
vicio activo, las personas con disca-
pacidad, las  personas analfabetas 
y las personas extranjeras desde los 
dieciséis años de edad,  residentes 
en el Ecuador legalmente por al me-
nos cinco años.  (Ramos Espinosa, 
2014, págs. 92-93)

El acto de sufragar es un entorno que 
crea el pretexto perfecto para salir del 
contraste habitual y fomentar nuevos 
matices como sociedad civil inclusiva 
e incluyente al compartir en un am-
biente igualitario en donde los ciuda-
danos y ciudadanas ejerzan sus dere-
chos y cumplan sus obligaciones.

Es justamente aquí en donde por me-
dio del voto facultativo la sociedad 
comienza a ser más humana y solida-
ria con las personas con discapaci-
dad, quienes como los guerreros de la 
vida que a diario vencen obstáculos, 
también quieren y pueden  orgullosa-
mente decir presente en este acto de-
mocrático, es así como portando un 
bolígrafo algunos en sus manos y otros 
en sus bocas pueden ser partícipes de 
la democracia y elegir a sus nuevos 
mandantes. (CNE, 2013: 148)1

De las personas con discapacidad que 
fueron empadronadas en el año 2014 
se obtuvo como resultado la siguiente 
participación en el acto de sufragar:

1   Consejo Nacional Electoral, (2013), “Rostros de la Democracia EC17022013”, Página 148 
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Fuente: Elaboración propia, a partir de datos de la Dirección Nacional de 
Estadísticas CNE.

2   Dirección Nacional de Organizaciones Políticas, (s/f), “La participación política de las personas con discapacidad en el Ecuador, perspectivas a futuro, lecciones 
aprendidas y normativa relacionada”, Quito: Consejo Nacional Electoral.  

3    IBÍD

Total Electores 
(24 Provincias) Si Sufragan No Sufragan

304.898 230.137 (75,7%) 74.090 (24,3%)

Del 75,7% de personas con discapaci-
dad que sufragaron, se pudo evidenciar 
los siguientes tipos de discapacidad:

Discapacidad física:  51,5%
Discapacidad intelectual: 20,8%
Discapacidad auditiva:  14,5%
Discapacidad visual:  13,20% 

Hombres:  58,5%
Mujeres:  41,5%

El CNE en el año 2013 escogió alrede-
dor de 3.402 recintos electorales, según 
criterios mínimos de accesibilidad, ge-
nerando como resultado, según el In-
forme de Observación de la Defensoría 
del Pueblo del Ecuador, que un 44% de 
los recintos tengan rampas de acceso 
a los espacios de votación en las elec-
ciones generales de 2013. (CNE, s/f: 20)2 

De igual manera, se hizo uso de la 
Mesa de Atención Preferente como 
mecanismo de accesibilidad electoral 
con la intención de facilitar el tránsito y 
el ejercicio del derecho al sufragio de 
las personas con discapacidad, adul-
tos mayores y mujeres embarazadas;  
brindando los siguientes servicios:

• Voto Asistido: es el derecho de una 
persona con discapacidad a ser asis-
tida durante el momento del sufragio 
por otra persona de su confianza. 

• Voto Preferente: es el derecho de 

las personas con discapacidad, 
adultos mayores y mujeres embara-
zadas,  quienes no  necesitan espe-
rar el orden de llegada en la Junta 
Receptora del Voto (JRV) para ejer-
cer su derecho al sufragio.  

No obstante, a pesar de las diferentes 
formas y modelos que fueron conside-
rados de otros países referentes a la in-
clusión y accesibilidad democrática 
para las personas con discapacidad -y 
mejorados en la práctica institucional 
enfocándonos en nuestra realidad-,  es-
tos no han sido suficientes para  propor-
cionar la atención debida y así garanti-
zar la participación total o por lo menos 
mayoritaria de este grupo prioritario y 
significativo para el desarrollo del país.

Es por ello que, con la finalidad de dar 
cumplimiento a lo establecido en el 
art. 111 del Código de la Democra-
cia: “el Consejo Nacional Electoral 
garantizará los mecanismos idóneos 
para que las personas con discapa-
cidad puedan ejercer su derecho al 
sufragio, incorporándolos en la norma-
tiva electoral que se dicte”;  surge el 
Proyecto Piloto denominado “Voto en 
Casa”, para lo cual “el CNE en coor-
dinación con las Federaciones Nacio-
nales de personas con discapacidad 
mediante una aprobación del Pleno 
PLE-CNE-6-31-10-2013, amplió el Pro-
yecto “Voto en Casa”, que consiste en 
la conformación de Juntas Recepto-
ras del Voto  (JRV) móviles que se diri-
gieron a los domicilios de las personas 
con discapacidad previamente ins-
critas en 12 provincias del país” (IBÍD: 
36)3 Azuay, Bolívar, Carchi, Chimbora-
zo, Imbabura, Loja, Manabí, Morona 
Santiago, Napo, Santa Elena, Santo 
Domingo de los Tsáchilas, Tungurahua.

Sufragantes con discapacidad según 
provincia
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Este mecanismo de sufragio fue reali-
zado mediante un Instructivo para el 
Registro y Sufragio de las Personas de 
Voto en Casa, siendo su último punto 
el correspondiente a observación y 
transparencia, el cual consiste en invi-
tar a ser parte de este proyecto a Ob-
servadores Nacionales e Internaciona-
les, delegados de las Organizaciones 
Políticas y medios de comunicación.

El voto es un derecho, que como ciu-
dadanos y ciudadanas debemos 

cumplir, ya que el mismo no tiene pre-
ferencias humanas, el concepto es el 
de igualdad. La diferencia está en la 
accesibilidad e importancia que los 
entes responsables proporcionan a los 
ciudadanos y ciudadanas para ga-
rantizar su plena participación.
El Voto Facultativo y la Mesa de Aten-
ción Preferente son mecanismos que 
otros países han utilizado  y que esta-
mos implementándolo. Sin embargo, 
el Ecuador quiso ir más allá y superar a 
estos modelos por medio del Voto en 
Casa, ya que para una persona que 
no puede mover fácilmente el 75% de 
su cuerpo aunque quiera hacer uso 
de su derecho, es muy probable que 
no pueda llegar al sitio del sufragio.  El 
voto es “uno” pero significa mucho y 
en la democracia todos sumamos, ya 
que tu derecho es mi derecho, lo que 
me lleva a concluir una vez más que 
la “Democracia es más que un voto”, 
pues depende de la humanidad y de 
nuestra empatía hacia ella.

EL EN CASA: UN ACIERTO INCLUSIVO PARA LA DEMOCRACIA
Mgs. Ana Marcela Paredes

Número de 
electores en 

casa Año 2014

No 
presentados Fallecidos Votantes

316 24 17 275
Fuente: Dirección Nacional de Estadísticas CNE, tomado del Proyecto de 
Inclusión de Personas con Discapacidad – DNOP – CNE, 2014.

A partir de la base de datos del CO-
NADIS y del Ministerio de Salud, regis-
tramos a 316 electores con una disca-
pacidad física superior al 75% en las 12 
provincias consideradas.
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